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RESUMEN GENERAL 

Esta investigación busca indagar en el funcionamiento de las salidas tempranas al proceso penal, una 

forma innovadora gestionar la persecución penal de delitos menores que incorpora componentes de 

justicia negociada a etapas iniciales de los procesos en materia criminal, entregando nuevos poderes 

discrecionales a los actores judiciales y promoviendo prácticas no adversariales entre fiscales, 

defensores y jueces. Si bien su proliferación ha tenido lugar a nivel mundial, esta constituye un 

mecanismo relativamente novedoso en el contexto de los sistemas de justicia penales de América 

Latina y el Caribe, en los cuales la incorporación de componentes de justicia negociada comenzó a 

tener lugar solo a inicios de este siglo como parte de los movimientos de reforma a la justicia criminal 

que tuvieron lugar en esta región del mundo.  

En términos más globales, su incorporación busca hacer frente a las dificultades que ha generado en 

la administración de justicia el cada vez mayor volumen de casos que debe resolver producto de la 

expansión del uso del castigo a nivel internacional, especialmente respecto de infractores primerizos 

que cometen delitos menores.  Abordar su comprensión desde el caso chileno es relevante pues 

además de ser uno de los primeros países de América Latina y el Caribe en incorporar a su sistema 

penal las salidas tempranas al proceso penal, presenta características institucionales que lo 

transforman en un caso de interés, como el funcionar bajo el marco normativo de un Estado unitario, 

la no dependencia reciproca de la Fiscalía, el Poder Judicial y la Defensa Pública y un diseño judicial 

que incorporó explícitamente el componente de gestión pública propio de la nueva penología. 

Esta investigación doctoral busca entregar evidencia empírica para comprender las salidas tempranas 

al proceso penal en cuanto forma innovadora gestionar la persecución penal de delitos menores en el 

contexto de una justicia penal en expansión. Este propósito se aborda mediante la respuesta de tres 

grandes preguntas de investigación que abarcan los siguientes aspectos: i) la forma en que ha sido 

usada la suspensión del proceso en Chile a lo largo del tiempo y en qué medida ha permitido alcanzar 

los objetivos que justificaron su incorporación al sistema de justicia criminal; ii) los factores que 

inciden en su uso, y en qué medida emergen disparidades dada la discrecionalidad inherente al 

otorgamiento de la suspensión del proceso; y iii) la forma como los actores judiciales conducen 

audiencias donde se toma la decisión de suspender el proceso en contextos de justicia negociada.  

Para ello, se utilizan distintos enfoques teóricos y metodológicos a partir de los cuales se analiza 

información originada en la siguientes fuentes de información: datos administrativos del Poder 

Judicial y del Ministerio Público de Chile (con registros de casi 5 millones de casos penales 

ingresados entre el 01 de enero de 2007 y el 31 diciembre de 2019); observación directa de 334 
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audiencias judiciales que tuvieron lugar en 16 bloques de audiencias llevados a cabo en el Centro de 

Justicia de Santiago, en el Juzgado de Garantía de San Bernardo, en el Juzgado de Garantía de Iquique 

y en el Juzgado de Garantía de Concepción; y entrevistas semiestructuradas a 21 actores judiciales 

que participaron de esas audiencias (7 fiscales, 8 jueces de garantía y 6 defensores penales públicos). 

En el capítulo 2 se aborda la pregunta sobre el uso en el tiempo de la suspensión del proceso con 

miras a discutir si su uso permite satisfacer los objetivos atribuidos a la justicia criminal desde la 

literatura socio-legal. Los resultados evidencian que el uso masivo de la suspensión del proceso se ha 

mantenido a lo largo del tiempo, aunque con una ligera pero persistente contracción durante los 

últimos años. Adicionalmente han prevalecido en el tiempo los acuerdos orientados a generar 

condiciones que buscan proteger a la comunidad y a las víctimas de delitos, por sobre aquellas que 

buscan reparar el daño causado o intervenir al infractor. Sin embargo, los datos dan cuenta de una 

baja capacidad del Estado para monitorear el cumplimiento de las condiciones acordadas. En este 

capítulo se discuten dos elementos de la suspensión del proceso que directamente se hacen cargo de 

los objetivos atribuidos a esta: una disminución en los tiempos de tramitación y, por ende, en los 

costos económicos del proceso penal; y un proceso de selección adecuado en cuanto a la focalización 

en infractores con bajas probabilidades de reincidir. Sin embargo, se discuten sus limitaciones en 

términos de control y supervisión, así como posibles hipótesis para explicar la relativa contracción de 

su uso que podría asociarse a la reducción del universo de imputados elegibles y a una pérdida de 

confianza sobre su utilidad entre los actores judiciales. 

En el capítulo 3 se examina, mediante el uso de modelos multinivel, la relación entre factores 

vinculados con características de los casos judiciales y con características de los tribunales que los 

juzgan, y la probabilidad de acordar la suspensión del proceso durante la primera audiencia judicial 

en los tribunales chilenos. Además de mostrar el efecto de ambas clases de variables, los resultados 

evidencian que el contexto en que funciona un tribunal influye en la resolución de los casos judiciales, 

y que su peso relativo es mayor al tomar decisiones tempranas en torno a la suspensión del proceso 

que el que se evidencia en estudios previos sobre decisiones más tardías, como las que giran en torno 

a la dictación de las sentencias. Se discuten los alcances de los hallazgos en el marco de las teorías 

sobre la toma de decisiones en la justicia penal, con especial foco en el enfoque de las “cortes como 

comunidades”, bajo el supuesto que la suspensión del proceso, al ser una decisión negociada que se 

discute en etapas tempranas del proceso penal es tomada en condiciones de mayor igualdad entre 

fiscales y defensores que decisiones tomadas más tardíamente durante el proceso penal.  

En el capítulo 4 busca comprender, en el marco de la literatura de “cortes como comunidades”, como 

los actores judiciales toman decisiones conjuntamente en contextos de justicia negociada que tienen 
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lugar en etapas tempranas del proceso penal. Para ello, se explora en las prácticas e interacciones que 

tienen lugar entre fiscales, defensores y jueces durante audiencias relacionadas con la suspensión del 

proceso. Usando como marco metodológico la etnografía judicial, se analiza el trabajo conjunto de 

fiscales, defensores y jueces en torno de las audiencias donde se negocia la suspensión del proceso. 

Los hallazgos permiten distinguir, usando el concepto de grupos de trabajo judiciales, aquellos que 

conducen las audiencias de forma burocratizada y aquellos que lo hacen de manera reflexiva. En base 

a esta distinción, se discuten las consecuencias teóricas de abordar el estudio de las prácticas que 

llevan a cabo fiscales, defensores y jueces desde la idea de comunidad judicial; se ofrece una 

delimitación conceptual a las ideas de estandarización, automatización y burocratización, 

argumentando porque el proceso penal chileno no puede ser calificado como “gerencial”; y se analiza 

como en algunos escenarios la participación de actores externos al grupo de trabajo judicial permite 

romper la inercia del trabajo automatizado en contextos de administración de justicia altamente 

burocratizados. 

Los hallazgos de cada capítulo son analizados conjuntamente en el capítulo 5. Esto permite discutir 

el rol diferenciado que se otorga de la suspensión del proceso para distintos tipos de delito, los 

inconvenientes que genera poner a la celeridad como un valor hegemónico de la administración de 

justicia, desvinculado de otros objetivos y de formas más reflexivas de conducción de las audiencias 

judiciales, y el rol más amplio de la suspensión del proceso en la política criminal. Se discute además 

como la distribución del poder discrecional que impulsa el diseño normativo de la suspensión del 

proceso puede promover el debido proceso, pero a la vez puede hacer aparecer nuevos espacios de 

discrecionalidad no reglados. Se aborda, finalmente, la influencia de víctimas y abogados externos 

en el ejercicio de la discrecionalidad, la importancia de estandarizar los procesos judiciales 

promoviendo la reflexividad de los actores judiciales para evitar la automatización de sus decisiones, 

y las diferencias entre la discrecionalidad y la justicia negociada entre Chile y Estados Unidos. 

La evidencia empírica generada por esta investigación permite abrir discusiones sobre el rol de las 

salidas tempranas como mecanismos de control social formal, sobre el ejercicio de la discrecionalidad 

en la justicia penal y sobre cómo los mecanismos de justicia negociada promueven que actores 

judiciales acostumbrados a la adversarialidad pasen a conformar comunidades de trabajo y grupos de 

trabajo judiciales. Su aporte a nivel teórico radica en haber sistematizado la dispersa literatura sobre 

los objetivos de la justicia penal para analizar el funcionamiento de uno de sus componentes, el 

sostener conceptualmente la comprensión de grupos de trabajo judiciales bajo las categorías de 

burocratizados y reflexivos, y el ofrecer una delimitación de los conceptos de estandarización, 

automatización y burocratización para argumentar porque el sistema de justicia penal chileno no 
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puede ser calificado como “gerencialista”. A nivel metodológico, la investigación avanza en 

desarrollar una comprensión etnográfica de la justicia criminal y en el análisis de datos 

administrativos para identificar los factores asociados a la dictación de esta medida. 

Por último, si bien varias discusiones generadas por esta investigación tienen carácter global, muchos 

de los problemas relevados en la implementación de las salidas tempranas al proceso penal, como la 

falta de reflexividad de los actores judiciales para acordar la suspensión del proceso o la baja 

capacidad para supervisar su cumplimiento, probablemente se estén reproduciendo en otros países de 

América Latina y el Caribe, dadas las similitudes de sus contextos sociales y políticos. Esto hace que 

la replicabilidad de estudios similares a los desarrollados en los capítulos de esta investigación pueda 

cobrar especial pertinencia a nivel regional en los próximos años. 
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El uso que hacen los Estados del castigo como mecanismo de control social formal sobre las personas 

que realizan conductas desviadas ha ido cambiando a lo largo de la historia. La expansión del sistema 

penal que ha tenido lugar a nivel global desde la segunda mitad del siglo XX (Garland, 2001), ha 

generado un incremento en el volumen de casos que deben procesar los sistemas penales, 

desbordando la capacidad de las burocracias estatales para dar respuestas adecuadas para cada uno de 

los casos que deben conocer (Binder, 2012). Para enfrentar los desafíos en materia de gestión que 

esto ha implicado, ha proliferado el uso de salidas tempranas al proceso penal, una forma innovadora 

de control social que busca resolver en etapas iniciales de los procesos judiciales casos de delitos 

menores cometidos por infractores primerizos o no habituales. 

Su estudio constituye un campo de investigación relativamente nuevo pero cuyo estudio parece ser 

particularmente relevante, dada la discusión actualmente existente sobre las consecuencias en la 

reincidencia y control del delito asociados a la aplicación de esta respuesta penal (Kohler-Haussman, 

2018; Agan, Doleac y Harvey, 2021), y los espacios de discrecionalidad que esta decisión incorpora, 

que podrían ser aún mayores que aquellos observados en etapas posteriores al sistema dado que 

abordan delitos menores y de primerizos (Spohn, y Cederblom, 1991; Smith y Damphousse, 1998; 

Johnson, King, Spohn, 2016).  Es posible también esperar que—dado el espacio de negociación que 

estas etapas tempranas incorporan, haya cambios en la forma de “hacer justicia” observables en estas 

etapas. Esta tesis doctoral busca hacer frente a algunas de estas preguntas analizando el uso de salidas 

alternativas en Chile.  

Para profundizar pen el conocimiento en torno a las salidas tempranas al proceso penal en cuanto 

nueva forma de control social que opera en el marco de una justicia penal en expansión, este capítulo 

comenzará delimitando los contornos del problema general de investigación que emerge de este 

fenómeno, destacando cuál es su relevancia en el campo de los estudios socio-legales, la sociología 

del castigo y la criminología. A continuación, y considerando que este estudio se realiza observando 

el funcionamiento del sistema de justicia criminal chileno, cuya principal salida temprana al proceso 

penal es la “suspensión del proceso”, se ofrece además un breve marco conceptual para introducir 

algunas definiciones sobre el diseño normativo de esta salida temprana al proceso penal en Chile. 

Finalmente, se expondrá el diseño general de esta investigación doctoral, el que busca ofrecer 

respuestas a tres preguntas de investigación que desde perspectivas diversas buscan avanzar en la 

comprensión de las salidas tempranas al proceso penal como nuevo mecanismo de control social en 

la justicia criminal. Luego, se da un panorama general de los datos y el marco metodológico que 

sostendrá la respuesta a estas preguntas a lo largo de esta investigación doctoral.  
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1.1 Las salidas tempranas al proceso penal como respuesta frente a la expansión del castigo. 

La expansión del castigo como estrategia de control social ha generado diversos problemas sociales 

que han sido extensamente documentados. Por una parte, ha dado lugar a la masificación del uso de 

la cárcel, cuya consecuencia principal ha sido el incremento de los niveles de exclusión social de una 

parte de la sociedad, contribuyendo a perpetuar las motivaciones de las personas para realizar 

conductas desviadas (Garland, 2001b). E incluso cuando las penas alternativas a la cárcel consiguen 

afrontar algunas de las consecuencias sociales del castigo, estos han mostrado ser insuficientes para 

mitigar los efectos desocializadores que genera el contacto prolongado con los órganos de control 

penal al que se somete al infractor durante el proceso penal (Schur, 1971) así como también los 

producidos por la anotación en registros públicos que genera la imposición de una condena 

(Kurlychek et al, 2007; Uggen et al, 2014).  

Menos atención en cambio han recibido los problemas que genera el incremento el volumen de casos 

que deben procesar los sistemas de justicia criminales como consecuencia de la expansión del uso del 

castigo (Binder, 2012), en particular debido al incremento sustantivo en el número de arrestos de 

personas imputadas por delitos menores que ha tenido lugar desde los años 80´ en algunos 

jurisdicciones de los Estados Unidos (Kohler-Hausmann, 2018) y durante esta década en países de 

América Latina como Chile (Ministerio Público de Chile 2005; 2020). Ello ha comenzado a 

sobrecargar la capacidad de las burocracias estatales para responder adecuadamente frente los casos 

judiciales que deben resolver, pues limita el tiempo del que disponen fiscales, defensores y jueces 

para tomar decisiones respecto de cada uno de ellos, y potencialmente afectan también la calidad de 

las respuestas otorgadas.  

Para enfrentar los desafíos que genera la tramitación masiva de delitos menores, los sistemas 

judiciales han comenzado a impulsar el uso de salidas tempranas al proceso penal1. Estas emergen 

como una forma de control social cuya novedad radica en que su imposición se define mediante un 

proceso de negociación entre fiscales, defensores y jueces que ocurre en momentos iniciales o 

intermedios del proceso penal. Esto constituye una innovación para sistemas de justicia penales donde 

los procesos judiciales concluyen luego del trascurso de un periodo de tiempo en el transcurso del 

 
 

1 En el ámbito anglosajón, esta respuesta de la justicia penal suele denominarse como pre-trial diversión. En cambio, en el 

ámbito iberoamericano no existe consenso sobre su denominación, siendo referidos a nivel normativo o por la literatura 

especializada de diversas formas, entre otras: mecanismos de selectividad, mecanismos de alternatividad o salidas 

alternativas. En el transcurso de esta investigación me referiré ellas usando el término salidas tempranas al proceso penal. 
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cual fiscales y defensores han asumido posiciones antagónicas que son resueltas finalmente por un 

juez mediante la dictación de una sentencia.  

Entre los diversos mecanismos judiciales que operan como salidas tempranas al proceso penal el más 

común es la suspensión del proceso2. Consiste en una facultad que permite a los fiscales ofrecer en 

etapas iniciales o tempranas del proceso penal un acuerdo a infractores primerizos u ocasionales que 

son imputados por delitos de baja o mediana gravedad, para evitar que se continue con el proceso 

penal en su contra bajo condición de que durante un periodo de tiempo cumplan con un set de medidas 

que son definidas como parte de ese acuerdo. Estas pueden consistir en someter al infractor a 

privaciones de libertad domiciliarias o prohibiciones de asistir a determinados lugares o reunirse con 

personas específicas (para promover la protección de las víctimas o la sociedad), en acordar una suma 

de dinero para indemnizar a las víctimas o beneficiar a alguna institución afectada por el delito (para 

promover la reparación de daño causado), o en incorporar al infractor a programas de empleabilidad, 

de inserción educacional o de tratamiento de abuso de drogas (para incentivar su reintegración a la 

comunidad) (Binder, 1997). Al permitirse negociar para estos casos una respuesta distinta a la 

imposición formal de una pena, se busca además favorecer que solo los hechos criminales de mayor 

relevancia avancen hacia las siguientes etapas del proceso penal (Kaiser, 1988; Duce, 2002).  

La existencia de salidas tempranas al proceso penal puede ser rastreado al menos hasta finales del 

siglo XIX en la justicia penal anglosajona (Harding y Dingwall, 1998). Sin embargo, ha sido la 

expansión del castigo producida en las últimas décadas la que ha incentivado su masificación en 

Estados Unidos y Europa3 como estrategia para descomprimir la justicia criminal. Su incorporación 

en los sistemas judiciales de América del Sur y el Caribe ha sido mucho más reciente, comenzando a 

tener lugar solo a comienzos del siglo XXI como parte del profundo movimiento de reforma a los 

sistemas de justicia criminales que tuvo lugar en esa región del mundo (Langer, 2015).  

 
 

2 Tampoco existe una denominación común para este mecanismo judicial. La traducción literal de las denominaciones 

usadas en la experiencia comparada, tales como “adjournment in contemplation of dismissal” (Estados Unidos) o 

“conditional disposals” (Reino Unido), no parecen tan precisas. También he descartado usar el término “suspensión 

condicional del procedimiento”, el que, si bien corresponde al usado por la legislación chilena, es demasiado extenso para 

ser usado recurrentemente en este trabajo. Por ello, he optado por usar a lo largo de esta investigación el término “suspensión 

del proceso”, considerando su precisión y brevedad. 
3 Kohler-Hausmann (2018) ha reportado la masificación de las salidas tempranas al proceso penal (adjournment in 

contemplation of dismissal) en el sistema penal del Estado de Nueva York, en donde de 1.500 casos terminados por este 

mecanismo en 1980 se pasó a 40.000 casos terminados de esta forma en 2001 (lo que representa un incremento del 2.167% 

en dos décadas, en un escenario donde la población solo creció en un 15.6% durante ese periodo de tiempo). Por su parte, 

en Europa a inicios de los 2000 su uso ya representaba entre el 18% al 31% del total de respuestas judiciales otorgadas en 

el proceso penal en distintos países de la Unión Europea (Jehle, Smit y Zila, 2008).  
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A pesar de la masificación de las salidas tempranas al proceso penal en países anglosajones, europeos 

y de América Latina, y de que la importancia de indagar empíricamente en su funcionamiento fue 

relevada hace ya más de una década (Ulmer, 2012), su estudio solo ha sido abordado desde enfoques 

normativos y comparados en el contexto de algunos países europeos (Jehle 2004; Jehle et al 2008a; 

2008b; Choe, 2014), o con la finalidad especifica de estimar su impacto en la disminución de la 

reincidencia (Agan, Doleac y Harvey, 2021; Mueller-Smith y Schnepel, 2021). Sin embargo, la 

incorporación de las salidas tempranas al proceso penal presenta un campo mucho más amplio para 

la investigación empírica, cuya relevancia se sostiene al menos en los siguientes aspectos. 

Primero, porque a pesar de que en los últimos años ha emergido un campo de estudio enfocado en la 

respuesta que la justicia criminal ofrece frente a los delitos menores (Kohler Haussmann, 2013; 2014; 

2018; Natapoff, 2015; 2018; Wilenmann y Aristegui, 2022), la literatura que analiza su uso e impacto 

aun es limitada. Por ejemplo, no sabemos cómo el uso de salidas tempranas responde frente a delitos 

que son cometidos por infractores primerizos, y si esta respuesta favorece o no su proceso de 

abandono de la criminalidad. Tampoco existen estudios que analicen como son percibidas estas 

respuestas penales en términos de lo que la literatura considera los “objetivos de la justicia criminal”, 

tales como el control del delito (Packer, 1964), resolver los conflictos subyacentes a la comisión de 

los delitos mediante la reintegración de los infractores (Griffith, 1970), la satisfacción de las 

necesidades de las víctimas (Roach, 1999), entre otros. En el caso latinoamericano—dada la reciente 

incorporación de la suspensión del proceso como salida temprana al proceso penal—poco se ha 

indagado sobre su implementación. Tampoco se ha ofrecido respuesta a preguntas descriptivas más 

simples, por ejemplo, cómo ha evolucionado su uso en el tiempo. Por tanto, a nivel general el campo 

de las salidas tempranas al proceso penal como respuesta a la comisión de delitos menores es un 

campo aun en exploración.  

En segundo lugar, la incorporación de espacios de discrecionalidad en etapas iniciales del proceso 

penal que genera la incorporación de las salidas tempranas en la justicia criminal podría estar 

produciendo consecuencias en la equidad con que se están tomando estas decisiones. Así. no es del 

todo claro si disparidades y sesgos previamente constatados en otros espacios de discrecionalidad 

durante el proceso penal, como la diferencias en el acceso a sentencias rebajadas, previo 

reconocimiento de responsabilidad (Kutateladze et al, 2015), diferencias en el reconocimiento de 

atenuantes de la responsabilidad penal (Spohn y Fornango, 2009) o diferencias en la decisión de 

ofrecer penas alternativas a la cárcel (Cano y Spohn, 2012), pudieran estarse reproduciendo al tomarse 

decisiones en torno a la suspensión del proceso, afectando además en este caso a una gran masa de 

imputados primerizos que son perseguidos penalmente por la comisión de delitos menores. 
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Relacionado a lo anterior, muchos de los enfoques o teorías formulados hasta el momento para 

explicar la discrecionalidad en la justicia criminal (como la perspectiva de la evitación de la 

incertidumbre de Celesta Alboneti, o el enfoque teórico de las consideraciones focales de Darrel 

Steffensmeier) han sido construidas observando decisiones que se toman en etapas tardías y en los 

que el poder de decidir se concentra en un actor individual, que si bien originalmente era el juez, más 

recientemente ha pasado a ser el fiscal (Johnson et al, 2015). En este contexto, tampoco es del todo 

claro si estos enfoques teóricos son extrapolables a decisiones que se toman en etapas tempranas del 

proceso penal y en contextos de justicia negociada, donde las decisiones se toman mediante acuerdos 

que se construyen de manera conjunta por grupos de trabajo judicial del cual participan tanto jueces, 

como fiscales y defensores (Eisenstein, Flemming y Nardulli, 1988). 

Si bien existen investigaciones previas sobre justicia negociada en el proceso penal (por ejemplo, 

Feeley, 1979), estas fueron desarrollados con anterioridad a los cambios sustantivos en la gestión de 

las burocracias estatales en general, incluyendo la justicia criminal, que fueron introducidos durante 

los años 80´ y 90´ por los enfoques de “la nueva gestión pública” y “la nueva penología” (Feeley y 

Simon, 1992). En este nuevo contexto, parece interesante explorar si la incorporación de componentes 

de justicia negociada en etapas tempranas de un proceso penal en contextos institucionales que operan 

bajo mecanismos de gestión pública tales como indicadores de desempeño, metas institucionales y 

controles administrativos, podría estar generando que fiscales, defensores y jueces desarrollen nuevas 

formas de “hacer justicia” al conducir las audiencias judiciales donde se debate la suspensión del 

proceso.  

Finalmente, el sistema de justicia criminal chileno constituye un caso particularmente interesante para 

el estudio de las salidas tempranas al proceso penal. Se trata de un país donde ya en los años 90´ se 

venía produciendo un incremento del número de casos ingresados al sistema penal (Arriagada, Farias 

y Walker, 2021), fenómeno que se acentuó con la reforma procesal penal que tuvo lugar desde el año 

2000 en adelante (Ministerio Público, 2005; 2020). Fue en este último contexto en el cual Chile se 

transformó en uno de los primeros países en América Latina en incorporar salidas tempranas al 

proceso penal junto a un modelo de justicia criminal adversarial con fuertes componentes de justicia 

negocial (Baytelman y Duce, 2003). Esto transforma a Chile en un lugar de interés para abordar el 

estudio de las salidas tempranas al proceso penal, pues no solo se trata de un país que ha sido elogiado 

a nivel regional por haber logrado consolidar con éxito su proceso de reforma a la justicia criminal 

(Duce, 2011), sino que además porque es uno de los pocos países de la región donde fiscales, 
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defensores y jueces son patrocinados por instituciones que son independientes entre sí4 y que 

funcionan bajo el marco normativo de un Estado Unitario, y no federal. 

Por último, explorar aspectos relacionados con justicia negociada y discrecionalidad en un contexto 

judicial como el chileno, cuyo diseño institucional incorporó explícitamente componentes de gestión 

pública propios de la nueva penología (Wilenmann, 2020), generan una oportunidad para reflexionar 

sobre si las conclusiones relacionadas con la administrativización y gerencialización de la justicia 

penal a las que se arriban en estudios sobre la gestión judicial de delitos menores realizados en los 

Estados Unidos (Kohler Haussmann, 2013; 2016), son extrapolables al contexto nacional o a la 

justicia criminal en América Latina en general.  

1.2 La suspensión del proceso en la justicia criminal chilena 

La suspensión condicional del procedimiento (en adelante, suspensión del proceso) es una de las 

salidas tempranas al proceso penal contempladas en el proceso penal en Chile5 Esta se incorporó 

como parte de las innovaciones de la reforma procesal penal que tuvo lugar en Chile desde el año 

2000. Esta permite a los fiscales solicitar (después de haber formulado cargos contra una persona ante 

los tribunales en una audiencia de formalización), que se interrumpa el desarrollo del proceso penal 

en la medida que el imputado se comprometa a cumplir con una o más condiciones (previamente 

acordadas con su defensor y aprobadas por el juez) durante un período de tiempo que puede ir entre 

1 a 3 años6, sin que ello implique que el imputado deba reconocer su responsabilidad en los hechos 

investigados. 

Si durante el tiempo de supervisión se incumplen las condiciones acordadas o si se incumple la 

condición genérica de no volver a ser objeto de cargos criminales por hechos distintos, el proceso 

penal originalmente suspendido es reiniciado, lo que supone que, en caso de dar lugar a una sentencia 

condenatoria, se impondrá una pena que genera antecedentes penables accesibles al público. En caso 

contrario, transcurrido el tiempo de supervisión sin que se hayan infringido las condiciones acordadas, 

 
 

4 A diferencia de otros países de América Latina, el Ministerio Público goza de autonomía reconocida a nivel constitucional 

respecto del Poder Judicial. Por su parte, la Defensa penal gratuita es ejercida por un órgano (Defensoría Penal Pública) 

que, si bien forma parte del Poder Ejecutivo por medio del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, goza de cuenta en 

la práctica con amplios niveles de autonomía funcional y con niveles de capacidad institucional mayores a la generalidad 

de los órganos de defensa pública de otros países.  
5 Junto con los acuerdos reparatorios, constituyen lo que legalmente se define en Chile como “salidas alternativas”, concepto 

equivalente al de “salida temprana al proceso penal” 
6 Código procesal penal chileno. Artículos 237 a 240.  
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el tribunal declara el proceso penal como terminado, se retiran los cargos contra la persona imputada 

y no quedan antecedentes públicos sobre su contacto con el sistema penal. 

Si bien la ley describe algunas de las condiciones a las que puede sujetarse la suspensión del proceso 

a modo de ejemplos, permite a las partes acordar “cualquiera que considerando el caso concreto 

resulte adecuada7”. Estas condiciones (12 en total) pueden agruparse en torno a diversos fines: 

proteger a las víctimas o la sociedad (abstenerse de frecuentar lugares o personas, prohibiciones de 

usar armas, suspensión de licencia de conducir), las que buscan reparar el daño causado por el delito 

(indemnizando a las víctimas o estableciendo donaciones en favor de instituciones públicas o 

privadas); y las que buscan rehabilitar o reinsertar al infractor (someterse a tratamientos médicos, 

psicológicos o de otra naturaleza, ejercer un trabajo, oficio profesión o empleo, o asistir a un programa 

educación o de capacitación). Un último grupo de condiciones puede considerarse como instrumental 

a la supervisión de las demás condiciones (obligación de fijar domicilio; o acudir periódicamente al 

Ministerio Público a acreditar el cumplimiento de las condiciones impuestas) 

Sin embargo, no cualquier caso penal puede ser objeto de la suspensión del proceso. Su uso está 

limitado solo a casos donde se imputan delitos cuya pena probable en caso de dictarse en su contra 

una sentencia condenatoria sería igual o menor a 3 años de cárcel8 9 y en los cuales sus protagonistas 

no han sido anteriormente condenados por crímenes o simples delitos10 o no están actualmente bajo 

supervisión por tener vigente la suspensión de un proceso previo 11. Sin embargo, dado que ofrecer la 

suspensión del proceso es una facultad de los fiscales (y su uso no constituye una obligación o 

mandato), a una persona que cumple con estos requisitos podría igualmente no serle ofrecida la 

suspensión del proceso. 

 
 

7 Código procesal penal chileno. Artículos 237. Sin embargo, no se especifica para que fines debe resultar adecuada la 

obligación que se acuerda en este contexto.  
8 En el sistema penal chileno la mayoría de los delitos tienen asociadas penas de cárcel. Los registros administrativos usados 

en esta investigación permiten estimar que al menos a 274 delitos (59% del total) tienen penas iguales o menores a 3 años  
9 Algunas reformas legales promulgadas entre 2023 y 2024 en Chile han establecido que en determinados escenarios la pena 

probable pueda incluso alcanzar los 5 años de privación de libertad. Estas modificaciones no serán consideradas para efectos 

de este estudio pues su horizonte de observación comprende solo hasta el año 2022. 
10 La legislación chilena clasifica los delitos según la gravedad de la pena que tiene asociados (Código Penal, articulo 21). 

Aquellos cuya única pena es una multa, suspensión del derecho a conducir vehículos de tracción mecánica o cárcel por 

menos de 60 días son considerados solo como faltas y no como simples delitos o crímenes. Condenas previas por faltas aun 

permiten a los fiscales ofrecer la suspensión del proceso si se cumplen con los demás requisitos legales y reglamentarios. 
11 A partir de enero de 2014, el Ministerio Público mediante normativas reglamentarias internas (oficio FN 060-2014) 

prohíbe a los fiscales ofrecer la suspensión del procedimiento a personas que hubieren sido beneficiadas con ella 

previamente aun cuando hayan cumplido satisfactoriamente con las condiciones impuestas en los siguientes casos: si ha 

transcurrido menos de 2 años entre el vencimiento de su última suspensión condicional del procedimiento y la comisión de 

los hechos que actualmente se le imputan; o si ha sido beneficiado con 3 suspensiones condicionales del procedimiento sin 

importar el tiempo que hay transcurrido desde el cumplimiento de la última. 
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La incorporación de la suspensión del proceso como salida temprana al proceso penal fue definida en 

la legislación chilena12 como “una herramienta de priorización ante los grandes volúmenes de casos 

que se esperaba debiera conocer la nueva justicia penal”.  Pero también se definió como “un 

mecanismo que permita ofrecer respuestas más convenientes a los intereses de las víctimas, para 

resolver los inconvenientes sociales que generan otras clases de respuestas penales”. Finalmente, se 

plantea que la suspensión del proceso también busca “anticipar la respuesta que se daría mediante 

una pena sustitutiva, evitando la estigmatización que genera el proceso, generando condiciones que 

faciliten la reinserción social, y para evitar la generación de antecedentes penales”.  

La suspensión del proceso es una facultad discrecional entregada por la ley a los fiscales. Existen 

algunas normas legales y regulaciones administrativas internas de la fiscalía que limitan la 

discrecionalidad para otorgarla en delitos más graves (entre otros, homicidios, secuestros, delitos 

sexuales, robos violentos13) quedando la oferta de suspender el caso sujeto a la aprobación del 

superior jerárquico de los fiscales (fiscal regional).  

Por otra parte, la oferta formulada por los fiscales requiere luego ser consentida por los imputados. 

Todos los defensores penales gozan de total autonomía para recomendar a sus representados aceptar 

o no la oferta formulada por el fiscal o para negociar las condiciones o plazos ofrecidos. Esta libertad 

de acción recae incluso sobre los defensores públicos, pues, a diferencia del Ministerio Público, en la 

Defensoría Penal Pública en Chile no rigen normas de jerarquía funcionaria, lo que implica que los 

defensores regionales o el defensor nacional no pueden dar instrucciones vinculantes a los defensores 

penales para establecer restricciones en su actuar14.  

La decisión de suspender el proceso debe ser tomada en una audiencia judicial llevada a cabo ante un 

tribunal penal. El modelo de gestión de la mayoría de los tribunales penales en Chile implica organizar 

las audiencias judiciales en “bloques de audiencias”. Cada tribunal tiene diversas salas, en cada una 

de las cuales un juez conoce durante 2 a 4 horas de manera continuadas un rango de entre 10 a 30 

casos penales distintos pero que se encuentran en etapas procesales similares (audiencias iniciales, 

audiencias intermedias, audiencias de juicio). Tanto en las audiencias iniciales como en las 

 
 

12 Estos objetivos no quedaron legalmente regulados, pero si están expresados en el acto de promulgación por escrito 

(mensaje) del actual Código Procesal Penal por el cual se dio inicio al proceso de reforma a la justicia penal chilena el año 

2000. 
13 En principio la pena contemplada para estos delitos hace que su gravedad exceda la requerida para ser candidato a la 

suspensión del proceso. Sin embargo, en casos excepcionales pueden concurrir atenuantes de responsabilidad que pongan 

en un caso concreto a una persona en situación de ser candidata a la suspensión del proceso, por lo que estas normas 

contemplan que para esos casos se requiera la autorización acá referida.  
14 Ley 19.718 que crea la defensoría penal pública, articulo 7 letra d) 



21 
 

intermedias, fiscales y defensores que comparecen a ellas generalmente no tienen la titularidad sobre 

los casos sobre los que alegan, a diferencia de las audiencias de juicio, donde generalmente comparece 

el fiscal titular de la causa. A pesar de ello, deben presentar argumentos, negociar y resolver sobre 

cada uno de estos casos durante toda una mañana o tarde, administrando el escaso tiempo disponible 

entre las distintas materias que deben resolver sobre cada uno de ellos.  

Finalmente, la discrecionalidad en torno al uso de la suspensión del proceso no solo ha sido 

establecida por la ley para otorgarla, sino que también para decidir la reacción frente a situaciones de 

incumplimiento de las condiciones o cuando a una persona cuyo caso está suspendido le son 

formalizados cargos por nuevos delitos mientras está vigente el plazo de supervisión. En ambas 

situaciones, la ley entrega a los fiscales o a las víctimas el poder discrecional de solicitar al juez su 

revocación15 16.   

1.3. Diseño general de la investigación   

Esta investigación busca indagar en el funcionamiento de las salidas tempranas al proceso penal en 

Chile, considerando que estas constituyen una forma innovadora de “hacer justicia” en el contexto 

latinoamericano que amplía los componentes de justicia negociada que operan en la justicia criminal, 

creando nuevos espacios de discrecionalidad y generando nuevas prácticas no adversariales entre 

fiscales, defensores y jueces que deben juzgar casos de delitos menores. Se espera contribuir a 

comprender como están operando componentes de justicia negociada en etapas tempranas del proceso 

penal, las consecuencias que ha generado ampliar el campo de la discrecionalidad en la justicia 

criminal (especialmente si esto ha generado disparidades o sesgos que puedan explicarse por factores 

extralegales), y como podrían estarse configurado nuevos espacios de trabajo conjunto entre fiscales, 

defensores penales y jueces para tomar decisiones en torno a la suspensión del proceso. En específico, 

se busca responder a las siguientes preguntas de investigación: 

a. ¿De qué forma ha sido usada la suspensión del proceso en Chile a lo largo del tiempo? ¿En 

qué medida su uso ha permitido satisfacer los objetivos que justificaron su incorporación al 

sistema de justicia criminal? 

b. ¿Existen disparidades en el uso de la suspensión del proceso? ¿Qué factores los explican? 

 
 

15 Código procesal penal chileno. Artículo 239.  
16 Si bien esta investigación se enfocará en los poderes discrecionales para acordar la suspensión del proceso – y no en los 

poderes para revocarla - , esta regla es relevante para comprender algunos hallazgos a nivel descriptivo del capítulo 2 de 

este trabajo y algunas de las discusiones integradas con que se finaliza esta investigación. 
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c. ¿Cómo conducen los actores judiciales las audiencias donde se toma la decisión de suspender 

el proceso? ¿En qué medida se observan elementos de justicia negociada en este contexto?  

Cada una de las preguntas anteriormente enunciadas es abordada, respectivamente, en los siguientes 

tres capítulos de esta investigación. Cada uno de ellos sigue la estructura narrativa de un artículo 

académico, bajo el supuesto de que, con ajustes menores, el contenido de cada uno permitirá en el 

futuro generar una publicación en una revista académica. Si bien cada pregunta es abordada desde un 

marco teórico y metodológico especifico, las tres preguntas de investigación son abordadas mediante 

una combinación de algunas de las fuentes de información que se describen en la tabla 117: 

Tabla 1. Fuentes de información utilizadas durante la investigación doctoral 

Datos administrativos 

del Poder Judicial y el 

Ministerio Público de 

Chile 

Corresponden a dos sets de datos diferentes, cada uno con registros de casi 5 

millones de casos penales ingresados entre el 01 de enero de 2007 y el 31 

diciembre de 2019. En un poco más de 1,2 millones de casos, se usó la suspensión 

del proceso. La primera incluye un set de variables a nivel individual relacionados 

con características de los casos, los imputados y las víctimas; así como un set de 

variables relacionados con los tribunales donde se toman las decisiones. La 

segunda, incluye el detalle de la o las condiciones impuestas en cada uno de los 

casos que fueron objeto de la suspensión del proceso durante esa ventana de 

tiempo. 

 

Observaciones de 

audiencias judiciales 

Se concurrió de manera presencial o virtual a 334 audiencias judiciales (de 8 

minutos de duración en promedio cada una). De ellas, en 75 se discutió 

explícitamente algún aspecto relacionado a la suspensión del proceso. Las 

audiencias tuvieron lugar en el Centro de Justicia de Santiago, en el Juzgado de 

Garantía de San Bernardo, en el Juzgado de Garantía de Iquique y en el Juzgado 

de Garantía de Concepción18. 

Entrevistas 

semiestructuradas a 

21 actores judiciales 

Incluyen a 7 fiscales, 8 jueces de garantía y 6 defensores penales públicos que 

ejercían sus funciones en los mismos juzgados de garantía observados19.  

 

El diseño general de la investigación, y especialmente el uso de observaciones de audiencias y de 

entrevistas a actores judiciales (junto con sus respectivos instrumentos de levantamiento de 

información), fueron objetos de una revisión ética por parte del Comité de Ética de la Universidad 

Católica de Chile, siendo aprobado con fecha 10 de agosto de 2022. 

 
 

17 La descripción de los datos realizada en este apartado es general. En cada capítulo se describirán detalladamente los datos 

usados específicamente para alcanzar los objetivos planteados en cada uno de ellos.  
18 La pauta de observación utilizada puede consultarse en el anexo 1.1 de esta investigación. 
19 La pauta de entrevista y el modelo de consentimiento informado puede consultarse en los anexos 1.2 y 1.3, 

respectivamente.  
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Para el análisis de la información levantada se utilizaron estrategias de análisis, que incluyeron: 

análisis estadísticos descriptivos univariados y bivariados del uso de la suspensión del proceso por 

tipo de delito, por año de ingreso y otros variables de interés; análisis estadísticos jerárquicos usando 

un modelo multinivel de coeficientes aleatorios, para observar la relación entre un set de variables de 

control a nivel de casos y de tribunales y la decisión de usar la suspensión del proceso durante la 

primera audiencia judicial; y el uso de etnografía judicial para integrar mediante análisis inductivos 

y deductivos información levantada de las audiencias observadas con información levantada de las 

entrevistas a los actores judiciales. Cada uno de estos diseños metodológicos se detallan en los 

capítulos respectivos.  
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2.1  Resumen 

Las salidas tempranas al proceso penal fueron incorporadas hace solo algunas décadas en los sistemas 

judiciales de América Latina como parte de las reformas al proceso penal que tuvieron lugar desde 

fines de los años 90´. A pesar de la importancia que se les atribuye para reducir la carga de trabajo de 

la justicia criminal, disuadir y monitorear a infractores primerizos de delitos menores, y para ofrecer 

espacios de resolución de conflictos entre víctimas e imputados, su estudio desde enfoques empíricos 

ha sido limitada. 

Para comprender su funcionamiento y discutir si su uso permite satisfacer los objetivos atribuidos a 

la justicia criminal desde la literatura socio-legal, este capítulo describe como ha sido utilizada a lo 

largo del tiempo la suspensión del proceso en Chile. Para ello, se analizan datos administrativos del 

Poder Judicial y el Ministerio Público de Chile de casi 5 millones de casos penales ingresados entre 

2007 a 2019, junto con 21 entrevistas a actores judiciales (fiscales, jueces y defensores penales). Se 

evidencia que el uso masivo de la suspensión del proceso se ha mantenido a lo largo del tiempo, 

prevaleciendo el acuerdo de condiciones que buscan proteger a la comunidad y a las víctimas de 

delitos. Sin embargo, su potencial se ha visto limitado por la baja capacidad del Estado para 

monitorear el cumplimiento de las condiciones acordadas. Se discute como la suspensión del proceso 

ha permitido reducir costos de tiempo y económicos del proceso penal y como la necesidad de 

negociar su uso ha permitido acotar su acceso a infractores de con bajas probabilidades de reincidir. 

Se reflexiona si la contracción de su uso constatada desde 2012 puede asociarse no solo a la reducción 

del universo de imputados sin antecedentes penales que son elegibles, sino también a la pérdida de 

confianza sobre su utilidad entre los actores judiciales. 
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2.2  Introducción 

Si bien cada persona podría creer que su caso judicial debiera ser conocido en profundidad, es un 

hecho que, en la práctica, los recursos de la administración de justicia son finitos, por lo cual no 

cuenta con la capacidad para dedicar la misma cantidad de tiempo a todos los casos que debe conocer 

(Zuckerman, 1999). En materia de justicia criminal, esto tiene como consecuencia que las 

legislaciones de distintos países entreguen a las fiscales facultades para seleccionar entre los casos 

que serán llevados a juicio ante un tribunal, los que serán desestimados sin respuesta alguna, y 

aquellos donde ofrecerá en etapas tempranas o intermedias del proceso penal una respuesta distinta a 

la imposición formal de una pena y (Kaiser, 1988; Duce, 2002). Estas facultades se denominan 

genéricamente como “salidas tempranas al proceso penal”.  

Si bien su origen tuvo lugar en el Reino Unido a finales del siglo XIX (Harding y Dingwall, 1998; 

Salat, 2007), su masificación en el contexto anglosajón y europeo fue una consecuencia de la 

expansión del uso del castigo penal que tuvo lugar durante las últimas décadas del siglo XX (Jehle, 

Smit y Zila, 2008; Kohler-Haussman, 2016). Su incorporación en los sistemas de justicia criminal en 

América Latina tuvo lugar en cambio solo recién a finales del siglo XX como como parte del profundo 

movimiento de reformas al proceso penal tuvo en durante esos años en esta región del mundo (Langer, 

2015), convirtiéndose rápidamente en una de las principales respuestas de la justicia criminal ante la 

comisión de delitos menores protagonizados por infractores primerizos (González-Velázquez, 2019; 

Ministerio Público de Chile, 2025). 

La literatura de cuenta de varias motivaciones para incorporar las salidas tempranas al proceso penal 

en la justicia criminal. Su principal justificación se ha sostenido en constituir un mecanismo que 

permitiría aliviar la sobrecarga de trabajo de los actores judiciales y favorecer una gestión más 

eficiente de los recursos públicos utilizados durante el proceso penal (Duce y Riego, 2011). Sin 

embargo, su uso también se ha justificado por tratarse de una respuesta penal de baja intensidad que 

sería suficiente y proporcionada para disuadir a infractores primerizos de delitos menores (Roxin, et 

al, 1997) y reducir sus procesos de desviación secundaria al acotar el tiempo de contacto con el 

sistema penal (Baratta, 1986). Finalmente, se ha justificado su incorporación pues la supervisión del 

infractor mientras el caso se encuentra suspendido debiera permitir monitorear su comportamiento 

futuro (Kohler-Haussmann, 2018), así como ofrecer un espacio para promover la solución de 

conflictos entre el imputado y la víctima (Binder, 2013).  

A pesar de su potencial importancia para la justicia penal, este campo de investigación es bastante 

reciente en Estados Unidos (Kohler Haussmann, 2013; 2014; 2018; Natapoff, 2015; 2018) y 

prácticamente inexistente en América Latina (ver, sin embargo, Wilenmann y Aristegui, 2022). 



27 
 

Aunque autores como Ulmer (2012) sugirieron hace más de una década la necesidad de avanzar en 

la comprensión empírica del uso de las salidas tempranas al proceso penal, a la fecha la investigación 

sobre estas se ha acotado solo a revisar sus contornos normativos, el proceso de implementación de 

estas en el contexto europeo (Jehle, 2004; Jehle et al, 2006; 2008a; 2008b), la frecuencia con qué 

estas son decretadas en diferentes jurisdicciones (Choe, 2014), y su impacto en la disminución de la 

reincidencia (Agan, Doleac y Harvey, 2021; Mueller-Smith y Schnepel, 2021). En el contexto 

latinoamericano, salvo el trabajo de González-Velázquez (2019), realizado en el contexto mexicano, 

salidas tempranas como la suspensión del proceso no han sido mayormente estudiadas desde enfoques 

empíricos.  

Para avanzar en esta tarea, este capítulo describe y analiza cómo ha sido usada la principal salida 

temprana a proceso penal chileno – la suspensión del proceso - en la justicia criminal chilena durante 

las últimas décadas. Indagar sobre su funcionamiento es relevante por ser este uno de los primeros 

países en América Latina en desarrollar un modelo de justicia criminal con componentes de justicia 

negociada (Langer, 2007), llevando a cabo además una implementación que además ha sido elogiada 

y considerada como exitosa a nivel regional (Duce, 2011). En base a esta caracterización, se busca 

comprender en qué medida la incorporación de la suspensión del proceso como salida temprana al 

proceso penal satisface los supuestos que justificaron su creación y si se alinea con los objetivos 

centrales de la justicia criminal. En específico, se discute en qué medida su uso da cuenta de objetivos 

tales como controlar el delito (Packer, 1964) y el riesgo de delinquir (Feeley y Simon, 1992), resolver 

los conflictos subyacentes a la comisión de los delitos mediante la reintegración de los infractores 

(Griffith, 1970), satisfacer de las necesidades de las víctimas (Roach, 1999) y favorecer la eficiencia 

de la justicia criminal en cuanto institución burocrática del Estado ().  

2.3 Los objetivos centrales de la justicia criminal  

La justicia penal está integrada por instituciones cuyos intereses no son siempre convergentes. Por 

una parte, policías y fiscales buscan controlar la criminalidad mediante la persecución de los delitos, 

mientras que jueces y defensores tienen mayores incentivos para velar por el debido proceso (Packer, 

1964). En cambio, otros intereses como la promoción de la reintegración de las personas condenadas 

o la satisfacción de los derechos de las víctimas tienen un anclaje institucional más difuso (Roach, 

1999). Principalmente desde el campo de los estudios socio-legales se ha venido debatiendo durante 

los últimos 60 años cuáles son los objetivos centrales que persigue el sistema de justicia criminal. Su 

descripción ha sido realizada mediante una serie de marcos conceptuales o “modelos de 



28 
 

funcionamiento de la justicia criminal”20, cada uno de los cuales sistematiza las acciones que realizan 

articuladamente fiscales, policías, defensores y jueces para alcanzar un determinado objetivo dentro 

del proceso penal, reduciendo la complejidad de los procesos criminales a una descripción sintética 

de su funcionamiento con fines analíticos (Roach, 1999).  

A continuación, se describen las definiciones esenciales realizadas por cada uno de estos “modelos”, 

enfocadas en dar cuenta sobre el rol esperado de respuestas penales negociadas similares a la 

suspensión del proceso desde cada uno de ellos. 

a. La tensión entre la dictación rápida de sentencias y evitar errores en el proceso. 

La principal preocupación de la justicia criminal es la de reprimir conductas criminales mediante el 

uso del castigo, pero tomando los recaudos para disminuir al mínimo los errores que afecten los 

derechos de las personas durante el proceso penal, en particular, evitando condenar a personas 

inocentes. Así lo planteó Hébert Packer (1964) al describir el funcionamiento de la justicia criminal 

mediante el modelo dual del control del delito y el debido proceso. En él, daba cuenta como el proceso 

penal funciona bajo una permanente tensión entre dos intereses: por una parte, la celeridad en la 

dictación de las sentencias (bajo el supuesto que ello permite disuadir, incapacitar o rehabilitar a las 

personas perseguidas penalmente), y por otra parte la tramitación del proceso penal bajo reglas y 

ritualidades que limiten el riesgo de errores en el proceso de juzgamiento. 

Con miras a favorecer el control del delito mediante la celeridad en la dictación de las sentencias, la 

justicia penal funciona como una línea de ensamblaje a través de la cual los casos deben transitar por 

distintas audiencias donde los operadores judiciales realizan siempre las mismas pequeñas pero 

esenciales tareas hasta la total conclusión del caso, priorizando el uso del castigo hacia aquellas 

personas cuya condena se estima como más probable, y desechando tempranamente el resto de los 

casos. Para facilitar la rapidez con que se decide la dictación de una sentencia, la justicia penal 

incentiva mecanismos para terminar el proceso penal que no impliquen la realización de un juicio 

ante un tribunal. Esto es lo que ocurre cuando en etapas intermedias del proceso los fiscales ofrecen 

a los acusados la imposición de sentencias negociadas previo reconocimiento de su responsabilidad 

 
 

20 Es usual él uso del vocablo “modelo” en la literatura socio-legal cuando se describen como se articulan un conjunto de 

acciones en torno a la satisfacción de un objetivo relevante para la justicia penal (Hopkins, 2013). El término no es utilizado 

en su sentido estadístico (como construcción cuantitativa que busca describir un fenómeno social en términos 

probabilísticos), sino que es usado más bien en un sentido similar al que Weber (1915) atribuía a la categoría de “tipos puros 

o ideales”, esto es, estructuras conceptuales que muestran una adecuación de sentido lo más plena posible, pero que por ello 

describen un fenómeno en una forma que tiene lugar de manera poco frecuente en la realidad social.  
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(plea guilty), y cuando en etapas tempranas del proceso fiscales y defensores acuerdan el uso de 

salidas tempranas al proceso penal (pre-trial diversión).  

Sin embargo, el proceso penal también debe operar bajo un conjunto de estándares denominados 

como debido proceso, cuyo contenido si bien es un asunto desarrollado principalmente desde 

disciplinas normativas21, tiene como supuesto general la promoción de controles formales que 

permitan que la imposición de una sentencia y de otras decisiones durante el proceso sea consecuencia 

de la deliberación informada y conjunta de los actores judiciales realizada en instancias regladas, y 

no solo de la convicción de policías y fiscales que empujan la persecución penal. Para Packer (1964), 

los estándares del debido proceso existen para minimizar la posibilidad de castigar erróneamente a 

personas durante el proceso penal, para lo cual se disponen de una serie de acciones, formalidades o 

ritualidades dispuestas para que la justicia penal funcione como una pista de obstáculos. Para ello, el 

proceso penal genera actos de control que aspiran a mejorar la calidad de las decisiones que toman 

los actores judiciales, generando resguardos que minimicen la afectación injustificada de los derechos 

de las personas durante el proceso penal.  

b. La gestión del riesgo de delinquir  

A partir de los años 80 la introducción en la justicia penal de mecanismos de gestión pública 

impulsados por el enfoque del new public management, no solo tuvieron consecuencias en la 

administración de los tribunales, sino que también en la gestión sustantiva del castigo. Bajo la 

denominación de la nueva penología (Feeley, 1992), se comienza a describir como el objetivo central 

de la justicia criminal deja de ser el de imponer sentencias, y pasa a ser el de anticipar, controlar y 

gestionar el riesgo de delinquir, contexto en el cual comienza a cobrar más importancia identificar, 

clasificar y gestionar grupos de infractores considerados peligrosos, incluso si no se ha determinado 

su responsabilidad individual ante un tribunal (Brandariz, 2016; González, 2018). 

Esta búsqueda por gestionar el riesgo de delinquir ha hecho que policías y fiscales ha sido relevada 

al describir el funcionamiento de la justicia criminal mediante el modelo de gerencialismo penal 

(managerialism). Entre las diversas prácticas gerenciales que se describen en el marco del uso de 

mecanismos de justicia negociada para delitos menores en Estados Unidos, las salidas tempranas al 

proceso penal se han vinculado por ejemplo al “marcaje de personas”, permitiendo monitorear su 

comportamiento en el tiempo, y vigilando si durante el periodo de suspensión si las personas 

 
 

21 En el contexto del derecho latinoamericano, el tema ha sido desarrollado extensamente por Carbonell y Letelier (2020) 
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favorecidas con ella pueden volver a gobernarse en sus interacciones en la vida social, así como 

también a su uso para generar antecedentes penales temporales (Kohler-Haussmann, 2018). 

c. La reintegración de los infractores y el apoyo a las víctimas como formas de resolución 

de los conflictos subyacentes al delito 

La resolución de los conflictos generados por los delitos es impulsada desde al proceso penal en dos 

instancias: al promover la reintegración social de los infractores y al satisfacer los intereses o 

necesidades de las víctimas. La reintegración social de los infractores ha sido fundamentada por 

cuanto del mismo modo como las familias y las escuelas evitan imponer sanciones que generen 

estigma en quienes han realizado comportamientos desviados como parte de estas instituciones 

sociales, el castigo penal debe exteriorizar un reproche hacia quien comete un delito, pero sin generar 

un quiebre del vínculo de esa persona con la sociedad (Braithwaite, 1989). Bajo esa premisa, la 

descripción del modelo familiar o médico de la justicia penal da cuenta de cómo mediante la 

imposición de castigos alternativos al encarcelamiento se busca por distintos mecanismos evitar que 

el infractor rompa sus vínculos con la sociedad o reparar aquellos que previamente han sido dañados 

(Griffith, 1970). Para ello, se establecen mecanismos que permiten operadores judiciales a identificar 

casos donde parece apropiado usar penas o sanciones penales que permitan satisfacer necesidades 

sociales del infractor que favorezcan su inclusión en la sociedad vinculando a los infractores con 

agencias del Estado donde puedan recibir servicios sociales (King, 1981) 

La satisfacción de los intereses o necesidades de las víctimas es, en cambio, una preocupación más 

reciente de la justicia penal a nivel mundial. Fue en el marco de las reformas a la justicia penal que 

tuvieron lugar en Europa y Estados Unidos durante los años 80´ con miras a disminuir el estatuto de 

garantías de las personas imputadas por considerarlos contrarios al interés de las víctimas (Dubber, 

2001) que se comenzó a describir el funcionamiento de la justicia criminal mediante el modelo 

punitivo de derechos de las víctimas, sistematizando distintos mecanismos que otorgaban a las 

víctimas espacios para impulsar la persecución penal como un actor más dentro del proceso, limitando 

el uso de sentencias negociadas y salidas tempranas previas al juicio por parte de los fiscales, cuando 

consideran que estas afectan su interés de castigar a los infractores (Roach, 1999). Posteriormente, se 

fue instalando en la justicia penal la idea de que el proceso puede ser también un espacio para 

favorecer la reparación del daño sufrido por la víctima y la satisfacción sus derechos. Ello dio lugar 

a describir el funcionamiento de la justicia criminal mediante el modelo no punitivo de derechos de 

las víctimas, que a diferencia del modelo anterior vincula los derechos de las víctimas no con idea de 

hacer primar sus intereses sobre el de los infractores, sino que más bien con la aspiración de satisfacer 

necesidades (lo que no necesaria es incompatible con también satisfacer las necesidades de los 



31 
 

infractores). En ese marco, se resalta el uso de las salidas tempranas al proceso penal como 

mecanismos que permiten gestionar medidas de protección hacia las víctimas para evitar su 

revictimización o restaurar la situación de bienestar alterada por el delito (Roach, 1999).  

d. La organización burocrática de la justicia criminal. 

Finalmente, considerando que el proceso penal es llevado a cabo mayormente desde instituciones del 

Estado, se espera que este no solo satisfaga objetivos sustantivos relacionados con el juzgamiento de 

los delitos, sino también que sus respuestas cumplan con ciertos estándares formal propios de toda 

organización estatal.  

Así, el funcionamiento de la justicia penal desde el modelo burocrático ha sido descrita desde dos 

grandes perspectivas. Primero, relevando como las instituciones del Estado que participan del proceso 

penal deben generar mecanismos de gestión para que su trato sea neutral y sus decisiones estén libres 

de sesgos con miras a satisfacer la idea de igualdad ante la ley. De esta manera los esfuerzos realizados 

por estandarizar las distintas audiencias y actuaciones judiciales es un elemento favorecido no solo 

nivel legal por las reglas del proceso penal, sino que también a nivel operativo por medio de las 

estrategias de manejo de casos y de audiencias que adopta cada actor judicial (Fuentes, García y Silva, 

2020).  

En segundo lugar, desde una perspectiva burocrática se ha problematizado sobre el rol que la 

eficiencia debe tomar en la tramitación de los casos judiciales. Por una parte, se ha descrito que el 

foco excesivo en la eficiencia de los procesos judiciales estaría dando lugar a una burocratización de 

la justicia criminal (King, 1981) donde se considera más importante la celeridad del proceso penal 

que el cumplir con objetivos más sustantivos de la justicia criminal. Sin embargo nociones más 

contemporáneas del rol de la eficiencia en los procesos judiciales parten del supuesto de que  

promover la rapidez y la reducción de costos en el proceso penal no es un fin en sí mismo, sino que 

la eficiencia es un instrumento de maximización de otros fines y valores que el sistema judicial aspira 

alcanzar (Cadiet, 2012), ideas que encuentran sustento empírico en la evidencia que muestra la 

eficiencia se correlaciona con la eficacia en el campo general de la gestión de proyectos (Serrador y 

Turner, 2014). En este sentido el uso eficiente de los recursos judiciales seria entendida como un 

instrumento para asegurar una medida de justicia para cada persona justiciable (Taruffo, 2009). 

2.4 Marco metodológico 

Este capítulo busca describir ha sido utilizada la suspensión del proceso a lo largo del tiempo, para 

luego discutir en qué medida su uso ha permitido alcanzar los objetivos atribuidos por la literatura a 

la justicia criminal. Para ello se utiliza una metodología de carácter mixto, que integra análisis 
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cuantitativos y cualitativos con miras a combinar la capacidad de generalización de los primeros con 

la capacidad de explicar con mayor profundidad el desarrollo de los procesos sociales que analiza 

propio de los segundos (Tashakkori y Teddlie, 2010). De esta forma, se complementa el análisis 

descriptivo de datos administrativos con la realización de entrevistas semiestructuradas.  

a. Datos y muestra analítica 

Los datos administrativos utilizados corresponden a dos bases de datos diferentes.  

En primer lugar, se usan registros del Poder Judicial correspondientes a 4.904.954 investigaciones 

penales (RIT22) tramitadas en todos los tribunales de garantía del país entre el 01 de enero de 2007 y 

el 31 de diciembre de 201923. Sin embargo, la muestra analítica final, y que constituye la unidad de 

análisis usada en gran parte de este capítulo (salvo, para analizar el contenido de las condiciones 

decretadas al suspender el proceso) corresponden a 5.372.983 casos (personas anidadas en 

investigaciones penales). Para efectos de este análisis se contabiliza como un caso, el registro de una 

persona determinada que es formalizada en el contexto de una investigación penal por uno o más 

cargos ante un tribunal de garantía. Por ello, el número de casos es superior al número de 

investigaciones, ya que en el contexto de una misma investigación es posible atribuir responsabilidad 

penal a varias personas diferentes. Por ende, una investigación tendrá tantos casos como personas 

formalizadas (sujetas a cargos criminales) existan en ella, sin importar el número de delitos que se 

atribuya a cada una de ellas.   

Del universo de casos analizados, 1.201.404 casos (22,4% del universo total de casos) corresponden 

a casos donde se acordó el uso de la suspensión del proceso. En 1.174.128 de ellos (21,9% del 

universo total) el caso es finalmente cerrado por haberse cumplido formalmente con las condiciones 

impuestas.  

La decisión de analizar casos (y no investigaciones, delitos, ni personas), se justifica por las siguientes 

razones. Primero, porque dentro de una misma investigación pueden ser perseguidas penalmente 2 o 

más personas, generándose dos casos, siendo posible terminar uno de ellos usando la suspensión del 

 
 

22 El RIT es la sigla de “Rol Interno del Tribunal”, y corresponde al identificador usado por el Poder Judicial para 

individualizar una investigación penal. Cada investigación puede contener a 1 o más personas a las que se atribuyen 1 o más 

cargos diferentes. 
23 Si bien la base de datos registra ingresos al Poder Judicial hasta el 31 de diciembre de 2022, solo se usaron registros de 

casos ingresados hasta el 31 de diciembre de 2019. Los casos ingresados durante 2020 y 2021, fueron excluidos del análisis, 

ya que durante ese período de tiempo se produjo en Chile un shock de ingresos por la persecución de delitos relacionados 

con infracciones a las restricciones de movilidad por pandemia, el que alcanza casi al 20% del total de ingresos de esos años 

(anuario estadístico del Ministerio Público, 2020; 2021). Los casos ingresados durante 2022 también fueron excluidos del 

análisis para conservar una serie de datos consecutivas en el tiempo (2007 a 2019).  Sin embargo, los datos igualmente 

permiten ver el movimiento de todos los casos hasta el 31 de diciembre de 2022 
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proceso, pero el otro mediante un mecanismo judicial diferente (por ejemplo, una pena de cárcel). 

Por este motivo, se generaron diferentes identificadores para una misma investigación (RIT) cuando 

en el fueron imputados 2 o más personas diferentes. Por el contrario, cuando es una misma persona 

la que es imputada por dos o más delitos dentro de una misma investigación, esto fue tratado como 

un solo caso, generándose en esta situación un registro único solo para el delito más grave imputado24. 

En cambio, cuando una misma persona aparece relacionada a dos investigaciones diferentes, esto si 

da lugar a la identificación de dos casos diferentes.  

Excepcionalmente, en el apartado destinado a analizar el contenido de las condiciones acordadas para 

decretar la suspensión del proceso, se utilizan registros administrativos del Ministerio Público de 

casos penales ingresados entre los años 2007 a 201925. La unidad de análisis usada para levantar estos 

datos también fueron los casos (y no las investigaciones ni las personas, por las mismas razones 

señaladas en el párrafo previo). En esta base de datos se analizaron 1.124.904 casos suspendidos, 

cada uno de los cuales está asociado a un tipo de delito especifico y una o varias condiciones 

impuestas. 

b. Variables analizadas 

Las variables analizadas cuyo origen son los datos administrativos del Poder Judicial pueden 

agruparse en los siguientes grupos.26 

i. Uso de la suspensión del proceso. La variable dicotómica caso suspendido permite distinguir 

aquellos casos terminados mediante una salida distinta a la suspensión del proceso (=0), de aquellos 

terminados mediante la suspensión del proceso (=1). La variable dicotómica acuerdo en primera 

audiencia permite distinguir en el subconjunto de casos suspendidos en los cuales el acuerdo se logró 

en la primera audiencia judicial (=1) de aquellos donde se alcanzó en instancias más tardías del 

proceso penal (=0). La variable dicotómica suspensiones revocadas permite distinguir aquellos casos 

 
 

24 Esta última decisión se justifica por cuando normativamente (artículo 237 letra a) Código Procesal Penal Chileno) la 

decisión de suspender el proceso no debe hacerse de manera individual para cada delito imputado, sino que de manera global 

respecto de cada persona perseguida penalmente por un determinado caso judicial y porque la admisibilidad del uso de la 

suspensión del proceso en Chile está legalmente condicionada por la severidad de la pena esperada si el caso fuera llevado 

a juicio oral, siendo el número de delitos por el cual se formalizan cargos a una persona un factor que puede hacerla 

incrementar, si bien no es un sentido lineal, si mediante reglas de acumulación formal de la duración de las sanciones 

(artículo 75 del Código Penal). 
25 Se tuvo que recurrir a esta fuente de información pues los registros del Poder Judicial no levantan información sobre el 

contenido de las condiciones acordadas. Dado que ambas bases de datos registran los casos con identificadores diferentes 

y que el sistema de anonimización de las personas imputadas es diferente, no fue posible asociar los registros de ambas 

fuentes de información, por lo que tuvieron que analizarse de manera separada. 
26 Estadísticas descriptivas reportadas en Anexo. 1.1 
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terminados mediante la suspensión del proceso (=0) de aquellos casos donde se decretó alguna vez la 

suspensión del proceso, pero luego esta fue revocada por alguna causal de incumplimiento (=1). La  

ii. Características de los casos (general).  Año de ingreso corresponde a una variable categórica 

que distingue el año (2007 a 2019) en que se realiza la primera acción del caso ante los tribunales de 

garantía. Categorías de delito, corresponde a una variable categórica nominal que contiene los 467 

tipos específicos de delitos por los cuales fueron perseguidas penalmente personas entre los años 2007 

a 2019. Para fines analíticos estos fueron reagrupados en 8 categorías de delitos: delitos contra la 

propiedad, lesiones y amenazas, delitos de tránsito, daños y desórdenes públicos, fraudes, violencia 

sexual, porte de armas y otros delitos27. Finalmente, la variable dicotómica imputado con contactos 

previos, distingue dentro de cada caso los imputados que toman contacto por primera vez con la 

justicia penal (=0) de los que tenían contactos previos (=1).  

La tabla 2.1 describe las variables analizadas a partir de los datos administrativos del Poder Judicial 

Tabla 2.1. Estadística descriptiva de los datos administrativos del Poder Judicial utilizados en la 

investigación 

Variable % % de datos perdidos  N 

Uso de la suspensión del proceso 

Decisión del caso (suspendido=1) 21,9% 0,0%  1.201.404 

Caso suspendido en primera audiencia 

(si=1) 

9,0% 0,0% 494.788 

Suspensiones revocadas 0,01 0,0% 27.276 

 

 
 

27 Bajo el supuesto de que la suspensión del proceso tiene entre sus objetivos la descongestión del proceso penal, se ha 

buscado realizar análisis focalizados sobre su uso en torno a categorías de delitos que agrupen los tipos de delitos específicos 

con mayor prevalencia en el sistema de justicia criminal chileno. Para ello, la construcción de estas categorías fue realizada, 

siguiendo las recomendaciones de la UNODC (2015) para la clasificación de delitos con fines estadísticos, en base a los 

siguientes criterios generales. 

i.   El 54,3% de las causas registradas se concentra en solo 10 tipos de delitos específicos (lesiones menos graves, hurto 

falta, lesiones leves, hurto simple de menos de media UTM, amenazas simples, conducción en estado de ebriedad sin daños 

o con daños, receptación, daños simples, porte de arma cortante o punzante, desórdenes públicos). En torno a ellos se 

construyeron las primeras 5 categorías de análisis: delitos contra la propiedad; lesiones y amenazas; delitos de tránsito; 

daños y desórdenes públicos; porte de armas. 

ii.   Se agregaron a estas 5 categorías iniciales solo aquellos tipos de delitos específicos cuya frecuencia fuera superior a 

10.000 casos en los registros administrativos revisados. Esto permitió agrupar 32 tipos de delitos específicos a estas 5 

categorías iniciales 

iii.   Se generaron 2 categorías adicionales (fraudes y violencia sexual) considerando que entre aquellos tipos de delitos 

específicos con frecuencia superior a 10.000 casos registrados, se encontraron 7 que quedan en la primera categoría y 6 en 

la segunda 

iv.   En base a los criterios anteriores, se consiguió dar densidad a 7 categorías de delitos que agrupan un total de 45 tipos 

de delitos específicos, que representan el 78,34% del total de los casos ingresados al sistema de justicia criminal chileno 

entre 2007 a 2022.  

v.   Los demás tipos de delitos específicos (N=422) fueron agrupados en la categoría “otros delitos”, completando así las 8 

categorías analíticas usadas en este capítulo. 

Más detalles sobre el contenido desagregado de cada categoría, se especifica en el anexo 2.1 
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Características generales de los casos 

Año de ingreso    

2007 6,0% 0,0% 323.191 

2008 7,6% 0,0% 406.800 

2009 7,9% 0,0% 425.854 

2010 7,8% 0,0% 421.134 

2011 8,8% 0,0% 478.127 

2012 8,8% 0,0% 473.840 

2013 8,2% 0,0% 441.799 

2014 8,0% 0,0% 431.137 

2015 7,7% 0,0% 414.752 

2016 7,4% 0,0% 399.318 

2017 7,3% 0,0% 391.197 

2018 7,2% 0,0% 386.034 

2019 7,1% 0,0% 379.800 

Categorías de delitos      

Propiedad 27,4% 0,0% 1.469.773 

Lesiones y amenazas 28,1% 0,0% 1.507.903 

Tránsito 8,4% 0,0% 453.087 

Daños y desórdenes públicos 4,2% 0,0% 221.134 

Fraudes 2,3% 0,0% 122.846 

Delitos sexuales 1,0% 0,0% 54.297 

Porte de armas 2,7% 0,0% 145.566 

Otros delitos 26,0% 0,0% 1.398.377 

Imputado con contactos previos28 55,7% 0,0%  2.991.231 

Fuente: Elaboración propia en base a Poder Judicial (2007; 2019) (N=5.372.983 casos) 

Por otra parte, las variables analizadas cuyo origen son los datos administrativos del Ministerio 

Público29 son las siguientes:  

i)  Tipos de delitos suspendidos. Corresponde a una variable categórica nominal construida de 

la misma forma que la variable “categorías de delito” usada para analizar los datos administrativos 

del Poder Judicial30 

ii)  Tipos de condiciones. La variable nominal condiciones desagregadas distingue los 13 tipos 

de condiciones usadas para suspender el proceso; la variable nominal condiciones agregadas en 

cambio que agrupa los 13 tipos de condiciones anteriores en 5 categorías según el objetivo perseguido 

por cada tipo de condición: protección, reparación, tratamiento, educación/trabajo y control, 

permitiendo saber la frecuencia con que se usa cada categoría de condición en el universo total de 

condiciones utilizadas; Finalmente el tipo de condición por caso corresponde a una set de 5 variables 

 
 

28 Esta variable esta incorporada en la base de datos original. Fue construida identificando dentro de la base de 

datos del Poder Judicial si el código que identifica a la persona imputada en un caso estaba registrado o no en 

casos previos. 
29 El análisis a nivel descriptivo de estas variables se realiza en el anexo 2.2 de este documento. 
30 Se aprovechó que ambos registros han homologado el sistema de codificación de la variable “tipo de delito”. 
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dicotómicas y que permite saber si para cada caso, se ha usado al menos 1 condición de cada categoría 

(1=se ha usado esa clase de condición). 

La tabla 2.2 describe las variables analizadas a partir de los datos administrativos del Ministerio 

Público. 

Tabla 2.2. Estadística descriptiva de los datos administrativos del Ministerio Público utilizados en la 

investigación 

Variable % 
% de datos 

perdidos  
N 

Categorías de delitos    

Propiedad 27,4% 0,0% 308.224 

Lesiones y amenazas 30,1% 0,0% 338.596 

Tránsito 7,4% 0,0% 83.243 

Daños y desórdenes públicos 3,2% 0,0% 35.997 

Fraudes 2,8% 0,0% 31.497 

Delitos sexuales 1,5% 0,0% 16.874 

Porte de armas 1,7% 0,0% 19.123 

Otros delitos 25,9% 0,0% 291.350 

Condiciones (% de casos con al menos 1 condición)     

Fijar domicilio 86,4% 0,0% 971.917 

Firma periódica en la fiscalía 16,6% 0,0% 186.734 

Abstenerse de frecuentas lugares o personas 30,4% 0,0% 341.971 

Prohibición de acercarse a un lugar o persona (VIF31) 17,1% 0,0% 192.359 

Residir o abandonar un domicilio determinado 0,5% 0,0% 5.625 

Tratamiento (VIF) 9,7% 0,0% 109.116 

Tratamiento 2,4% 0,0% 26.998 

Suspensión de licencia (Ley de tránsito32) 8,6% 0,0% 96.742 

Completar la educación o conseguir un trabajo 3,3% 0,0% 37.122 

Indemnización 8,4% 0,0% 94.492 

Abandonar el hogar común con el ofensor (VIF) 6,3% 0,0% 70.869 

Prohibición de porte de armas (VIF) 5,3% 0,0% 59.620 

Fuente: Ministério Público (2007; 2019) (N=1.124.904 casos suspendidos) 

c. Actores judiciales entrevistados 

Por otra parte, se analizó la información recogida de 21 entrevistas a actores judiciales (7 fiscales, 8 

defensores penales y 6 jueces), lo que permite alcanzar saturación teórica a nivel general (Hennik et 

al, 2017; Namey et al., 2016; Guest y Johnson, 2006).33 Con miras a incluir la mirada de distintos 

tribunales a lo largo del país, se procuró levantar entrevistas de actores judiciales que se desempeñan 

en diversos juzgados de garantía (Santiago, San Bernardo, Iquique y Concepción), procurar una 

proporción similar de hombres y de mujeres. La selección de las personas entrevistadas fue realizada 

 
 

31 Sigla “VIF” refiere a que la condición solo puede ser impuesta para casos de violencia de género 
32 Sigla “Ley de tránsito”, refiere a que la condición solo puede ser impuesta para delitos de la ley de tránsito. 
33 El estándar mayormente aceptado actualmente en la literatura sobre métodos de investigación cualitativa plantea que la 

saturación teórica puede ser alcanzada al entrevistar entre 6 a 12 actores respecto de una categoría de análisis determinada. 
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bajo el criterio de “casos particularmente típicos” (Flick, 2007). Ello supuso contactar a fiscales, 

jueces y defensores penales cuyo desempeño previamente era observado en audiencias judiciales 

donde se debatían materias vinculadas a la suspensión condicional del proceso, los que finalmente 

eran contactados y entrevistados en los días o semanas posteriores a ese evento, lo que permitió 

estructurar la entrevista de manera situada en la experiencia previamente recogida por el 

entrevistados.  

El siguiente cuadro caracteriza en base a la información más relevante las entrevistas realizadas. 

Tabla 2.3: entrevistas analizadas por actor, territorio y tribunal 

JUZGADO DE GARANTÍA / ACTOR Fiscal (N=7) Juez (N=8) Defensor(N=6)34 

Juzgado 1. Iquique 2 2 1 

Juzgado 2. RM. Santiago 2 2 1 

Juzgado 3. RM. San Bernardo 1 2 2 

Juzgado 4. Concepción. 2 2 2 

TOTAL  21 entrevistas 

Para garantizar el consentimiento libre de los participantes, se les remitió al momento de ser 

contactadas por vía de correo electrónico un formulario digital que explicaba los objetivos de la 

investigación, las dimensiones temáticas de la entrevista, los fines para los cuales seria usada la 

información levantada y los resguardos que serían tomados para garantizar el anonimato de las fuentes 

de información. Cada entrevista tuvo una duración aproximada de 1 hora y 12 minutos y fueron 

realizadas tanto de manera presencial (N=10) como de manera telemática en aquellos casos donde 

por motivos geográficos o de agenda de los entrevistados no fue posible coordinar una entrevista 

presencial (N=11). 

d. Estrategia de análisis 

Para describir el uso de la suspensión del proceso en Chile se utilizaron principalmente análisis 

estadísticos descriptivos, incluyendo análisis univariados y bivariados por tiempo y región. Los datos 

analizados corresponden a las cohortes de casos ingresados entre los años 2007 y 2019, y que se 

encontraban terminados al 31 de diciembre de 2022. La información estadística fue triangulada con 

información levantada cualitativamente de los actores judiciales entrevistados. Esta última fue 

analizada temáticamente en torno a cada uno de los temas en torno a los cuales se estructura este 

capítulo. 

 

 
 

34 En el juzgado de San Bernardo, los defensores entrevistados correspondían a la Defensoría regional Sur. 
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2.5 Resultados 

a. El uso de la suspensión del proceso como salida temprana del proceso penal en Chile 

i. La suspensión del proceso: una respuesta masiva de la justicia criminal. 

La suspensión del proceso ha sido la respuesta penal más usada por la justicia criminal para poner 

término al proceso penal en Chile. Del total de casos analizados y que ingresaron entre el 01 de enero 

de 2007 y el 31 de diciembre de 2019 (N=5.372.983), el 21,9% de ellos (N=1.174.814) corresponden 

a casos cuyo motivo de término fue la suspensión del proceso (Figura 2.1-Panel A).  Esto permite 

estimar que para finales de 2022 aproximadamente un 5,2% de la población chilena35 había sido 

objeto de la suspensión de un proceso penal iniciado en su contra (Figura 2.1-Panel B).  

Figura 2.1. Tipo de término de casos penales: distribución y prevalencia en la población  

 

Fuente: elaboración propia en base a Poder Judicial (2007; 2019) (N=5.372.983 casos judicializados) 

A lo largo del tiempo, la suspensión del proceso se ha mantenido como una de las respuestas penales 

más usadas para dar término al proceso penal. Sin embargo, la frecuencia con que es utilizada 

comienza a disminuir más sustantivamente como respuesta a los casos ingresados desde 2014 en 

 
 

35 Entre 2007 a 2019, se les atribuyo participación en un delito ante los tribunales de justicia chilenos a 2.381.752 personas 

diferentes, las que representan alrededor del 12% de las 19.828.563 personas que conformaban la población de Chile para 

2022 (Instituto Nacional de estadísticas, 2022). En el mismo periodo de tiempo 1.033.979 personas (es decir, el 5,2% de la 

población) fueron beneficiados con la suspensión del proceso y completaron satisfactoriamente el periodo de supervisión, 

respecto de al menos 1 de los cargos formulados. Por ende, casi la mitad de las personas que ha tomado contacto alguna vez 

con la justicia penal ha sido objeto de la suspensión del proceso. 
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adelante.  Como puede apreciarse en la Figura 2.2 desde ese momento en adelante la disminución del 

uso de la suspensión del proceso persiste en el tiempo mientras que coetáneamente se hacen más 

prevalentes los casos que son descartados sin ninguna respuesta formal (tales como los 

sobreseimientos y las decisiones de no perseverar). De esta forma, para los casos ingresados en 2019, 

la suspensión del proceso (19,5%) comenzó a compartir su protagonismo con el sobreseimiento36 de 

los casos (19,8%) como las principales formas de término de casos en la justicia penal chilena. 

Figura 2.2. Causales de término de casos penales judicializados. Cohortes 2007 a 201937 

 

Fuente: Elaboración propia en base a Poder Judicial (2007; 2019) (N=5.372.983 casos judicializados) 

Los fiscales y jueces entrevistados asocian la contracción del uso de la suspensión del proceso tanto 

a cambios en el contexto político criminal, tales como el aumento de penas impulsados por reformas 

legales como la reforma a la ley del tránsito de 2012 o la ley de agenda corta anti delincuencia de 

2016 como a cambios institucionales, tales como el cambio de sistema de pago de los defensores 

licitados implementado por la defensoría penal pública en 2016 que cambió el pago basado en el 

cierre de los casos a un pago asociado a la calidad de la defensa, al que se atribuye haber disminuido 

 
 

36 El sobreseimiento en la justicia penal chilena es sinónimo de “descarte”. Sin embargo, el que reflejan estos datos es 

específicamente el regulado en el artículo 250 del Código Procesal Penal, y tiene lugar por razones diversas tales como que 

se acredite durante la investigación penal la inexistencia del delito o la inocencia del imputado, que los hechos no puedan 

ser legalmente perseguidos por el paso del tiempo (prescripción), que hubieren sido juzgados previamente por otro tribunal, 

entre otras causales de descarte. 
37 La categoría de “casos desechados”, equivale a la de “dismisal” de la literatura anglosajona. Incluye casos terminados 

por sobreseimiento definitivo (artículo 250 del Código Procesal Penal) y por la decisión de no perseverar en el 

procedimiento. Para facilitar la visualización de los datos se excluyeron las siguientes formas de término: procedimiento 

monitorio; prescripción de la pena; sanciones RPA. Para ninguno de las cohortes observadas esta forma de término 

representa más del 6,2% del total de términos. 

19,9% 18,8% 14,8% 13,5% 15,3% 15,6% 11,3% 9,9% 8,5% 8,7% 8,7% 9,9% 10,3%

3,3% 3,1%
3,1% 3,5% 4,1% 4,6%

4,8% 5,0% 5,2% 5,5% 5,6% 6,4% 5,9%

22,7% 22,1%
22,5% 22,9%

24,5% 23,8%
22,7% 21,5% 20,8% 20,5% 20,5% 19,3% 19,5%

14,0% 15,0% 16,9% 17,4%
15,1% 14,7%

17,5% 17,6% 19,7% 19,2% 19,4% 19,4% 19,8%

5,2% 6,1% 6,6% 6,6% 6,9% 7,6% 7,8% 8,2% 8,4% 8,9% 9,3% 10,3% 10,5%

16,4% 16,5% 16,4% 15,4% 13,8% 12,7% 12,8% 13,5% 13,1% 12,8% 12,3% 11,5% 10,2%

14,1% 13,3% 14,1% 14,7% 14,6% 14,9% 15,5% 15,9% 15,8% 15,8% 15,8% 15,9% 15,5%

0,7% 0,7% 0,8% 1,0% 1,1% 1,5% 1,9% 2,4% 2,9% 3,7% 4,1% 3,8% 3,6%

0%

10%

20%

30%

40%

50%

60%

70%

80%

90%

100%

2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 2017 2018 2019
Principio de oportunidad Acuerdo reparatorio Suspension del proceso Sobreseimiento (descartados)

No perseverar (descartados) Condena (carcel) Condena (sustutiva o multa) Sentencia absolutoria



40 
 

los incentivos a aceptar rápidamente el cierre de los casos. Si bien los defensores comparten esta 

última idea, atribuyen también la contracción de la suspensión del proceso a una menor disposición 

de los fiscales a ofrecerlas producto de la presión de la opinión pública y los medios de comunicación, 

que los puede llevar a ser objeto de reproche público si los infractores suspendidos son sorprendidos 

nuevamente cometiendo delitos. Un defensor penal lo explica en los siguientes términos. 

"¿Por qué ya no me ofrecen la suspensión de un delito en que “alcanza la pena”? No tiene 

sentido, ¿eh? Yo creo que los fiscales prefieren cubrirse las espaldas y les da miedo suspender 

un caso y que luego el sujeto vuelva a quebrantar. Y también los fiscales ven los matinales, leen 

los diarios. Entonces creo que esas cosas han estado influenciando, cerrando un poco el paso.” 

 

Defensor penal 04, hombre. San Bernardo 

La explicación ofrecida por los fiscales es diversa. Si bien reconocen que la presión social y mediática 

puede inhibirlos de ofrecer la suspensión del proceso, especialmente en casos de violencia de género 

y de delitos sexuales en los cuales hay mayor presión de las víctimas, dan mayor preponderancia a la 

presión de sus propias jefaturas internas, quienes por vía reglamentaria han ido limitando los 

escenarios en que se puede ofrecer la suspensión del proceso.  

De manera transversal, también existe en los actores judiciales la percepción de que la disminución 

en las ofertas para suspender el proceso es consecuencia del cada vez menor número de personas 

elegibles, considerando que cada vez un mayor número de imputados tiene condenas anteriores. 

Como muestra la tabla 2.2, está la percepción de los fiscales es efectiva, considerando que el universo 

de personas que son elegibles para la suspensión del proceso por no tener condenas previas se fue 

reduciendo año a año, al menos hasta 2017, de manera similar en todas las macrozonas del país (salvo 

la macrozona norte, donde el porcentaje de casos con personas sin condenas previas es ligeramente 

inferior a lo largo del tiempo) 

Tabla 2.4: Prevalencia casos con personas sin condenas previas a nivel nacional y por macrozonas. 

Cohortes 2007 a 2019 
 

2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 2017 2018 2019 

Nacional 77,1% 70,5% 65,6% 62,8% 62,2% 59,5% 57,2% 54,7% 53,8% 53,6% 52,6% 53,1% 56,0% 

Norte 73,8% 65,8% 58,8% 56,5% 54,3% 50,2% 50,7% 48,6% 48,9% 49,2% 49,3% 50,6% 52,1% 

Centro 79,6% 73,3% 68,1% 65,3% 63,8% 61,2% 58,5% 56,0% 54,4% 54,3% 53,2% 54,1% 56,0% 

Sur 79,8% 72,5% 67,6% 65,7% 66,0% 63,6% 60,1% 57,3% 56,1% 55,7% 54,3% 53,7% 55,6% 

Región 

Metropolitana 

74,9% 68,8% 64,6% 61,4% 61,3% 58,9% 56,5% 53,9% 53,5% 53,1% 52,1% 53,1% 56,7% 

Fuente: Elaboración propia en base a Poder Judicial (2007; 2019) (N=5.372.983 casos 

judicializados)38 

 
 

38 El dato proviene de la variable contactos previos, la que fue construida identificando dentro de la base de datos del Poder 

Judicial si el código que identifica a la persona imputada en un caso estaba registrado o no en casos previos 
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Al menos en cuanto a los antecedentes penales la disminución en la tabla 2 se observa para todas las 

regiones del país, a pesar de que esto podría explicarse también por diferencias en los tipos de delitos. 

ii. Diferencias territoriales en el uso de la suspensión del proceso 

Tampoco existe homogeneidad en el uso de la suspensión del proceso a nivel territorial. Como 

muestra la figura 2.3, durante toda la serie de tiempo observada el término de los casos por la 

suspensión del proceso es mayor en los tribunales de la Región Metropolitana (22,5% para los casos 

ingresados en 2019) mientras que desde 2009 en adelante en las regiones de la zona norte del país su 

uso es menos prevalente que en el resto del país (17,4% para los casos ingresados en 2019).   

Figura 2.3. Casos suspendidos por macrozonas. Cohortes 2007 a 2019  

 

Fuente: Elaboración propia en base a Poder Judicial (2007; 2019) (N=1.201.404 casos suspendidos) 

Uno de los elementos que podría explicar esta falta de homogeneidad en la zona norte del país es 

precisamente que el universo de personas sin condenas previas (y por tanto, elegibles para la 

suspensión del proceso) es menor en esa macrozona del país, tal como se evidenció en la tabla 2 

previa). Sin embargo, los fiscales y defensores entrevistados (muchos de los cuales han ejercido su 

rol en diversas regiones del país) perciben que existen otros elementos que podrían explicar esta falta 

de homogeneidad a nivel territorial. Refieren, entre otros, a diferencias institucionales relacionadas 

con el impulso de unidades enfocadas específicamente en la gestión de delitos menores en algunas 

fiscalías regionales, aunque dichos esfuerzos en general han tenido una duración acotada en el tiempo. 

También reportan diferencias en los criterios impuestos por los fiscales regionales para limitar el uso 

de la suspensión del proceso para ciertos tipos de delitos, como expresa un defensor penal público 

respecto de algunos delitos de tránsito: 
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Yo he trabajado en distintas jurisdicciones, y es bastante irracional. Cada fiscalía regional 

tiene criterios distintos para distinguir cuando se está solo bajo la influencia del alcohol o en 

estado de ebriedad, y dentro de una misma región a veces también las exigencias cambian. 

También los tiempos que toma esa autorización son distintos y eso cambia toda la lógica de la 

conversación con los fiscales 

 

Defensor penal 06, hombre. Iquique  

Sin embargo, a pesar de la percepción de algunos de los actores judiciales entrevistados, los datos 

reportados en la tabla X previa muestran que la cantidad de personas con antecedentes previos si bien 

parecen explicar las disminución en el tiempo del uso de la suspensión del proceso a nivel nacional, 

no permiten explicar las variaciones observadas a nivel regional, pues la disminución en el universo 

de personas elegibles se aprecia como bastante homogénea para las distintas macrozonas del país a 

lo largo del tiempo 

 

iii. La celeridad para suspender: una respuesta temprana, pero cada vez más lenta 

La suspensión del proceso funciona en general en la justicia penal chilena como una salida temprana 

al proceso penal. El término judicial de cualquier caso durante la serie de tiempo observada tomó en 

promedio 437 días, mientras que la suspensión del proceso se toma en promedio 80,2 días. Sin 

embargo, la celeridad con que se toma de la decisión de suspender el proceso ha ido cambiando en el 

tiempo.  

Como muestra la figura 2.4, la decisión de suspender el proceso aumentó su celeridad año a año hasta 

2012, momento en que registra el tiempo más bajo de la serie de tiempo observada tanto en su media 

como en su mediana. Sin embargo, a partir de ese momento comienza una ralentización de la decisión 

de suspender el proceso que llevó a duplicar los tiempos de esta decisión en un lapso de solo 7 años. 

Figura 2.4. Tiempo desde el inicio judicial de un caso hasta su suspensión (en días). Cohortes 2007 

a 2019 

 

Fuente: Elaboración propia en base a Poder Judicial (2007; 2019) (N=1.201.404 casos suspendidos) 
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Los actores judiciales entrevistados atribuyen este fenómeno a cambios en la forma de tramitar los 

casos penales, especialmente en el ámbito de la violencia de género donde se estaría citando y 

escuchando más frecuentemente la opinión de las víctimas en las primeras audiencias judiciales, 

inhibiendo a los fiscales de ofrecer la suspensión del proceso en la primera audiencia judicial para 

evitar reclamos de su parte. Otros fiscales señalan que posponer la oferta les da una oportunidad para 

chequear primero si el imputado cumple con las medidas cautelares que se le imponen en la primera 

audiencia judicial, y además les permite recopilar antecedentes complementarios (como la aplicación 

de la pauta de riesgo de revictimización en delitos violentos o el resultado de las alcoholemias, en 

delitos de tránsito). Finalmente, la mayor formación y especialización de los fiscales en temas de 

género los ha llevado a comprender que incluso en casos de imputados primerizos por hechos 

violentos, es mejor ser precavido al tomar esta decisión, como explica la siguiente entrevistada 

 

Yo tengo super claro el circulo de la violencia, veo delitos sexuales hace muchos años. Yo sé 

que el hecho que no tenga una denuncia previa no quiere decir que esto sea la primera vez que 

pasa. Bajo esa lógica, me cuesta dar la suspensión condicional del procedimiento en primera 

audiencia. Salvo que la víctima está ahí y pida queque su marido o hijo pueda ir a una terapia. 

Fiscal 05. Mujer. Iquique 

Con todo, gran parte de las suspensiones del proceso (41,2%) se decretan en la primera audiencia 

judicial y que casi la totalidad (85,2%) se decreta dentro de los 6 meses iniciales del caso, tal como 

muestra la figura 2.5 

Figura 2.5. Tasa de sobrevivencia de los casos suspendidos (En meses) 

 

Fuente: Elaboración propia en base a Poder Judicial (2007; 2019) (N=1.201.404 casos suspendidos) 



44 
 

Salvo los delitos de fraude y los delitos sexuales, todos los demás delitos siguen un patrón similar. 

Una menor celeridad se observa al decretar la suspensión del proceso en delitos sexuales y en delitos 

fraudes, pues solo el 26,7% y 15,8% respectivamente se decreta en la primera audiencia judicial. En 

los fraudes además el grupo de casos en que se decide la suspensión del proceso muy tardíamente 

(pasado los 2 años de vigencia del caso), supera el 20% del total de fraudes suspendidos, muy por 

sobre lo que ocurre en otras clases de delitos. Por otra parte, desde la perspectiva de la celeridad, los 

delitos de tránsito constituyen una situación especial pues si bien una baja proporción de estos casos 

son suspendidos en la primera audiencia judicial (solo el 14,3%), las decisiones posteriores adquieren 

una velocidad similar al de otras categorías de delitos.  

De manera consistente con los cambios en el tiempo de su uso, la proporción de casos en que se dicta 

la suspensión del proceso en la primera audiencia ha fluctuado con el paso de los años. Como muestra 

la tabla 2.3, en términos agregados se constata un aumento de más de 10 puntos porcentuales (de 

34,6% a 45,9%) en la proporción de casos suspendidos dictados en la primera audiencia judicial para 

los casos ingresados en 2015 respecto de los ingresados en 2007. Sin embargo, esta tendencia se 

revierte, volviendo a los niveles iniciales respecto de los casos ingresados en 2019 (34%). 

Desagregando por categorías de delito, solo se ven fluctuaciones relevantes en el tiempo para los 

fraudes y para los delitos de lesiones y amenazas39. 

Tabla 2.5. Tasa de casos suspendidos en primera audiencia judicial sobre el total de casos suspendidos 

por categoría de delito. Cohortes 2007 a 2019 

  2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 2017 2018 2019 

TOTAL  34,6 39,2 42,3 43,5 45,1 45,9 43,6 42,7 42,2 40,7 39,7 36,7 34,0 

Propiedad 65,4 67,3 70,3 67,7 71,8 71,6 69,2 69,6 70,4 68,3 67,2 65,2 61,3 

Fraudes 8,4 10,0 12,5 16,1 19,0 17,0 17,8 18,8 18,5 17,1 15,7 16,2 18,1 

Tránsito 13,0 16,5 13,5 12,5 14,4 16,0 15,0 14,0 13,6 14,6 15,5 13,7 12,5 

Lesiones y Amenazas 20,8 32,0 40,3 42,7 46,7 47,6 43,7 41,2 40,7 38,8 37,4 35,9 34,1 

Daños y desórdenes públicos 62,1 59,9 56,2 56,9 53,9 46,9 52,5 52,4 54,2 54,6 54,8 57,7 74,6 

Sexuales 37,6 22,1 17,7 11,6 19,7 17,5 19,1 26,0 40,1 30,3 19,1 28,1 26,9 

Porte de armas 45,6 38,0 39,6 39,4 39,8 38,6 41,5 38,3 33,0 36,6 41,9 43,9 50,8 

Fuente: Elaboración propia en base a Poder Judicial (2007; 2019) (N=1.201.404 casos suspendidos) 

b. El contenido de los acuerdos para dar lugar a la suspensión del proceso 

La decisión de suspender el proceso viene antecedida de un proceso de negociación entre fiscales y 

defensores penales que implica generar acuerdos en dos aspectos: establecer una o más condiciones 

que el acusado se compromete a cumplir para no seguir adelante con el proceso penal (además de la 

 
 

39 Para los delitos de daños y desórdenes públicos, solo se ve una fluctuación relevante en 2019, lo que es atribuible al 

estallido social que tuvo lugar en Chile ese año y al shock de ingresos de esta clase de delitos que tuvo que gestionar el 

sistema de justicia penal (Morales, Figueroa y Bustamante, 2022) 
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condición genérica de no volver a ser formalizado por la justicia penal), y establecer un período de 

tiempo durante el cual el acusado debe mantenerse cumpliendo con las condiciones acordadas.  

i. Las distintas clases de condiciones acordadas 

La definición de cual o cuales debe ser el contenido de las condiciones bajo las cuales se autoriza la 

suspensión del proceso y que darán lugar a su cierre definitivo en caso de ser cumplidas forma parte 

del proceso de negociación entre los actores judiciales40. Sin embargo, la ley dispone que todo caso 

suspendido debe tener asociado al menos una condición, lo que explica que la totalidad de los casos 

suspendidos observados tiene efectivamente asociada al menos 1 condición41. El panel A de la figura 

2.6 muestra de cómo se distribuyen las distintas categorías de condiciones (agrupadas en función de 

su finalidad), mientras que el panel B de la figura 2.6 muestra cómo se distribuye cada tipo especifico 

de condición en los distintos casos suspendidos. 

Figura 2.6. Tipos condiciones impuestas al suspender el proceso: por categoría y tipo de condición 

 

 
 

40 La descripción de este proceso de negociación forma parte del contenido del capítulo 4 de esta investigación doctoral. 
41 Solo el 12% de los casos suspendidos tiene asociado solamente 1 condición. Lo más frecuente (53%) es que tengan 

asociadas 2 condiciones. Menos frecuente es que se asocien 3 condiciones a un mismo caso suspendido (25%), mientras 

que casos a los que se asocian 4 o más condiciones son infrecuentes y representan menos del 5% del total de casos 

suspendidos. 
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Fuente: Ministério Público (2007; 2019) (N=1.124.904 casos suspendidos) 

En la figura previa se muestra que casi la totalidad de los casos suspendidos queda sujeto al menos a 

una condición que busca facilitar el control o supervisión del infractor (88,6%), la que en su gran 

mayoría consiste en la obligación de fijar un domicilio ante el tribunal (86,4%). Por su parte, más de 

la mitad de los casos suspendidos queda sujeta al menos a 1 condición que busca la protección de la 

víctima actual o de futuras víctimas del delito (58,8%), consistiendo en su mayoría en casos donde se 

obliga al imputado a abstenerse de continuar frecuentando determinados lugares o personas (30,4%). 

Los casos donde la condición impuesta consiste en someter al infractor a un tratamiento (11,3%) son 

en su gran mayoría casos de violencia intrafamiliar (VIF) (9,7%). Una proporción menor de los casos 

queda sometido a la condición de dar una indemnización reparatoria a las víctimas (8,4%) o 

consistente en procurar completar su educación o insertarse laboralmente (3,3%)42. Estas 

proporciones se han mantenido más o menos estables en el tiempo, con diferencias de 1 o dos puntos 

porcentuales interanuales.  

Los actores entrevistados ofrecen algunas explicaciones para comprender las diferencias en la 

asignación de las distintas categorías de condiciones. En particular, los fiscales son bastante 

 
 

42 La condición “otras” corresponde a la regulada en el artículo 238 letra h) (otra condición que resulte adecuada en 

consideración con las circunstancias del caso concreto que e tratare y fuere propuesta, fundadamente, por el Ministerio 

Público). Si bien los registros administrativos no entregan información desagregada sobre su contenido, los actores 

judiciales entrevistados refieren que estas se usan en general para dos grandes motivos: para acordar indemnizaciones 

dirigidas a fundaciones u organizaciones no gubernamentales, o para decretar el comiso o incautación de armas usadas para 

cometer los delitos. Sin embargo, no hay información disponible que permita estimar en que proporción este podría 

incrementar la frecuencia de las categorías de reparación y de protección. 
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conscientes de que se abstienen de usar la condición de tratamiento más de lo que deberían 

considerando las necesidades de intervención que perciben en ciertos infractores adolescentes o 

personas acusadas de violencia de género o sexual, ofreciendo diversas explicaciones para ello. 

Algunos sostienen que, salvo casos con personas con problemas muy evidentes de adicciones o de 

control de impulsos, no cuentan con antecedentes médicos o psicológicos suficientes para justificar 

una medida de esta clase durante las primeras audiencias ni tampoco durante el proceso penal. Otros 

argumentan en cambio que en delitos de violencia intrafamiliar prefieren ofrecer condiciones 

orientadas a mantener separados al agresor de la víctima para priorizar su protección, estimando que 

la derivación a tratamiento es estéril en un contexto institucional caracterizado por las dificultades 

para acceder a cupos de tratamiento, tal como expresa la siguiente fiscal. 

Suspender un caso es mala alternativa porque no hay nadie en el sistema que pueda responder 

a la suspensión. Si yo quiero que se resocialice, más allá que no se acerque a la víctima, que 

tenga acceso a un psicólogo. Eso no pasa. Como esas prestaciones no están en el sistema, me 

parece absurdo suspender el proceso. 

Fiscal 01. Mujer. Santiago 

La tabla 2.4 ofrece un panorama sobre la distribución de distintas categorías de condiciones 

subyacentes a la suspensión del proceso a nivel agregado y por categoría de delito. Además de 

confirmar la transversalidad del uso de las condiciones de control (que es usada transversalmente para 

toda clase de delitos), se puede inferir cuales son las condiciones sustantivas más usadas para cada 

categoría de delito.  

Tabla 2.6. Proporción casos suspendidos con al menos 1 tipo de condición, por categoría de delitos. 

  Control 

(al menos 1 

condición)  

Protección 

(al menos 1 

condición) 

Tratamiento 

(al menos 1 

condición) 

Reparación 

(al menos 1 

condición) 

Educación y 

Trabajo 

(al menos 1 

condición) 

TOTAL DE DELITOS 88,6% 58,8% 11,3% 8,4% 3,3% 

Propiedad 90,8% 73,1% 1,1% 4,2% 5,4% 

Fraudes 91,9% 14,0% 0,2% 37,6% 3,2% 

Tránsito 91,7% 43,4% 2,0% 19,4% 2,5% 

Lesiones y Amenazas 84,5% 74,6% 24,9% 2,5% 1,2% 

Daños y desórdenes públicos 92,0% 42,1% 1,6% 3,4% 7,8% 

Sexuales 93,8% 40,7% 9,4% 4,9% 9,3% 

Porte de armas 92,5% 6,8% 1,8% 1,5% 5,1% 

Otros delitos 91,7% 30,7% 5,0% 14,9% 6,0% 

Fuente: Ministério Público (2007; 2019) (N=1.124.904 casos suspendidos) 

En delitos contra la propiedad predominan las condiciones de protección, particularmente la 

“abstenerse de frecuentar determinados lugares y personas”, siendo la imposición de condiciones de 

reparación muy excepcionales. En los delitos de fraudes en cambio la tendencia es la inversa, siendo 

la categoría de delito con mayor prevalencia de condiciones de orientadas a la reparación, 
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predominando la condición de “indemnizar a las víctimas”. En los delitos de tránsito, predomina la 

combinación de condiciones de reparación de las víctimas (o de dar una suma de dinero a 

instituciones, cuando se trata de delitos de tránsito sin víctimas, como manejar bajo la influencia del 

alcohol o en estado de ebriedad sin generar lesiones o daños), pero siempre en conjunto con la 

suspensión de la licencia de conducir como condición de protección.  

En delitos de lesiones y amenazas, así como en los delitos sexuales también predomina el uso de 

condiciones de protección. Entre ellas, la más usada es la condición de “abstenerse de frecuentar 

determinados lugares y personas”. Con menos frecuencia se utiliza la “prohibición de usar armas” o 

la “prohibición de residir en un lugar determinado”, así como condiciones orientadas al “tratamiento 

médico o psicológico del imputado”, estando más orientado su uso hacia casos de violencia de género.  

Por último, en los delitos de daños y desórdenes públicos prima también el uso de la condición de 

protección de “abstenerse de frecuentar determinados lugares y personas”. En cambio, los delitos de 

porte de armas son mayormente suspendidos imponiendo como condición la retención del arma por 

parte del tribunal (comiso) o el pago de una indemnización a fundaciones u organizaciones 

comunitarias. 

ii. La definición de los tiempos de supervisión. 

Para la gran mayoría de los casos suspendidos (72%), el plazo de supervisión acordado corresponde 

al mínimo legal de 1 año. Como muestra la figura 2.7, salvo para los delitos de tránsito y los delitos 

sexuales, en los demás casos no menos del 75% de los casos quedan sujetos a plazos de supervisión 

de solo 1 año. En todos los delitos sin embargo el establecimiento de plazos de supervisión de 3 años 

es muy excepcional y nunca supera el 10% de los casos. 

Figura 2.7. Prevalencia de los periodos de supervisión acordados. Por tipo de delito. 

 

Fuente: Elaboración propia en base a Poder Judicial (2007; 2019) (N=1.201.404 casos suspendidos) 
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En términos temporales, la extensión del plazo de supervisión que era acordado entre los años 2007 

y 2009 era mayor que los plazos que empiezan a imponerse desde 2010 en adelante. Como muestra 

la tabla 2.5, a partir de ese año los tiempos de supervisión comienzan a concentrarse progresivamente 

en periodos de tiempo más cortos, con una mayor prevalencia de periodos de supervisión de un año. 

Tabla 2.7.  Prevalencia de los periodos de supervisión acordados. Por año de ingreso de casos 

% 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 2017 2018 2019 

1 año 27,4 28,1 31,5 54,4 76,8 71,7 72,3 67,5 74,0 75,1 74,4 74,4 76,3 

2 años 38,4 48,4 52,3 36,3 18,9 20,7 20,3 21,4 18,1 18,0 20,3 20,1 21,7 

3 años 34,2 23,4 16,3 9,3 4,3 7,6 7,4 11,1 7,9 6,9 5,3 5,6 2,0 

Fuente: Elaboración propia en base a Poder Judicial (2007; 2019) (N=1.201.404 casos suspendidos) 

Los actores judiciales explican que el uso masivo de plazos de dos años en delitos de tránsito se 

justifica en la homologación ampliamente aceptada del plazo de suspensión para estos delitos con el 

plazo establecido por la ley del tránsito para la pena de suspensión de licencia de conducir43 y que 

situaciones donde se acuerda plazos mayores en otros delitos responderían a la gravedad de los hechos 

perseguidos penalmente, como ocurriría a su juicio con algunas formas de delitos sexuales o delitos 

contra la propiedad cometidos de forma más violenta. Sin embargo, consideran que en general el 

plazo de un año de supervisión es razonable, tal como queda expresado en los dichos de uno de los 

jueces entrevistados: 

Por ejemplo, ahí en esos casos de abuso se pedía por dos o tres años, lo mismo que los 

robos de repente44. Pero creo que suspensiones condicionales que efectivamente y aunque 

sean pocas, pero que estén por tres años me parece un despropósito. Que no cumplen 

ningún fin, Que implican tanto para nosotros como para el imputado como para la 

defensa, que obviamente va a estar en contra porque y para el imputado una carga muy 

grande, un periodo muy grande que incluso le saldría más barato vía condena. 

Juez 08. Hombre. Concepción. 

c. La supervisión de las condiciones y la respuesta ante eventos de incumplimiento 

Mientras un caso judicial se encuentra suspendido y estando vigente el plazo durante el cual se deben 

cumplir las condiciones acordadas, el fiscal o la víctima pueden poner en conocimiento de los 

tribunales situaciones de incumplimiento grave o reiterado de las condiciones. Esto puede gatillar en 

 
 

43 Para los delitos de tránsito existe una norma (artículo 196 letra a, ley del tránsito) que obliga a imponer junto con la pena 

que corresponda por el delito cometido, adicionalmente la pena de suspensión por 2 años de la licencia de conducir. Esta 

norma es usada en la práctica para justiciar que el plazo para suspender la licencia de conducir como condición de la 

suspensión del proceso no sea menor a ese periodo de tiempo. 
44 Análisis preliminares de regresión descartan que exista una relación entre la gravedad del delito y mayores tiempos de 

supervisión de las condiciones impuestas al suspender el proceso, estando más bien relacionado con la existencia de 

contactos previos con la justicia penal o con la intervención de querellantes en el proceso judicial. Sin embargo, esta relación 

debe ser explorada con mayor profundidad en investigaciones futuras.  
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el tribunal la decisión de modificar e intensificar las condiciones impuestas o incluso de revocar la 

suspensión del proceso, lo que genera que se reinicie la persecución penal por los hechos investigados 

en ese caso. 

Existe sin embargo un amplio consenso entre los actores entrevistados de la baja capacidad de las 

instituciones de la Justicia Penal en Chile para monitorear el cumplimiento de las condiciones 

acordadas en el marco de la suspensión del proceso. De hecho, según lo señalado por ellos, la 

realización de audiencias de seguimiento de los casos suspendidos es un evento de muy baja 

ocurrencia45.La principal explicación ofrecida por los actores judiciales para ello es la ausencia de 

una atribución explícita de responsabilidades sobre la Fiscalía o sobre el Poder Judicial en la tarea de 

supervisar los casos suspendidos. Producto de ello, ni los fiscales ni los jueces convocan en general 

a imputados, víctimas u otros actores (como policías o agencias del Estado a cargo de brindar 

tratamiento o servicios sociales) a rendir cuenta sobre el estado del cumplimiento de las condiciones 

acordadas. Así, algunos jueces entrevistados consideran que no forma parte de las obligaciones de los 

tribunales el monitorear el cumplimiento de las condiciones acordadas. Como plantea una de las 

juezas entrevistadas “el seguimiento de las condiciones es responsabilidad de los fiscales porque ellos 

son los mandatados a ejercer la acción penal” (Juez 05, Mujer, Iquique).  

Sin embargo, tampoco los fiscales perciben que el seguimiento de los casos suspendidos sea una 

responsabilidad que recae en ellos, pues consideran que, habiéndose decretado la suspensión del 

proceso, el caso ya se encuentra en la práctica terminado. Uno de los fiscales entrevistados describe 

esta idea en los términos siguientes. 

"En el sistema informático la causa aparece como suspendida, pero para efectos prácticos 

para nosotros está terminada. Es una causa que se toma físicamente, se deja en un cajón y se 

guarda en la bodega. No es una carpeta que alguien vaya a volver a ver" 

Fiscal 02. Santiago. Hombre 

Sin embargo, existen algunos tribunales que si llevan a cabo acciones para hacer seguimiento de 

instrucciones escritas emitidas a las policías para dar protección a víctimas o para dar cupos de 

tratamiento a imputados de casos suspendidos. A pesar de ello, los propios actores judiciales, 

incluyendo los jueces, dan cuenta de la baja capacidad que tienen los tribunales para monitorear estas 

instrucciones, limitándose a remitir ordenes – también escritas - de informar a los organismos 

correspondientes que muy rara vez son respondidas por sus destinatarios, sin que haya una insistencia 

 
 

45 Los registros administrativos revisados no reportan si se realizaron o no audiencias de seguimiento en los casos 

suspendidos. 
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posterior por parte del tribunal. Una defensora penal describe estos procesos de trabajo en los términos 

siguientes: 

Por ejemplo, con este tema en particular con el tema del tratamiento para control de impulso o 

de droga y que el COSAM informaba que no se presentó (el imputado a su tratamiento). ¿Qué 

es lo que hacía el tribunal? Algunos jueces fijaban audiencia de revocación de suspensión, pero 

la mayoría dicta una resolución en papel que dice “notifíquese a las partes y al fiscal”. Muy 

rara vez pedían audiencia para controlar eso ¿me entiendes? porque estaba esa condición es 

como que listo no fue y ahí quedaba en tierra de nadie 

  Defensor penal 01, mujer, Santiago 

A pesar de la falta de directrices legales e institucionales para llevar a cabo la supervisión de las 

condiciones impuestas, existen experiencias excepcionales donde algunos tribunales (o incluso, 

jueces específicos) organizan audiencias formales de seguimiento principalmente para casos de 

violencia de género, así como en el marco del programa de tribunales de tratamiento de drogas. Una 

jueza relata cómo se organizan algunos de estos bloques de audiencias de seguimiento. 

En las causas con suspensión condicional por delito en contexto de violencia intrafamiliar el 

tribunal ya hace unos años tiene la política de citar de oficio audiencias de revisión (…) Y lo 

hace pensando en la seguridad de la víctima. (Entrevistador: cada cuanto más o menos se fija 

esa audiencia). Mira es relativo, no lo tenemos estandarizado y va a depender del caso a caso. 

Por ejemplo, un caso que se ve como más complejo en cuanto a que esta persona como que no 

va a cumplir al pie de la letra se hace de manera mensual. Pero cuando en realidad se ve que el 

asunto va bien, puede ser de aquí a cuatro meses 

Juez 05, Mujer, Iquique.  

d. Bajas tasas de revocación y la poca disposición a retomar los casos suspendidos  

Normativamente se definen dos eventos que pueden gatillar la revocación de un caso que ha sido 

suspendido: i) que se constaten incumplimientos graves o reiterados de las condiciones 

específicamente acordadas, o ii) que la persona beneficiada incumpla la condición genérica de no ser 

nuevamente formalizado por la comisión de un delito. Sin embargo, en la práctica, la baja capacidad 

del Estado para monitorear y supervisar el cumplimento de las condiciones tiene como consecuencia 

que la proporción de casos suspendidos que son revocados sea también muy baja.  

Como muestran las tablas 2.6 y 2.7, los casos en que se revoca la suspensión del proceso son 

marginales en relación al universo total de casos suspendidos, no superando el 4% para ninguno de 

los años o delitos observados.  
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Tabla 2.8. Porcentaje de revocación sobre el total de casos suspendidos por categoría de delito 

Propiedad Fraudes Tránsito Lesiones y 

amenazas 

Daños/desórdenes 

públicos 

Sexuales Porte de 

armas 

Otros 

3,7% 3,6% 2,1% 2,0% 1,9% 1,2% 4,0% 2,9% 

Fuente: Elaboración propia en base a Poder Judicial (2007; 2019) (N=1.201.404 casos suspendidos) 

Tabla 2.9. Tasa de revocación sobre el total de casos suspendidos. Por año de ingreso de los casos 

2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 2017 2018 2019 

3,1% 2,4% 2,0% 1,8% 1,9% 3,1% 4,7% 3,9% 2,8% 2,5% 2,2% 1,9% 1,5% 

Fuente: Elaboración propia en base a Poder Judicial (2007; 2019) (N=1.201.404 casos suspendidos) 

La tabla 2.8 realiza una estimación de las causales de revocación de los casos suspendidos46. De los 

27.276 casos revocados, el 82,9% corresponden a situaciones donde esta se fundamenta en que se 

han formalizado nuevos delitos contra una persona con un caso suspendido, mientras que solo el 

17,1% corresponden a casos revocados por incumplimiento de las condiciones específicamente 

acordadas para cada caso. Esto último permite estimar que entre 2007 a 2022 solo 4.660 casos (menos 

de 350 casos por año, en promedio) han sido revocados por detectarse incumplimientos graves o 

reiterados de las condiciones específicamente acordadas para dar viabilidad a la suspensión del 

proceso.  

Tabla 2.10. Causales de revocación de los casos sujetos a la suspensión del proceso 

 
Frecuencia Porcentaje 

Revocación sin nueva formalización previa (por condición especifica) 4.660 17,1% 

Revocación durante una nueva formalización (por condición genérica) 1.252 4,6% 

Revocación posterior a una nueva formalización (por condición genérica) 21.364 78,3% 

Total de casos suspendidos que son revocados 27.276 100% 

Fuente: Elaboración propia en base a Poder Judicial (2007; 2019) (N=1.201.404 casos suspendidos) 

Estos datos son consistentes con la baja disposición que tendrían jueces y fiscales para impulsar la 

revocación cuando se ha constatado una situación de incumplimiento. En el caso de los jueces, esto 

los lleva a elevar los estándares exigidos para decretar la revocación de la suspensión del proceso por 

incumplimiento de las condiciones, tal como lo expone uno de los jueces entrevistados 

Ahora a mí me cuesta trabajo revocar suspensiones por incumplimiento. En las que no me da 

asco revocarla es por causas legales objetivas [se refiere a la causal de ser nuevamente objeto 

 
 

46 Los registros administrativos revisados no reportan el motivo de la revocación (si se debe a que una persona ha sido 

nuevamente formalizada durante el plazo de supervisión o si ha incumplido alguna de las condiciones específicamente 

impuestas en su caso). Sin embargo, esto se puede inferir al observar si la revocación se produce existiendo o no registros 

de una formalización por nuevos delitos. Si se revoca existiendo nueva formalización durante el plazo de supervisión, se 

infiere que la revocación ocurrió por infracción a la causal genérica de no ser nuevamente formalizado. Si el caso se revoca 

sin que exista nueva formalización durante el plazo de supervisión, se infiere que se produjo por infracción de una condición 

específicamente impuesta a dicho caso.  
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de cargos criminales], porque ahí la persona está consciente que durante un año no podía 

cometer delitos. Bueno, él asume su responsabilidad. Pero cuando hay incumplimiento de 

condiciones yo entro precisamente a la ponderación de eso. ¿Qué tan grave fue el 

incumplimiento? ¿Y si realmente hubo una reiteración del incumplimiento? Fija, porque creo 

yo que no es lo mismo que una persona sea un poco ignorante. Si tú, que eres poco instruida a 

que realmente quieras incumplir. 

Juez 07, hombre, Concepción 

En el caso de los fiscales, en ocasiones estos se abstienen de solicitar al tribunal se fije audiencia para 

solicitar la revocación de casos suspendidos a pesar de que puedan haber recibido información por 

escrito de aquellos tribunales que si monitorean el cumplimiento de las condiciones acordadas. Como 

menciona un defensor penal “es el fiscal el que debiera estar más interesado en que eventualmente 

se cumpliera la sanción, a pesar de que muy rara vez piden o solicitan audiencia para revocarla” – 

(Defensor penal 02, hombre, Santiago). Los fiscales entrevistados explican esta decisión en motivos 

estratégicos: muchas veces los casos cuya suspensión se revoca no tienen suficientes antecedentes 

para ser llevados a juicio ni tampoco existen expectativas razonables de que estos puedan volver 

recopilarse dado el paso del tiempo, por lo que su resultado más probable sería el ser desestimado.  

Incluso respecto de casos donde se formulan nuevos cargos sobre una persona que ha sido beneficiada 

con la suspensión de un caso previo, los fiscales y jueces entrevistados refieren que muchas veces la 

revocación tampoco es solicitada tanto por motivos de gestión como estratégicos. Por una parte, 

revocar un caso por nueva formalización implica agrupar el caso original al nuevo caso formalizado 

y esto genera problemas logísticos cuando ambos son tramitados por fiscalías y/o ante tribunales de 

territorios distintos. Un juez describe estos conflictos en los términos siguientes. 

Los fiscales están superados. Digamos, las cosas son lo que más trabajan en el sistema. No, 

digamos que no trabajan, trabajan mal. Pero si trabajan. Pero ya entonces, eh, No hay control. 

Entonces por eso no agrupan los casos, por eso no reinician las investigaciones. Y lo peor de 

todo, es que nadie se entera, nadie. En las formalizaciones de investigación nuevas, no le 

avisan sobre las suspensiones condicionales previas si no están cumpliendo algo. Pero nosotros 

tenemos sistema interno donde controlamos esa situación, pero la facultad de solicitar la 

revocación es de los fiscales y no siempre están interesados en utilizarla 

Juez 02, hombre, Santiago 

Por otra parte, la demora de los tribunales en fijar para una fecha próxima dicha audiencia hace que 

cuando llega el momento de realizarla, ya ha expirado formalmente el plazo de supervisión, lo que 

hace que muchos jueces en ese momento den por cumplida la condición en lugar de revocarla. Como 

refiere uno de los fiscales entrevistados “Cuando hay nueva formalización yo pido la revocación en 

la audiencia de control de detención, pero algunos tribunales me dan uno nueva audiencia, pero para 

6 meses más. Otros derechamente me dicen que lo pida posteriormente por escrito” (Fiscal 02 

Hombre, Santiago).  
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e. El cierre de los casos: cumplimiento y contactos futuros con la justicia penal. 

La baja supervisión y la escasa disposición de los actores judiciales a revocar los casos suspendidos 

cuando se constatan incumplimientos o nuevas formalizaciones hace esperables altos niveles de 

cumplimiento formal entre los casos suspendidos. En términos generales, la tasa de cumplimiento 

registrado de los casos suspendidos es de un 97,4%, sin variaciones relevantes para los distintos tipos 

de delitos o para casos ingresados en los distintos años observados. 

Sin embargo, si al total de los casos suspendidos que se registran formalmente como cumplidos, se 

restan aquellos casos donde la persona beneficiada registra una nueva formalización durante el 

periodo de supervisión de las condiciones impuestas, pero sin tener como consecuencia la revocación 

de la suspensión del proceso, es posible generar una estimación más real de los niveles de 

incumplimiento (al menos por la causal de nueva formalización) de los casos suspendidos. Esto 

permite estimar que el 78,9% de los casos suspendidos cumple al menos con la condición de no ser 

nuevamente formalizado por la justicia penal durante el periodo de supervisión de las condiciones 

impuestas47.  

Al analizar estos datos en el tiempo, se observa (figura 2.9) que a lo largo de los años ha ido 

disminuyendo la proporción de personas suspendidas que son formalizadas por un nuevo delito 

durante el periodo de supervisión. En tanto la figura 2.10 sugiere que la probabilidad de ser 

nuevamente formalizado es sustantivamente mayor para las personas suspendidas por delitos contra 

la propiedad y de porte de armas, mientras que los mayores niveles de cumplimiento (ajustados) se 

observan en delitos de tránsito y sexuales.   

Tabla 2.9. Tasas de cumplimiento de la suspensión del proceso por año de ingreso 

  2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 2017 2018 2019 

Cumplimiento 

registrado 

96,9 97,6 98,0 98,2 98,1 96,9 95,3 96,1 97,2 97,5 97,8 98,1 98,5 

Cumplimiento 

ajustado 

(sin nueva 

formalización) 

69,2 70,5 72,3 75,5 79,0 79,7 80,2 80,5 81,3 81,8 82,3 84,1 91,2 

Fuente: Elaboración propia en base a Poder Judicial (2007; 2019) (N=1.201.404 casos suspendidos) 

 

 
 

47 Se debe tener presente que incluso esta última cifra está sobrestimando los niveles reales de cumplimiento poque no 

incluye la “cifra negra” de casos en los que no se están supervisando incumplimientos de las condiciones específicamente 

impuestas a cada caso. 
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Tabla 2.10. Tasas de cumplimiento de la suspensión del proceso por categoría de delito 

 
Propiedad Fraudes Transito Lesiones y 

amenazas 

Daños/ 

desórdenes 

públicos 

Sexuales Porte de 

armas 

Otros 

Cumplimiento 

registrado 

96,3% 96,4% 97,9% 98,0% 98,1% 98,8% 95,8% 96,8% 

Cumplimiento 

ajustado 

(sin nueva 

formalización) 

71,0% 78,6% 86,5% 80,8% 79,7% 87,8% 69,7% 76,7% 

Fuente: Elaboración propia en base a Poder Judicial (2007; 2019) (N=1.201.404 casos suspendidos) 

Finalmente es posible estimar cual es proporción de las personas cuyos casos han sido suspendidos 

vuelve a tener futuros contactos con la justicia criminal, medidos como nuevas formalizaciones. Esta 

información es relevante no solo porque entrega una mirada inicial sobre la efectividad de la 

suspensión del proceso, sino que porque ofrece un punto de partida para continuar explorando en 

futuras investigaciones las trayectorias delictivas de personas cuyo primer contacto tuvo como 

respuesta de la justicia penal la suspensión del proceso. En ese contexto, la figura 2.8 muestra que la 

mayoría de las personas beneficiadas con la suspensión del proceso (59,7%) no tuvieron contactos en 

el futuro con la justicia penal; que el 20,3% de las personas suspendidas fueron formalizadas 

nuevamente durante la vigencia del plazo de supervisión, y que una proporción similar (20,1%) si 

bien fueron formalizaron, lo fueron ya habiendo transcurrido el plazo de supervisión de las 

condiciones acordadas.  

Figura 2.8. Nuevas formalizaciones de imputados favorecidos con la suspensión del proceso 

 

Fuente: Elaboración propia en base a Poder Judicial (2007; 2019) (N=1.201.404 casos suspendidos) 

Asimismo, se aprecian diferencias en la proporción de personas suspendidas que vuelven a ser 

formalizadas en el futuro para distintas categorías de delito, pues menos del 30% de las personas 

75,1

71,0

67,5

61,7

59,8

59,7

55,3

51,5

44,4

11,7

12,3

19,0

20,1

18,4

20,3

22,5

28,4

29,7

13,3

16,7

13,5

18,2

21,8

20,1

22,2

20,1

25,9

0,0 10,0 20,0 30,0 40,0 50,0 60,0 70,0 80,0 90,0 100,0

Sexuales

Tránsito

Fraudes

Otros delitos

Lesiones y amenazas

PROMEDIO

Daños y desórdenes púb

Propiedad

Porte de armas

Sin nuevas formalizaciones

Nuevas formalizaciones durante la supervisión

Nuevas formalizaciones despues de la supervisión



56 
 

suspendidas en casos de delitos sexuales o de tránsito vuelven a ser formalizadas en el futuro, mientras 

que más del 55% de quienes son suspendidos por casos de porte de armas vuelven a ser formalizados 

en el futuro. 

2.6 Discusión 

Este capítulo tuvo como propósito describir el uso de la suspensión del proceso en Chile y como este 

ha cambiado en el tiempo. Los hallazgos muestran que la suspensión del proceso ha sido durante las 

últimas décadas una de las principales formas de dar respuesta temprana a los casos penales de 

infractores que cometen delitos de mediana y baja gravedad, estimándose que un poco más de 

1.000.000 de personas han sido objeto de la suspensión del proceso en Chile, esto es, alrededor del 

42% del total de las personas que fueron perseguidas penalmente entre 2007 a 2019. Esto sugiere que 

comprender su funcionamiento es gravitante para valorar el desempeño global del sistema de justicia 

criminal.  

Sin embargo, con el paso de los años la frecuencia con que es usada la suspensión del proceso y la 

celeridad con la que se acuerda han ido disminuyendo, haciendo también progresivamente más 

acotados los plazos de supervisión acordados para hacer seguimiento de las condiciones decretadas. 

En cambio, se ha mantenido estable en el tiempo la tendencia a usar mayoritariamente la suspensión 

del proceso para generar condiciones que faciliten la protección de las víctimas y la comunidad, 

siendo históricamente menos frecuente su uso en favor del tratamiento o reintegración social del 

infractor, o como forma de reparar el daño causado por el delito.  

Uno de los hallazgos centrales de este capítulo es la escala o nula capacidad del sistema de justicia 

criminal de supervisar el cumplimiento de las condiciones que sostienen la suspensión del proceso, 

siendo la realización de audiencias de seguimiento una práctica marginal y poco estandarizada 

(posiblemente, por no ser objeto de regulación normativa alguna), cuya ausencia explicaría los niveles 

de cumplimiento formal anómalamente altos que se registran en los datos oficiales. Asimismo, las 

entrevistas realizadas sugieren la existencia de una “cifra negra” de casos donde posiblemente se 

incumplen las condiciones específicamente acordadas para dar lugar a la suspensión de proceso, sin 

que ello de lugar a una revocación de la medida.  

En base a estos resultados, a continuación, se discuten como estos elementos podrían estar aportando 

a favorecer u obstaculizar que se alcancen los objetivos que la literatura atribuye al uso de la 

suspensión del proceso, en cuanto salida temprana que aspira a generar control social formal no solo 

prescindiendo del uso del encarcelamiento, sino que también del proceso penal en sí mismo.  
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Por una parte, se ilustra como la suspensión del proceso ha permitido reducir los costos de tiempo y 

económicos del proceso penal, satisfaciendo en parte la aspiración de mayor eficiencia que busca el 

sistema de justicia criminal en cuanto organización burocrática del Estado. Asimismo, los hallazgos 

sugieren que el acuerdo que debe mediar entre los actores judiciales para permitir el acceso a la 

suspensión del proceso pareciera dar lugar a que se terminen seleccionado infractores con baja 

probabilidad de reincidir. Esto explica que a pesar de que la incapacidad generalizada del Estado de 

Chile para supervisar el cumplimiento de las condiciones impuestas el uso de esta salida temprana 

igualmente este mostrando resultados promisorios en su capacidad para evitar la comisión de futuros 

delitos. Finalmente, se sugiere que la limitada capacidad de la suspensión del procedimiento para 

satisfacer las necesidades de las víctimas de delitos o para promover la reintegración social de los 

infractores, podrían estar socavando la confianza de los actores judiciales en su eficacia, generando 

una crisis de legitimidad de la suspensión del proceso en cuanto respuesta de la justicia penal que 

podría explicar que la disminución de su uso en los últimos años. 

a. La suspensión del proceso y la aspiración burocrática de una justicia más eficiente. 

Los resultados son consistentes con la noción de que el uso de salidas tempranas permite a la justicia 

criminal responder a un volumen importante de casos judiciales de forma rápida. Ello, sin duda, 

permitiría satisfacer uno de los objetivos relevantes para la justicia criminal en cuanto organización 

burocrática del Estado48: reducir los costos de tiempo y económicos de los procesos judiciales.  

El decretar la suspensión del 41% de los casos en la primera audiencia judicial libera tiempo al sistema 

de justicia criminal. Este ahorro de tiempo se ve aún más favorecido en un contexto donde el 60% de 

estos casos no vuelve a ser formalizado en el futuro, lo que significa que ese tiempo liberado puede 

efectivamente ser reutilizado en la tramitación de otros casos (potencialmente de mayor complejidad) 

y no debe ser gastado en perseguir nuevos delitos cometidos por esos mismos infractores en el futuro. 

En términos de costos económicos, es posible valorar el ahorro en dinero que tiene para el Estado 

contar con un mecanismo que permita suspender casos en la primera audiencia judicial, el que 

equivale al costo de los trámites judiciales que se dejan de realizar en los casos suspendidos. Si bien 

una estimación más acabada de este valor debe ser objeto de futuras investigaciones, en base a los 

hallazgos de este capítulo puede estimarse que el costo de suspender un proceso penal en la primera 

audiencia judicial representa en torno al 10% del costo que implicar tramitar completamente un 

 
 

48 Otros aspectos relevados por el modelo burocrático de justicia criminal, como la estandarización de las actuaciones 

judiciales con miras a que el trato a las personas imputadas sea neutral y las decisiones judiciales sean insesgadas, son 

discutidos en los capítulos 2 y 3 de esta tesis. 
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proceso penal que dé lugar a la dictación de una sentencia49, con la ventaja de que acordar la 

suspensión del proceso genera certeza sobre la imposición de condiciones al imputado, mientras que 

la tramitación completa del proceso judicial genera la incertidumbre de si su resultado será o no 

condenatorio. 

A pesar de la reducción de los costos del proceso penal, esto no permite afirmar automáticamente que 

se trata de una respuesta penal eficiente, pues como se ha puesto en valor desde la literatura sobre 

gestión judicial de casos (Coleman, 2015), esto último supone constatar que se cumpla con al menos 

uno de los otros objetivos sustantivos del proceso penal.  

b. Control del delito, selección de casos, y gestión del riesgo de delinquir 

Uno de los hallazgos centrales de este capítulo es que los objetivos que se buscan alcanzar mediante 

la imposición de determinadas condiciones para sostener la suspensión del proceso se ven truncados 

por la incapacidad generalizada del Estado para supervisar su cumplimiento. Si bien los elementos 

que explican este déficit pueden ser variadas, y muchas de ellas de carácter estructural, en este 

capítulo se releva una que se vincula más bien a la falta de motivación o incentivos de fiscales y 

jueces para llevar a cabo esta clase de tareas. Una explicación por explorar en el futuro se podría 

relacionar con la cultura legal en la que se desenvuelven los actores judiciales en Chile, la que al estar 

forjada bajo el manto de un formalismo jurídico exacerbado (Jenne, 2022) los podría estar inhibiendo 

de actuar a falta de una obligación legal expresa que los obligue a hacerlo. Esto se potenciaría en un 

contexto normativo en el que la ausencia de una obligación expresa hacia algún órgano del Estado 

para supervisar activamente las condiciones acordadas sitúa en la práctica en el infractor la carga de 

informar su cumplimiento.  

A pesar de que la baja capacidad institucional para monitorear las condiciones impuestas constituye 

un obstáculo importante para que la suspensión del proceso pueda desplegar todo su potencial como 

mecanismo efectivo de control social, el diseño normativo de esta salida temprana (que distribuye la 

discrecionalidad entre fiscales, defensores y jueces, incentivando controles cruzados en su ejercicio) 

favorece la selección de casos con bajas probabilidades de reincidir. Esto se evidencia en el hecho de 

que mayoría de las personas cuyos casos han sido suspendidos (en torno al 80%) no vuelven a ser 

perseguidas penalmente durante el período de supervisión, y que casi el 60% de estas personas no 

 
 

49 Esta estimación se realiza bajo los siguientes supuestos definidos en Morales, Moraga y Figueroa (2019): i) que el costo 

promedio del juzgamiento completo de un caso formalizado ante la justicia penal es de $723.762; ii) que el costo por hora 

de una audiencia judicial es de $432.456 y que la duración promedio de las primeras audiencias judiciales es de 8 minutos; 

iii) que dado lo anterior, el valor económico de cada caso suspendido en la primera audiencia judicial es de 57.661 (todos 

los valores están actualizados al año 2025)  
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registra nuevos contactos con la justicia penal en el futuro. Si bien sostener que la suspensión del 

proceso genera efectos en la prevención del delito de forma similar a como se ha demostrado 

recientemente en la experiencia de los Estados Unidos (Agan, Doleac y Harvey, 2021; Mueller-Smith 

y Schnepel, 2021) requiere un análisis de datos basado en un diseño cuasi-experiemental que excede 

el propósito de esta tesis, el análisis a nivel descriptivo reportado en este capítulo es al menos 

prometedor en esta línea.  

Aun así, la baja capacidad institucional para supervisar el cumplimiento de las condiciones acordadas 

da cuenta de una limitada capacidad de gestionar el riesgo de reincidencia - en el sentido de 

monitorear y de tomar acciones ante la emergencia de nuevos riesgos para las víctimas o la sociedad. 

Por ello, se hace difícil sostener, en base a la evidencia presentada, que en el sistema de justicia 

criminal chileno predomine una lógica de trabajo basada en el gerencialismo penal, dado que su 

escasa capacidad para supervisar los casos suspendidos impide monitorear o vigilar las interacciones 

sociales futuras de los infractores favorecidos con ella.  

Por otra parte, considerando los problemas de la justicia criminal chilena para supervisar el 

cumplimiento de las condiciones impuestas, se dificulta sostener en qué medida eventuales efectos 

de la suspensión del proceso en la prevención del delito sean atribuibles a su capacidad específica 

para generar efectos disuasivos o resocializadores. En este contexto, los hallazgos sugieren que sería 

más bien la adecuada selección del perfil de infractores a quienes se beneficia con la suspensión del 

proceso la que podría estar generando efectos de prevención terciaria del delito. En otras palabras, en 

un contexto de baja supervisión y escasa capacidad de intervención de los casos suspendidos, las 

negociaciones entre fiscales y defensores están correctamente orientadas a seleccionar casos de 

infractores de bajo riesgo de reincidencia para ser objeto de la suspensión del proceso. En cambio, la 

información disponible no permite estimar si lo que inhibe de cometer futuros delitos a gran parte de 

este grupo de infractores es el efecto disuasivo de una intervención penal de baja intensidad o que la 

pronta separación de los casos del proceso penal evita los efectos asociados al estigma y la desviación 

secundaria, en línea con las predicciones formuladas por las teorías del etiquetamiento en 

criminología.  

c. La (in)satisfacción las necesidades de víctimas e imputados y la crisis de confianza en la 

utilidad de la suspensión del proceso 

Los hallazgos de este capítulo muestran además que la capacidad de la suspensión del proceso de 

constituirse como un espacio para promover la resolución de los conflictos subyacentes a la comisión 

de los delitos es limitada. Por diversas razones la suspensión del proceso no consigue ser utilizada 
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por el sistema de justicia criminal chileno como un mecanismo que permita satisfacer efectivamente 

los intereses o necesidades de las víctimas. Por una parte, si bien es usual que se use la suspensión 

del proceso para acordar condiciones que buscan brindar protección a las víctimas, la debilidad 

institucional para monitorear su cumplimiento dificulta que esta se esté garantizando en la práctica o 

que las víctimas perciban que estas definiciones judiciales se reflejen en acciones efectivas (Fandiño 

et al, 2017). Por otra parte, a lo largo de los años se observa que la disposición a acordar condiciones 

orientadas a reparar a las víctimas se ha mantenido baja, incluso en delitos donde se generan daños 

materiales a otras personas (fraudes, delitos contra la propiedad) o contra la sociedad 

(daños/desórdenes públicos). La misma falta de interés se observa en el uso de la suspensión del 

proceso como mecanismo para vincular a los infractores con agencias del Estado que puedan 

prestarles servicios sociales que permitan recomponer sus con la sociedad, haciendo ilusoria la 

aspiración de un modelo familiar o médico de Justicia Criminal.  

A nivel cualitativo emergen algunos elementos que permitirían sostener que la menor disposición a 

acordar condiciones orientadas a la reparación de las víctimas y el tratamiento de los infractores 

podría vincularse con la falta de confianza de fiscales y defensores en la capacidad del sistema de 

justicia criminal de garantizar su cumplimiento. Sin embargo, en términos más globales, la evidencia 

generada en este capítulo sugiere que el uso mismo de la suspensión del proceso en cuanto respuesta 

viable del sistema de justicia criminal podría estarse viendo afectada no solo por una reducción en el 

universo de infractores sin antecedentes penales cuyos procesos estén legalmente habilitados para ser 

suspendidos, sino que también por una pérdida de legitimidad del mecanismo de la suspensión del 

proceso entre los actores judiciales en Chile. Esto último estaría siendo impulsado por la pérdida de 

confianza de los actores judiciales en la capacidad de la suspensión del proceso para satisfacer 

objetivos más sustantivos dentro de la justicia criminal, relacionados con su utilidad para generar 

instancias reales de intervención a los infractores o al menos de dar soporte efectivo a las víctimas de 

los delitos. Esto permitiría explicar, por ejemplo, la menor frecuencia con que está siendo usada la 

suspensión del proceso en la primera audiencia judicial – pues posiblemente los actores judiciales 

están esperando levantar a lo largo del proceso mayores garantías de que los infractores beneficiados 

no volverán a delinquir en el futuro-, así como las aprensiones institucionales expresadas en la 

progresiva limitación a nivel reglamentario que se ha venido imponiendo al uso de la suspensión del 

proceso, particularmente por parte de la fiscalía. 

2.7 Limitaciones y futuros estudios 

Este capítulo deja algunos aspectos sin explorar o con un potencial de ser profundizados en futuras 

investigaciones, así como limitaciones relacionadas con los datos.  
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La limitación más relevante radica en la imposibilidad de vincular la información contenida en los 

datos del poder judicial con las variables vinculadas al contenido de las condiciones acordadas, 

registrado únicamente en las bases de datos del Ministerio Público. Relacionar estas dos piezas de 

información en el futuro permitiría vincular la información sobre las condiciones otorgadas con el 

resto de las variables y poder indagar en asociaciones entre estas y la probabilidad de que se acuerden 

determinadas clases o combinaciones de condiciones, entre otros ejercicios estadísticos de interés.  

Otra limitación de este capítulo es la inexistencia de información más granulada que registre reportes 

de incumplimientos de las condiciones acordadas, lo que sumado a la baja disposición de los actores 

judiciales para revocar casos suspendidos limita la capacidad de medir más específicamente la 

eficacia y eficiencia real de la suspensión del proceso, más allá de la valoración general en ambas 

materias, que igualmente constituye uno de los aportes de este capítulo 

A pesar de lo anterior, el análisis exploratorio realizado en este capítulo entrega información valiosa 

sobre cómo está siendo usada a nivel general la suspensión del proceso, el contenido de los acuerdos 

arribados para otorgarla, y las falencias en los mecanismos para supervisarla. Asimismo, deja abiertos 

temas como la comprensión de los factores que condicionan el uso de la suspensión del proceso, así 

como la comprensión más profunda de las prácticas que llevan a cabo los actores judiciales para 

negociar en torno al uso de la suspensión del proceso, los que serán abordados extensamente en los 

capítulos siguientes. Sin embargo, este capítulo también abe algunos aspectos que por exceder los 

alcances de esta investigación doctoral deberán ser objeto de futuras investigaciones. 

El primero tiene que ver con comprender las trayectorias futuras de las personas que son beneficiadas 

con la suspensión del proceso, tanto las que luego de ello no vuelven a ser perseguidas penalmente, 

como aquellas que reiteran su comportamiento infractor en el futuro. Indagar en las diferencias entre 

ambos grupos es relevante desde la perspectiva de las teorías del desistimiento (para intentar 

comprender porque unos dejan de tomar contacto con la justicia penal y otros persisten en su 

comportamiento infractor) pero también en términos más amplios porque los segundos podrían 

tratarse de personas que estén iniciando trayectorias delictivas. En este mismo sentido, esta 

investigación sienta las bases para poder realizar una evaluación de impacto que establezca si existe 

un efecto del uso de la suspensión del proceso en indicadores como la reincidencia delictiva. 

La decisión de los fiscales para no revocar la suspensión del proceso en casos donde las personas 

imputadas han sido nuevamente formalizadas mientras está vigente el plazo de seguimiento es un 

aspecto tangencialmente abordado en este capítulo y que también podría ser profundizado en el 
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futuro, considerando que la tabla 2.8 sugiere que existen diferencias a nivel descriptivo en la 

probabilidad de la suspensión del proceso sea revocada para diferentes tipos de delitos.  

Finalmente, este capítulo ha permitido avanzar en la comprensión del funcionamiento del sistema de 

justicia criminal tomando como base la estructura conceptual previa generada en torno a la literatura 

sobre los modelos que permiten sistematizar la diversidad de acciones que se realizan en la justicia 

criminal en torno a un set de objetivos definidos. Analizar el rendimiento de la suspensión del proceso 

bajo este marco conceptual constituye en sí mismo un avance, porque permite formular en juicio 

empírico (poco común en base a la literatura previa sobre suspensión del proceso) bajo un marco 

conceptual común que organiza y defina cuales son los objetivos buscados por las instituciones que 

participan del sistema de justicia criminal, permitiendo continuar modelando conceptualmente las 

acciones que realizan los actores judiciales para satisfacer estos objetivos desde un mecanismo, como 

la suspensión del proceso, escasamente considerado en esta literatura hasta la fecha.  

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

 

CAPITULO 3. ¿Qué hiciste? ¿Quién eres? ¿Dónde fuiste juzgado? Análisis multinivel de la 

decisión de suspender el proceso en la justicia criminal fuiste juzgado.  
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CAPÍTULO 3.  

¿Qué hiciste? ¿Quién eres? ¿Dónde fuiste juzgado? 

Análisis multinivel de la decisión de suspender el proceso en la justicia criminal  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



64 
 

3.1 Resumen 

La creciente carga de trabajo que debe afrontar la administración de justicia en distintos países ha 

incentivado el uso de salidas tempranas en el proceso penal, para enfocar la persecución penal en los 

delitos más graves y mitigar los riesgos de etiquetado y desviación secundaria. Aunque el uso de 

poderes discrecionales por parte de los fiscales es extendido en países anglosajones, estos solo han 

ganado relevancia en América Latina tras las reformas de la justicia penal iniciadas a principios de la 

década de 2000. Por tanto, las disparidades que puede generar el ejercicio de la discrecionalidad en 

la justicia criminal se han mantenido inexploradas en esta parte del mundo.  

Este capítulo examina, mediante el uso de modelos multinivel, la relación entre factores vinculados 

con características de los casos judiciales y con características de los tribunales que los juzgan, y la 

probabilidad de acordar la suspensión del proceso durante la primera audiencia judicial en los 

tribunales chilenos, país cuyo sistema legal unitario proporciona un contexto único para analizar 

disparidades entre distintas jurisdicciones. Además de mostrar el efecto de ambas clases de variables, 

los resultados evidencian que el contexto en que funciona un tribunal influye en la resolución de los 

casos judiciales, y que su peso relativo es mayor al tomar decisiones tempranas en torno a la 

suspensión del proceso que el que se evidencia en estudios previos sobre decisiones más tardías, como 

las que giran en torno a la dictación de las sentencias. Se discuten los alcances de los hallazgos en el 

marco de las teorías sobre la toma de decisiones en la justicia penal, con especial foco en el enfoque 

de las “cortes como comunidades”, bajo el supuesto que la suspensión del proceso al ser una decisión 

negociada que se discute en etapas tempranas del proceso penal es tomada en condiciones de mayor 

igualdad entre fiscales y defensores que decisiones tomadas más tardíamente durante el proceso penal.  
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3.2 Introducción 

En las últimas décadas, el creciente volumen de casos que fiscales y tribunales deben tramitar como 

consecuencia de la mayor vigilancia policial y la ampliación del catálogo de delitos (Wright, 2012) 

ha llevado a las instituciones de justicia penal de distintos países a promover la entrega de facultades 

para suspender tempranamente el proceso penal respecto de delitos de mediana y baja entidad 

cometidos por infractores primerizos. Con ello, se aspira a satisfacer diversos objetivos relevantes 

para la justicia penal. Primero, permiten focalizar la persecución penal en delitos más graves o en 

delincuentes persistentes (Muller-Smith, 2020). Asimismo, permiten evitar el contacto prolongado de 

infractores adolescentes u otras personas perseguidas penalmente por primera vez con las 

instituciones de la justicia penal con miras a evitar el etiquetamiento y generar procesos de desviación 

secundaria que pueden solidificar trayectorias delictivas incipientes, (Lemert, 1951; Becker, 1963; 

McAra y McVie, 2010), evitando además la imposición de condenas que dejan registros públicos que 

los consoliden. Finalmente, también se ha atribuido a la suspensión del proceso un rol en el manejo 

de la carga de trabajo por parte de las agencias a cargo de la justicia criminal con miras a hacer una 

gestión más eficiente de los recursos públicos utilizados en la persecución penal (Baratta, 1986; Duce 

y Riego, 2011).  

La progresiva transferencia de facultades desde los jueces hacia los fiscales, junto con la anticipación 

de las etapas del proceso penal en las que se pueden imponer sanciones a los acusados (y que tiene 

como consecuencia que se decida sobre ellas con información de menor calidad), han forjado un 

nuevo campo dentro de justicia penal: el de la discrecionalidad en etapas tempranas del proceso penal, 

un fenómeno emergente que, con solo con algunas notables excepciones (Johnson, 2005; Johnson, 

2006; Franklin, 2010; Muller-Smith, 2020), no ha sido mayormente estudiado. Comprender su 

funcionamiento es relevante principalmente si se considera que otros espacios de discrecionalidad del 

proceso penal ya han mostrado crear oportunidades para producir respuestas dispares respecto de 

casos similares (Kramer et al, 1996; Kutateladze, 2014).  

Ha sido la preocupación por las disparidades que puede generar en las decisiones judiciales el uso de 

facultades discrecionales, lo que ha llevado a indagar en los factores que las explican. Si bien variables 

consideradas en la ley como criterios habilitantes para su ejercicio, como el tipo de delito y los 

antecedentes previos de los acusados han sido relevadas como elementos que son esperablemente 

tomados en cuenta los actores judiciales para decidir en qué casos ejercerlas (Demuth, 2003; Spohn, 

2009), tradicionalmente muchas de las disparidades han sido observadas por la consideración de 

factores extralegales tales como el sexo y la clase social en la toma de estas decisiones (Myers, 1988; 

Sporer y Goodman-Delahunty, 2009; Carvacho, Droppelmann y Mateo, 2023). Sin embargo, estos 



66 
 

factores extralegales no solo estarían relacionados a características de los casos judiciales, sino que 

como se ha comenzado a comprender más recientemente, el contexto en que funcionan la justicia 

criminal, incluyendo las características de jueces y fiscales (Green y Heilbrun, 2011; Carvacho, 

Droppelmann y Mateo, 2023) y diversas características de los tribunales (Ulmer y Johnson, 2004) 

constituyen además factores relevantes para comprender el ejercicio de la discrecionalidad en el 

proceso penal.  

Las perspectivas teóricas que han sido construidas considerando esta evidencia, como el enfoque de 

la como el de la “evitación de la incertidumbre” (Alboneti, 1988; 1991) y el de las “preocupaciones 

focales” (Steffensmeier et al, 1998; Kramer y Ulmer, 2009; Galvin y Ulmer, 2021), han sido 

formuladas principalmente en base a decisiones que se toman en etapas tardías del proceso penal y 

en las que predomina el poder de decisión de un actor específico, como ocurre cuando los jueces 

imponen penas (Albonetti, 1986; 1988; 1991; Spohn, 1990) o cuando los fiscales negocian cargos o 

la duración de las condenas (Mackenzie, 2005; Kramer & Ulmer, 2009; Johnson y Larroulet, 2019). 

Por ello, aun no es del todo claro si estas teorías son extrapolables a decisiones - como la de suspender 

el proceso - que se toman mayormente en momentos iniciales proceso judicial, y por ende con niveles 

mucho más precarios y provisionales de información sobre los casos juzgados y en contextos más 

abiertos de negociación entre fiscales, jueces y defensores. Los esfuerzos por comprender los factores 

que explican las decisiones judiciales tomadas en etapas tempranas del proceso penal han sido 

excepcionales (Albonetti y Hepburn, 1996; Schlesinger, 2013), constituyendo esto último un ámbito 

de la justicia criminal cuyo funcionamiento se ha mantenido mayormente inexplorado. 

En este marco, el presente estudio explora los factores que explican la decisión de usar la suspensión 

del proceso en etapas tempranas del proceso penal, distinguiendo entre aquellos relacionados con 

características de los casos (nivel individual) y aquellos relacionados con características de los 

tribunales donde se toman esas decisiones (nivel contextual). Para ello se emplean modelos 

estadísticos multinivel, los que permitan indagar si las diferencias en la decisión de utilizar la 

suspensión del proceso que se observan entre distintos tribunales se explican sólo por las 

características de los casos que conocen o también por características relacionadas con los tribunales 

donde se toman estas decisiones, entre otras, su carga de trabajo, la composición étnica o 

socioeconómica de las personas acusadas por ellos (Ulmer y Johnson, 2004), el contexto urbano o 

rural en el que se desempeñan (Carvacho, Droppelmann y Mateo, 2023). Dado que la suspensión del 

proceso requiere del consentimiento tanto del fiscal como del acusado por medio de su defensa, la 

interpretación de los resultados será realizada no solo considerando los enfoques teóricos sobre toma 
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de decisión en la justicia penal de carácter individual, sino que también serán explicados dese el 

enfoque de las “cortes como comunidades” (Eisenstein, Flemming, y Nardulli, 1988) 

Chile ofrece un contexto especialmente propicio para analizar este fenómeno. A diferencia de otros 

países latinoamericanos y de Estados Unidos—donde se concentra gran parte de la investigación, 

Chile cuenta con un sistema de gobierno unitario y no federal. Por ello, la aplicación uniforme de un 

mismo marco jurídico para todo su territorio permite medir con mayor claridad la influencia de 

factores extralegales en potenciales diferencias en la toma de decisiones que tienen lugar entre 

distintas jurisdicciones. Hasta la fecha, el efecto de ser juzgado por casos similares en distintas 

jurisdicciones (Ulmer, Kurlychek y Kramer, 2007; Kutateladze et al, 2014) y la influencia multinivel 

del contexto en que funciona cada tribunal en esas decisiones (véase Johnson, 2006; Franklin, 2010; 

Nowacki, 2018) se ha explorado principalmente en países federales como Estados Unidos, pero sigue 

sin explorarse en contextos normativos e institucionales diferentes a los de este país. 

Para este propósito, este capítulo se organiza de la siguiente manera: primero se define la idea de 

“discrecionalidad” en los estudios sobre justicia penal, se reporta la evidencia sobre los factores 

individuales y contextuales que explican su variabilidad, se describen los enfoques teóricos existentes 

sobre procesos de toma de decisión en la justicia penal, y se describe la estructura del mecanismo de 

la suspensión del proceso en los sistemas de justicia penales. Luego, se reporta el marco metodológico 

y la estrategia de análisis multinivel utilizada. Los hallazgos dan cuenta de los efectos en la decisión 

de hacer uso de la suspensión del proceso en la primera audiencia judicial de los distintos factores 

indagados a nivel de caso y de tribunales y permiten discutir si la suspensión del proceso permite 

cumplir los objetivos político-criminales que justificaron su creación, e interpretarlos en el marco de 

las teorías antes mencionadas.  

a. Discrecionalidad: una ruta potencial hacia la desigualdad en la toma de decisiones 

La discrecionalidad es inherente a las instituciones del sistema de justicia penal. Éstas, así como las 

personas que trabajan en ellas, están dotadas por ley de poderes para tomar decisiones durante el 

proceso penal generalmente conceptualizados como "facultades discrecionales". En ocasiones, la ley 

establece reglas que permiten a los actores judiciales aplicar rangos de sanciones o aceptar o rechazar 

que los procesos penales sigan ciertos caminos que en parte se justifican por los requerimientos que 

supone tener satisfacer necesidades diferentes al momento de resolver judicialmente cada caso 

individual (Hopkins, 2013). 

Las investigaciones seminales en este campo pusieron su foco en primer lugar en las facultades 

discrecionales de los jueces, dando cuenta de la existencia de disparidades injustificadas en la 
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imposición de penas por parte de los tribunales en los Estados Unidos (Thomson et al, 1981; Johnson, 

2003), la que también se han observado más recientemente en países latinoamericanos (Carvacho, 

Droppelmann y Mateo, 2023). Sin embargo, las restricciones que se han impuesto a las facultades 

discrecionales de los jueces durante las últimas décadas han transformado ahora a los fiscales en los 

principales responsables de la toma de decisiones en el sistema de justicia penal (Mccoy, 1984: Engen 

y Steen, 2000), por lo que a medida que se ha generado una mayor neutralidad y uniformidad en las 

sentencias judiciales, la disparidad ha comenzado a emerger en las decisiones que toman los fiscales 

durante el proceso penal (Johnson et al, 2015) 

Esto ha llevado progresivamente a prestar mayor atención a los procesos de toma de decisiones de 

los fiscales, indagando en las disparidades que generan sus decisiones. La discrecionalidad de los 

fiscales ha demostrado dar lugar a diferencias al acceder a sentencias rebajadas, previo 

reconocimiento de responsabilidad (Kutateladze et al, 2015), en el reconocimiento de atenuantes de 

la responsabilidad penal (Spohn y Fornango, 2009) y en la decisión de ofrecer penas alternativas a la 

cárcel (Cano y Spohn, 2012). Muchas de esas diferencias también generan disparidades en el tipo y 

la gravedad de la respuesta que la justicia penal da finalmente a un caso (Ulmer, Kurlychek y Kramer, 

2007). 

Pero la discrecionalidad no solo se manifiesta en las decisiones finales del proceso penal, sino que 

también en decisiones tomadas en etapas tempranas del mismo, como, por ejemplo, al momento de 

la formulación inicial de cargos. La evidencia sobre inequidades en esta decisión es mixta, pues 

algunos estudios han logrado mostrado disparidades en al momento de la formulación de cargos 

(Alboneti, 1987; Romain y Freiburger, 2013; Kutateladze et al. 2012 Johnson et al. 2016), mientras 

otros estudios solo muestran evidencias limitadas o nulas en favor de esta tesis (Franklin 2010, 

Holmes et al. 1987, Kingsnorth et al. 1998, Wooldredge et al. 2005). Del mismo modo, se han 

observado desigualdades en la decisión de desestimar los cargos penales una vez presentados 

(Wooldredge y Thistlethwaite, 2004; Lapsey, Campbell y Benítez, 2023) y en la decisión de 

desestimar los casos después de haber sido formulados (Franklin et al., 2010), para la cual algunos 

estudios sugieren que la razón por la que los acusados pertenecientes a minorías obtienen mejores 

resultados que los acusados blancos en algunos casos de desestimación es que los fiscales tratan de 

corregir las consecuencias de detenciones incorrectas u otros problemas relacionados con la calidad 

de los casos, haciéndose en realidad cargo de disparidades que vendrían del uso de facultades 

discrecionales de la policía (Barnes y Kingsnorth, 1996; Gelman et al., 2007). 

Sin embargo, si la discrecionalidad está conduciendo a disparidades específicamente en el uso de la 

suspensión del proceso es un tema que aun ha sido poco explorado (para dos notables excepciones, 
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véase Albonetti y Hepburn, 1996; Schlesinger, 2013). Indagar sobre las disparidades en el uso de este 

mecanismo es especialmente relevante si se tiene en cuenta que una de las condiciones inherentes a 

la toma de decisiones en la justicia penal, como comentamos más adelante, es el nivel incompleto de 

información que los actores judiciales tienen sobre los casos sobre los que deben pronunciarse. Esta 

condición se expresa con mayor intensidad en las primeras fases del proceso penal, especialmente en 

las primeras audiencias, en las que los fiscales y defensores deben decidir si ofrecen o aceptan el uso 

de la suspensión del proceso. 

b. Factores individuales y contextuales que explican la discrecionalidad judicial 

Las diferencias en el ejercicio de facultades discrecionales comenzaron a ser indagadas en relación a 

la actividad judicial de dictación de sentencias (Spohn, 1990; Engen, 2000) respecto de la cual se 

comenzó a dar cuenta en la justicia penal de los Estados Unidos de como factores extralegales como 

la raza generaba sentencias más largas en acusados afroamericanos respecto a otros grupos para 

delitos similares, lo que se explicaba por la mayor disposición de la fiscalía a imponer a estas personas 

cargos que acarrean luego la imposición de sentencias de cárcel obligatorias (Rehavi et al, 2014). 

Otros factores extralegales como el género y la edad del acusado han estado tradicionalmente también 

vinculados a las disparidades en la imposición de las penas (Wooldredge, 2010; Van Wingerden Van 

Wilsem y Johnson, 2016; Steffensmeier, Painter-Davis y Ulmer, 2017; Freiburger, 2020). Más 

recientemente, se ha mostrado también que otros factores extralegales como la educación, el estado 

civil y la situación laboral del acusado (Mamak et al, 2022), el consumo de drogas del acusado y la 

asistencia a la escuela (Carvacho, Droppelmann y Mateo, 2023) dan lugar a sesgos en los procesos 

de toma de decisiones por parte de los jueces en la imposición de las sentencias.  

Pero los estudios realizados en este campo no solo han observado desigualdades relacionadas con las 

características individuales de los casos, sino también a factores contextuales. Un grupo de ellos se 

focalizan en características de los jueces que dictan las sentencias, tales como su edad, sexo, religión 

u orientación política (Myers, 1988; Sporer y Goodman-Delahunty, 2009; Carvacho, Droppelmann y 

Mateo, 2023); el otro, corresponden a características de los tribunales donde estas son dictadas, tales 

como el tamaño del tribunal, su cultura organizativa , su carga de trabajo, o la composición racial y 

étnica del territorio donde este opera (Britt, 2000; Kautt, 2002; Fearn, 2005; Ulmer & Johnson, 2004; 

Johnson, 2006).  

Los esfuerzos por examinar como inciden las características de los tribunales o los lugares donde 

estos funcionan en las decisiones que se toman durante etapas tempranas del proceso penal están 

mayormente ausentes en la literatura que examina la discrecionalidad en la justicia penal. Sin 
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embargo, al menos dos grupos de estudios han indagado en ellas. En primer lugar, una serie de 

estudios dirigidos por Brian Johnson han indagado en como las decisiones que se toman en torno a la 

dictación de las sentencias (duración de la pena, probabilidad de encarcelamiento, desviación de las 

directrices de sentencias) son influidas por el tamaño de los tribunales, su carga de trabajo, o su cultura 

organizacional (Johnson, 2005; Johnson, 2006; Johnson, Ulmer y Kramer, 2008). Por otra parte, una 

investigación desarrollada por Franklin (2010) indaga en cambio en como las decisiones de 

desestimar casos varían ampliamente entre tribunales de distintos territorios, mostrando como las 

comunidades con mayores niveles de heterogeneidad racial/étnica, de mayores niveles de pobreza y 

con mayor concentración de delitos violentos experimentaron aumentos en las probabilidades de 

desestimación de casos. 

c. Procesos de toma de decisión en la justicia penal 

La existencia de facultades discrecionales entregadas por la ley a los actores judiciales ha generado 

interés en comprender los factores que condicionan los procesos de toma de decisiones que llevan a 

cabo al ejercerlas, y si éstos abren potencialmente espacio para que dichas decisiones se tomen sobre 

la base de sesgos implícitos de los actores judiciales. Se trata de un campo de investigación cuyos 

orígenes se remontan a los trabajos de Celesta Albonetti, quien, a finales de los años ochenta y durante 

los años noventa, realiza diversos aportes teóricos y empíricos a la “perspectiva de la evitación de la 

incertidumbre” (uncertainty avodaince) planteada originalmente por March y Simon (1965), Cyert y 

March (1963) y Thompson (1967) como marco teórico más general para la sociología organizacional. 

Este sostiene que los responsables de la toma de decisiones en las organizaciones operan a partir de 

un conocimiento limitado tanto de las alternativas disponibles como de las consecuencias de 

determinadas decisiones. Así, para hacer frente a la incertidumbre derivada de un conocimiento 

incompleto de la realidad sobre la cual se toma una decisión, los responsables de tomarlas actúan a 

partir de esquemas de "racionalidad limitada", basándose sus decisiones en “respuestas pautadas” que 

han funcionado en el pasado. 

Aplicado a la justicia penal, Albonetti (1986; 1987; 1991) describe cómo la toma de decisiones 

judiciales se realiza utilizando atajos cognitivos que permiten a los jueces evitar la incertidumbre 

generada por tener que pronunciarse sobre asuntos complejos que afectan a los derechos de las 

personas en contextos de racionalidad limitada, es decir, en poco tiempo y con niveles bajos o 

incompletos de información sobre los casos que deben resolver. Los jueces (pero también los fiscales) 

suelen gestionar la incertidumbre creando "respuestas estandarizadas" para sus decisiones. Estas 

respuestas se ven influidas por un proceso de atribución en el que quienes toman decisiones evalúan 

la probabilidad de que un acusado pueda volver a ser perseguido penalmente en el futuro, para 
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formarse juicios sobre su potencial de reincidencia y su potencial de rehabilitación. Este proceso 

implica el uso de atajos cognitivos, evaluando aspectos que la ley no considera para la resolución de 

los casos, como la raza del acusado, su género o estereotipos ligados a su estatus social (Albonetti, 

1987) 

Con miras a ofrecer una explicación a las respuestas estandarizadas que toman los jueces en estos 

contextos de racionalidad limitada es que surge el enfoque teórico de las preocupaciones focales" 

(focal concerns). La atribución de responsabilidad que hacen estos actores en los contextos judiciales 

caracterizados por bajos niveles de información estaría guiada por un set definido de preocupaciones 

que guían o condicionan las decisiones en torno a la dictación de las sentencias. Estas preocupaciones 

serian: i) la "culpabilidad", en función de la cual la responsabilidad es atribuida en función de criterios 

como el daño causado por el delito cometido, la vulnerabilidad de la víctima, y el protagonismo del 

acusado en el delito (todas variables que tributan a la idea de “proporcionalidad”); ii) la "protección 

de la comunidad", que permite atribuir responsabilidad en función de la probabilidad percibida de 

reincidencia en base a los antecedentes sobre el comportamiento previo del infractor y su historia 

criminal; iii) las "limitaciones prácticas", en virtud de las cuales la atribución de responsabilidad 

queda condicionada por los costos económicos que puede tener la decisión para otras instituciones a 

cargo de ejecutarlas, y iv) la "recuperabilidad", que implica atribuir responsabilidad considerando una 

evaluación de las necesidades de reinserción del acusado (Steffensmeier et al, 1998; Kramer y Ulmer, 

2009; Galvin y Ulmer, 2021). 

Sin embargo, el enfoque de las preocupaciones focales fue generado para ofrecer una explicación de 

los procesos de toma de decisión de los jueces al momento de dictar las sentencias (Steffesnmeir et 

al 1996). Y si bien más recientemente se ha extendido su uso para tratar de explicar también decisiones 

de los fiscales (Jacoby y Ratledge, 2016), en uno y otro escenario se ha utilizado para explicar 

decisiones que ocurren más bien en etapas tardías – y no tempranas – del proceso penal. Por al menos 

dos motivos, un enfoque como el de las preocupaciones focales podría no ser extrapolables a 

decisiones tempranas como la de suspender el proceso: primero, porque se trata de una decisión que 

se toma en escenarios donde se alcanzan acuerdos conjuntos entre fiscales y defensores donde se 

despliega una discrecionalidad conjunta con mayores niveles de igualdad negociadora en ambos 

actores que en etapas más avanzadas del proceso penal; y segundo porque desconocemos si aquello 

que preocupa a los defensores y que podrían estar considerando para atribuir o no responsabilidad a 

un caso corresponden a los mismo elementos que consideran jueces y fiscales conforme al enfoque 

al enfoque de las preocupaciones focales. 
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Por este motivo, la toma de decisiones conjunta entre actores judiciales que se produce durante la 

negociación de la suspensión del proceso podría ser teóricamente mejor explicada desde un enfoque 

como el de las “cortes como comunidades” (Eisenstein, Flemming y Nardulli, 1988). Basándose en 

los marcos conceptuales de la sociología de las comunidades (Bell y Newby, 1974; Elias, 1974), los 

tribunales se conciben como “comunidades judiciales” porque son organizaciones que requieren que 

sus actores (fiscales, defensores y jueces) desarrollen sus actividades en un lugar de trabajo común, 

pero actúen de forma interdependiente. Así, sería principalmente la interdependencia generada por la 

residencia en un espacio físico común, la que generaría un interés compartido entre los actores 

judiciales, aunque institucionalmente cada uno de ellos deba cumplir roles diferentes en el proceso 

penal. 

El enfoque de las “cortes como comunidades” asume que las decisiones que toman los actores 

judiciales no se toman mecánicamente en la dirección previamente definida por los legisladores 

(Eisenstein, Flemming y Nardulli, 1988). De esta manera, sus decisiones estarían moldeadas no sólo 

por la disposición de normas jurídicas sino también por sus personalidades, sus valores personales, 

pero principalmente por las rutinas de trabajo que fiscales, jueces y defensores penales generan en 

sus interacciones conjuntas en los tribunales y por la estabilidad que un mismo equipo de trabajo 

judicial logra a lo largo del tiempo (Haynes, Ruback y Cusick, 2008). Por ello, el fenómeno social 

que este marco teórico quiere describir no son las decisiones individuales de cada actor judicial, sino 

que las decisiones generadas por la discrecionalidad conjunta generada a partir de la interacción entre 

fiscales, jueces y defensores (Ulmer, 2012). Esta perspectiva teórica traslada preguntas propias de la 

sociología de las comunidades al estudio de la justicia penal, vinculadas con la comprensión de las 

relaciones de interdependencia entre los miembros de la comunidad judicial y con el funcionamiento 

de las estructuras de poder entre ellos y las organizaciones que los agrupan, los que sin embargo 

suelen recibir respuestas más pertinentes de los enfoques metodológicos cualitativos. 

Desde este enfoque se modelado el concepto de "cultura jurídica del tribunal" como elemento que 

explica la toma de decisiones del grupo de trabajo judicial en función de sus creencias comunes y 

actitudes compartidas (Eisenstein, Flemming y Nardulli, 1988). Bajo ese supuesto, se vuelve 

relevante no sólo entender las diferencias en el contexto social u organizativo de los distintos 

tribunales, sino también si factores individuales como la incorporación de actores judiciales privados 

a un caso (como los defensores privados o los abogados de las víctimas) pueden explicar las 

diferencias en la toma de decisiones de los grupos de trabajo de la sala. Ambas cuestiones requieren 

ser indagadas mediante enfoques metodológicos pertinentes para observar si diferencias en las 
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culturas judiciales generan diferencias territoriales en las respuestas de la justicia penal en un mismo 

país (Engen et al, 2002). 

 
3.3 Marco metodológico 

a. Datos y muestra analítica 

Este estudio emplea un enfoque cuantitativo para explorar los factores que explican la decisión de 

utilizar la suspensión del proceso en los tribunales penales chilenos a nivel individual (vinculados a 

características de los casos, del delito, de los acusados y de las víctimas) y los atribuibles al contexto 

en que se toman estas decisiones (vinculados a características de los tribunales que las toman) 

Para ello, se utilizan datos administrativos del Poder Judicial Chileno (específicamente, registros 

levantados desde los Juzgados de Garantía a nivel nacional) para generar variables a nivel 

individuales y algunas variables a nivel de contexto (carga de trabajo del tribunal, tasa de extranjeros 

formalizados y tasa de uso de prisión preventiva). Asimismo, se utilizaron también datos 

administrativos de otros órganos del Estado de Chile, con registros de caracterización socioeconómica 

a nivel de comuna, las que serán usadas para generar variables contextuales relacionadas con 

características de los territorios sobre los cuales ejercen sus funciones los distintos tribunales de 

garantía analizados. 

El set de datos judiciales completos contiene el registro de 5.372.983 investigaciones penales (RIT50) 

iniciados en todos los juzgados de garantía chilenos entre el 01 de enero de 2007 y el 31 de diciembre 

de 2019. Para el análisis de los procesos de toma de decisión sobre la suspensión del proceso, los 

registros fueron limitados temporalmente a 329.889 investigaciones iniciadas entre el 01 de enero de 

2018 y el 31 de diciembre de 2018, pero que concluyeron judicialmente antes del 17 de octubre de 

201951. Sin embargo, para otros propósitos estadísticos (especialmente para construir variables 

 
 

50 El RIT es la sigla de “Rol Interno del Tribunal”, y corresponde al identificador usado por el Poder Judicial para 

individualizar una investigación penal. Cada investigación puede contener a 1 o más personas a las que se atribuyen 1 o más 

cargos diferentes. 
51 El límite inferior (casos iniciados a partir del 1 de enero de 2018) y el límite superior (casos iniciados hasta el 31 de 

diciembre de 2018, pero cerrados no después del 17 de octubre de 2019) se utilizó para capturar una muestra de casos de un 

año completo no afectado por eventos sociales anómalos como los que tuvieron lugar en Chile en los años posteriores a 

2018 (el estallido social chileno en 2019, y la pandemia de Covid-19 de 2020 a 2022). De octubre a diciembre de 2019 se 

produjo un shock de ingresos de casos penales y un uso masivo de la suspensión del proceso que ha sido atribuido a la 

persecución de actos cometidos en el contexto del proceso de estallido social que tuvo lugar durante esos meses (como se 

reporta en Morales, Figueroa y Bustamante, 2019). Los datos de 2020 a 2022 fueron excluidos del análisis, ya que durante 

ese período de tiempo se produjo en Chile un segundo shock de ingresos y un uso masivo de la suspensión del proceso. 

Como se informa en el anuario estadístico de la fiscalía (2020; 2021; 2022), un 20% de los casos iniciados durante esos 

años puede atribuirse a la persecución de delitos relacionados con infracciones a las restricciones de movilidad por 
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vinculadas con antecedentes penales previos), fueron utilizados los registros completos del periodo 

2007 – 2019. Luego de excluir 35.262 investigaciones que terminaron en etapas previas a la 

formalización de cargos52, los registros dan cuenta de un total de 294.627 investigaciones penales. 

Sin embargo, la unidad de análisis de este capítulo, corresponden a 329.784 casos judiciales 

(contabilizadas como personas anidadas dentro de investigaciones). Para efectos de este análisis se 

contabiliza como un caso, el registro de una persona determinada que es formalizada en el contexto 

de una investigación penal por uno o más cargos ante un tribunal de garantía. Por ende, una 

investigación tendrá tantos casos como personas formalizadas (sujetas a cargos criminales) existan 

en ella, sin importar el número de delitos que se atribuya a cada una de ellas.   

El número de casos es superior al número de investigaciones, pues en cada una de estas últimas es 

posible atribuir la comisión de delitos a 1 o varias personas. Esta decisión se justifica porque dentro 

de una misma investigación (RIT) es posible perseguir penalmente a 2 o más personas, siendo posible 

acordar el uso de la suspensión del proceso respecto de una de ellas y no de otro, motivo por el cual 

es razonable generar diferentes identificadores dentro de una misma investigación cuando en ella son 

imputados 2 o más personas diferentes. Por el contrario, se intencionó no conservar identificadores 

distintos para una misma persona cuando esta fue imputada por dos o más delitos dentro de un mismo 

caso, pero si generar en estas situaciones una variable que identifique que una determinada persona 

fue formalizada por dos o más delitos respecto del mismo caso. Esto luego permitirá observar si 

existen diferencias en las decisiones que se toman sobre los casos judiciales respecto de personas que 

han sido formalizada solo por uno o por varios delitos53.  

El siguiente esquema muestra cómo se generó la muestra analítica a partir del universo inicial de 

casos disponibles en la base de datos 

 

 

 
 

pandemia. Ambas situaciones sociales que representan una situación anómala para los análisis de este estudio y justifican 

la exclusión de los datos entre octubre de 2019 a diciembre de 2022. 
52 Su exclusión se justifica porque se trata de casos donde no es posible potencialmente tomar la decisión de suspender el 

proceso, la que solo puede tomarse después de haberse formalizado cargos en el proceso penal 
53 Esta última decisión se justifica por cuando la decisión de suspender el proceso no se hace de manera individual para 

cada delito imputado, sino que de manera global respecto de cada persona perseguida penalmente por un determinado caso 

judicial y porque la admisibilidad del uso de la suspensión del proceso en Chile está legalmente condicionada por la 

severidad de la pena esperada si el caso fuera llevado a juicio oral, siendo el número de delitos por el cual se formalizan 

cargos a una persona un factor que puede hacerla incrementar, si bien no es un sentido lineal, si mediante reglas de 

acumulación formal de la duración de las sanciones 
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Figura 3.1: Universo inicial y muestra analítica del modelo multinivel. 

 

Fuente: elaboración propia 

A nivel contextual, la unidad de análisis son los tribunales. Los datos administrativos del poder 

judicial contienen información para los 152 tribunales de garantía en Chile (que son aquellos donde 

se realiza la primera audiencia judicial en la cual se formalizan los cargos y en donde luego de puede 

tomar la decisión de suspender el proceso). Cada tribunal de garantía tiene jurisdicción en una o más 

municipalidades, por lo que no siempre es posible asociar directamente las características de una 

comuna directamente a un tribunal. Para los tribunales con jurisdicción en 2 o más comunas, se 

asociaron los datos promedios de las comunas para las características de contexto observadas. Cuando 

eso sucede, se reporta en la descripción de la variable. 

b. Variable dependiente 

La variable dependiente construida es una medida dicotómica de la decisión del actor judicial de 

acordar la suspensión del proceso en la primera audiencia judicial y se codificó 0 para los casos que 

no fueron resueltos mediante la suspensión del proceso en la primera audiencia judicial (pudiendo ser 

luego sobreseídos durante el transcurso del proceso penal, resueltos al final del proceso mediante una 

sentencia condenatoria, absolutoria, o incluso resueltos en mediante la suspensión del proceso pero 
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en etapas posteriores a la primera audiencia judicial) y 1 para los delitos objeto de la suspensión del 

proceso en la primera audiencia judicial54. 

c. Variables de control a nivel individual  

i. Características de los casos 

El tipo de delito es una variable con 8 categorías (delitos de lesiones y amenazas, delitos contra la 

propiedad, fraudes, delitos de tránsito, daños/desórdenes públicos, delitos sexuales, porte de armas, y 

otros delitos) y fue medida usando como variable de referencia los delitos de lesiones y amenazas55. 

Por otra parte, se incorporó una variable continúa denominada pena probable, la que registra para el 

delito específicamente imputado a cada persona, los días de cárcel que en promedio se ha impuesto 

en las sentencias registradas en la base de datos entre los años 2015 a 2019 (usada como medida para 

estimar la gravedad del delito percibida por los actores judiciales respecto de cada caso). Se incluye 

una variable dicotómica llamada pluralidad de delitos para identificar casos en los cuales se han 

formalizado dos o más delitos (0=solo un delito formalizado, 1=dos o más delitos formalizados). 

Finalmente, se incorpora una variable dicotómica para identificar si el caso fue objeto de una 

declaración de ilegalidad de la detención en el trámite de control de la detención con el que se da 

comienzo a la primera audiencia judicial (0=no, 1=sí).  

ii. Características del imputado 

La primera variable es la edad del imputado, la que fue medida como una variable con 6 categorías 

(5 tramos de edad – 14 a 17 años; 18 a 20 años; 21 a 29 años; 30 a 39 años; 40 años y más - y una 

categoría para los datos perdidos56) fue medida usando como categoría de referencia el tramo de 

menor edad (14 a 17 años), que registra si los imputados son adolescentes. El sexo del imputado fue 

 
 

54 Se optó por observar solamente la suspensión del proceso que ocurre en la primera audiencia judicial por varios motivos. 

Primero, porque dado que la decisión de suspender el proceso puede tomarse tempranamente durante primera audiencia 

judicial, pero también etapas intermedias del proceso penal que ocurren posteriormente en el tiempo, su observación 

conjunta no parece ser metodológicamente correcta, pues se trata de decisiones que por ocurrir en distintos momentos del 

proceso penal podrían estar influidas por variables no observables diferentes o corresponder a casos con características no 

observables diferentes. En segundo lugar, la observación de la decisión de suspender el proceso que se toma de manera 

temprana en la primera audiencia es de mayor interés y pertinencia teórica que la que se toma en etapas posteriores, dado 

los marcos analíticos que serán usados para la interpretación de los resultados. Por una parte, la primera audiencia judicial 

cobra relevancia para la teoría de la evitación de la incertidumbre (Albonetti, 1988; 1989), pues es en ella donde existen 

más chances de tomar decisiones estandarizadas al disponerse de menores niveles de información sobre los casos que en el 

resto del proceso penal. Por otra parte, desde la perspectiva del enfoque de las cortes como comunidades (Eisenstein, 

Flemming y Nardulli, 1988), es en la primera audiencia judicial la instancia donde se constituye con mayor intensidad el 

“grupo de trabajo judicial” conformado por fiscales, defensores y jueces y que gatilla los procesos de toma de decisión 

conjunta que son de interés para este estudio. 
55 Se utiliza esta categoría de referencia por tratarse de la más numerosa en términos de volumen (28% del total de delitos) 
56 Esta decisión se justifica en el subtítulo “tratamiento de datos perdidos” de este apartado metodológico.  
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construido como una variable dicotómica codificada como 0 para los hombres y 1 para las mujeres. 

La nacionalidad del imputado fue construida como una variable dicotómica codificada (0= 

nacionalidad chilena y 1=nacionalidad extranjera). Los contactos previos del imputado fueron 

medidos como una variable dicotómica (0=no y 1= sí) que indica si el imputada tenía o no contactos 

previos con la justicia penal (incluso, si estos no dieron lugar a una sentencia condenatoria). 

Finalmente, la existencia de una defensa privada por parte del imputada fue medida como una 

variable dicotómica (0=no, 1=sí).  

iii. Características de la víctima 

La identificación de la víctima en el proceso fue construida como una variable dicotómica (0=no y 

1= sí) que indica si se cuenta con información sobre la identidad de la víctima en el proceso penal. El 

parentesco entre víctima e imputado también fue construida como una variable dicotómica (0=no y 

1= sí). Finalmente, se incorpora una variable que determina si la víctima cuenta con representación 

jurídica en el proceso mediante un abogado privado (querellante), variable también construida de 

manera dicotómica (0=no y 1= sí). 

d. Variables de control a nivel de tribunales 

En primer lugar, se construyó una variable que busca controlar el efecto de la carga de trabajo de 

cada tribunal, la que fue construida generando un valor promedio con los registros de los nuevos 

ingresos diarios que recibió cada tribunal en el periodo 2015-2019. Se construyó además una variable 

para controlar el efecto que podría generar una mayor prevalencia casos con imputados extranjeros 

en algunos tribunales, para lo cual se calculó la tasa de imputados extranjeros sobre el total de 

imputados para el periodo 2015-2019. Para medir la mayor o menor disposición del tribunal a hacer 

uso de la prisión preventiva, se incluye una variable que reporta tasa de uso de prisión preventiva 

sobre el total de casos conocidos en el periodo 2015-2019.  

Asimismo, se recogen dos variables vinculadas al contexto territorial donde se desempeña cada 

tribunal. Por una parte, se construyó una variable dicotómica denominada comuna no urbana, que 

establece si la comuna o grupo de comunas donde se ubica el tribunal es considerada o no como una 

zona urbana (0=comuna urbana y 1=comuna semi-rural o rural). Esta variable fue construida con 

registros administrativos del Ministerio de Desarrollo Social57 a nivel de comunas58. Finalmente, se 

 
 

57 Disponible en: https://www.odepa.gob.cl/dpto-desarrollo-rural/herramientas/ruralidad-en-chile#ruralidad-por-region  
58 En aquellos tribunales que ejercen jurisdicción en varias comunas, no fue problemático asociar este dato pues en la 

totalidad de esas situaciones todas las comunas involucradas eran semi-rurales o rurales. 

https://www.odepa.gob.cl/dpto-desarrollo-rural/herramientas/ruralidad-en-chile#ruralidad-por-region
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construyó una variable continua que mide la proporción de personas en la o las comunas donde opera 

el tribunal que vive en situación de pobreza multidimensional59, para lo cual se usaron los registros 

de la encuesta de caracterización socioeconómica nacional (CASEN)60, la que levanta este indicador 

a nivel de comuna61. Las tablas 3.1 presenta la estadística descriptiva para la variable dependiente 

(decisión final del proceso) y las variables a nivel individual, mientras que la tabla 3.2 la de las 

variables a nivel de tribunal62 

Tabla 3.1. Estadística descriptiva para las variables a nivel de casos 

Variable Media % Desviación 

estándar 

% de 

datos 

perdidos  

N 

Decisión final del proceso penal 

(suspender en primera audiencia=1) 

- 8,5% 0,27 0,0% 329.784 

Tipo de delito  100%  0,0% 329.784 

Lesiones y amenazas - 28,0% - 0,0% 92.470 

Delitos contra la propiedad - 28,9% - 0,0% 95.376 

Fraudes - 2,84% - 0,0% 9.363 

Delitos de transito - 10,9% - 0,0% 36.053 

Delitos sexuales - 1,5% - 0,0% 4.851 

Daños y desórdenes públicos - 3,2% - 0,0% 10.465 

Porte de Armas  3.2%  0,0% 10.334 

Otros - 21,5% - 0,0% 70.872 

Pena probable (días) 88,57  189,2 0,0% 329.784 

Se declara la ilegalidad de la detención 

(si=1) 

- 0,9% 0,94 0,0% 329.784 

Imputado tiene contactos previos con la 

justicia penal (si=1) 

- 57,5% 0.49 0,0% 329.784 

Pluralidad de delitos imputados  30,6%  0,0% 329.784 

Edad del acusado 34,1 - 12,66 6.98% 306.770 

Sexo del acusado (ref=mujer) - 17,0% 0.38 18,02% 288.048 

Nacionalidad del acusado  

(ref= extranjero) 

- 0.7% 0.08 0.35% 328.365 

Acusado representado por abogado 

privado (si=1) 

- 8,4% 0,31 0,0% 329.784 

Víctima no conocida en el proceso 

(si=1) 

- 44,38% 0,51 0,0% 329.784 

Víctima participa del proceso mediante 

abogado privado (querellante) (si=1) 

- 0,3% 0,05 0,0% 329.784 

Victima tiene parentesco con el 

imputado (si=1) 

- 7,3% 0,26 0,0% 329.784 

Fuente: Elaboración propia en base a Poder Judicial (2018) (N=329.784 casos ingresados en 2018) 

 
 

59 El indicador de pobreza multidimensional se estima en base a un índice generado en base a 5 dimensiones: nivel 

educacional; salud; trabajo y seguridad social; vivienda y entorno; redes y cohesión social 
60 Disponible en: https://observatorio.ministeriodesarrollosocial.gob.cl/encuesta-casen-2017  
61 Para tribunales con competencia sobre más de una comuna, se asignó un valor equivalente al promedio simple de la tasa 

de pobreza multidimensional asignada a cada comuna por separado. 
62 Las correlaciones entre sí de las variables de nivel individual y de las variables de nivel contextual, se reportan en los 

anexos 3.1 y 3.2, respectivamente. 

https://observatorio.ministeriodesarrollosocial.gob.cl/encuesta-casen-2017
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Tabla 3.2. Estadística descriptiva para las variables a nivel de casos 

Variable Media % 
Desviación 

estándar 

% de 

datos 

perdidos 

 

N 

Promedio de ingresos nuevos diarios 

(carga de trabajo) 

182,3 - 167,6 0% 152 

Casos con acusados extranjeros  - 0,1% 0.03 0% 152 

Uso de prisión preventiva 0,180  0.08 0% 152 

Tribunal ubicado en comuna/s no 

urbana/s (Referencia=comuna 

urbana) 

- 32,0% 0,47 0% 152 

Pobreza multidimensional en el 

territorio del tribunal 

0.085 - 0.08 0% 152 

Fuente: Elaboración propia en base a Poder Judicial (2018) (N=152 tribunales de garantía) 

e. Tratamiento de datos perdidos. 

De las 24 variables analizadas, solo 3 variables del nivel individual presentan datos perdidos 

(“nacionalidad del imputado” =0.35%; “edad del imputado” =6,98%; y sexo del imputado=18,02%). 

A pesar de que el universo de personas-casos que presentaba al menos 1 variable con datos perdidos 

asciende al 19,51%, se optó por no excluirlas de la muestra analítica, por el riesgo de que al hacerlo 

se generen problemas de representatividad. Las razones de esta decisión fueron las siguientes. 

Primero, porque la proporción de datos perdidos para la variable “nacionalidad del imputado” está 

dentro del umbral del 5% bajo la cual existe amplio consenso de que la omisión de estos datos no 

genera consecuencias estadísticamente relevantes (Cameron y Trivedi, 2005), mientras que la variable 

“edad del imputado” está dentro del umbral del 10% bajo el cual existe evidencia promisoria en el 

mismo sentido (Kovtun, et al, 2020). En segundo lugar, porque si bien el 18,02% de las personas no 

registra información para la variable “sexo del imputado”, no se aprecian sesgos relevantes en la 

distribución de estas personas en las demás variables analizadas (pues ni la variable dependiente ni 

ninguna de las otras variables del nivel individual tiene una correlación positiva o negativa superior 

al 6% con los casos perdidos de la variable “sexo del imputado”)63  

f. Estrategia de análisis 

Las personas-casos analizados a nivel individual se anidan en distintas jurisdicciones. Por tanto, como 

se plantea desde la literatura de “cortes como comunidades” (Eisenstein, Flemming y Nardulli, 1988) 

las decisiones que se toman sobre los casos ocurren en contextos que pueden variar entre distintos 

 
 

63 Para observar la correlación de los datos perdidos de la variable “sexo del imputado” se construyó una variable dicotómica 

donde 0=personas con sexo conocido (hombre o mujer) y 1=personas con dato perdido sobre su sexo. La correlación entre 

esta variable y las demás variables de nivel individual interés para este estudio se reporta en el anexo C de este documento.  
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tribunales. Por ello, la estrategia de análisis más apropiada para indagar si el contexto de los tribunales 

y las características de los casos inciden en la decisión de suspender el proceso, es el modelamiento 

multinivel. En general, los modelos multinivel o jerárquicos permiten capturar y modelar la 

variabilidad existente tanto dentro como entre los diferentes niveles del análisis, así como explorar 

cómo las características del nivel superior (en este caso, el contexto de los tribunales) influyen en las 

decisiones tomando en cuenta las características del nivel inferior (en este caso, las características de 

los casos judicial) (Hox, 2010). Para este ejercicio, y considerando que la variable dependiente 

observada es dicotómica (Rabe-Hesketh y Skrondal, 2006), se utilizará para el análisis de los datos 

un modelo lineal generalizado mixto (Generalized linear mixed model o GLMM)  

Los modelos jerárquicos en general, sean modelos lineales jerárquicos (hierachical linear model o 

HLM) usados para modelar variables dependientes continuas, o modelos lineales generalizados 

mixtos usados para modelar variables dependientes dicotómicas, han sido ampliamente utilizados 

para comprender los procesos de toma de decisiones a nivel de contexto en la justicia penal en 

estudios previos (Britt, 2000; Kautt, 2002; Ulmer y Johnson, 2004; Johnson, 2005; Johnson, 2006; 

Johnson, Ulmer y Kramer, 2008; Franklin, 2010; Wang y Mears, 2009; Nowacki, 2018). Entre las 

ventajas del uso de modelos jerárquicos en estos contextos, se han descrito las siguientes: 

Primero, los modelos jerárquicos permiten a estimar cuanto de la variabilidad en la decisión puede 

atribuirse a diferencias entre tribunales, con independencia de las características individuales de los 

casos, al permitir especificar efectos aleatorios en los interceptos (Radenbush, et al, 2004; Hox, 2010), 

elemento esencial para entender si la heterogeneidad en las decisiones de suspender el proceso está 

relacionada con las características de los tribunales.  

En segundo lugar, porque permite moderar la dependencia intragrupo de estas decisiones, 

considerando que aquellas que son tomadas por un mismo tribunal no necesariamente serán 

independientes entre sí y podrían estar correlacionadas por las características propias de cada tribunal. 

Como plantea Johnson (2006), en términos estadísticos esto significa que, dada la estructura 

jerárquica de los datos, los errores residuales tienen una alta probabilidad de estar correlacionados al 

interior de un mismo tribunal, de modo que el uso de modelos OLS debe ser descartado porque 

supondría violar el supuesto de independencia de las observaciones generando problemas en la 

estimación de los errores estándar. Los modelos jerárquicos resuelven estos problemas incorporando 

un efecto aleatorio para cada tribunal (Raudenbush y Bryk, 2002).  
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En tercer lugar, los modelos jerárquicos tienen otras ventajas, como su capacidad para modelar la 

heterogeneidad en los coeficientes de regresión y la estimación adecuada de los efectos de interacción 

entre variables de distintos niveles (Johnson et al., 2008).  

El análisis comienza estimando en primer lugar un modelo incondicional de coeficientes aleatorios 

para determinar si la variable dependiente (el uso de la suspensión del proceso en la primera audiencia 

judicial) varía o no entre las unidades de análisis del nivel dos (los tribunales) previo a la introducción 

de variables de control. Este modelo es usado para indagar si existe una variación significativa en la 

decisión de acordar salidas alternativas en primeras audiencias entre distintos tribunales, pues de 

existir homogeneidad a nivel de cortes no se justificaría el uso de una estrategia de análisis multinivel. 

En la etapa siguiente, se estima un modelo para los predictores del nivel uno. Luego, se estima un 

modelo en el que se calculan los efectos de los predictores de nivel dos, sin introducir controles en el 

nivel 1. Finalmente, y siguiendo la estrategia utilizada en estudios previos (Britt, 2000; Franklin, 

2010), se estima un “modelo resumen” en el cual se introducen solo las variables de nivel 1 y 2 que 

en los modelos previos mostraron significancia estadística. 

3.4 Resultados 

En primer lugar, se reportan los resultados del modelo incondicional, el que busca determinar si la 

probabilidad de usar la suspensión del proceso en la primera audiencia judicial varía o no entre los 

152 tribunales de garantía analizados, a pesar de no introducir ninguna variable de control.  

Como puede verse en la tabla 3.2, la probabilidad incondicionada de que se acuerde la suspensión del 

proceso en la primera audiencia judicial da un valor estadísticamente significativo de un 5,3%. 

Asimismo, se observa una varianza de 0.53 en la constante del nivel 2, lo que da cuenta de que la 

probabilidad de tomar esta decisión no es homogénea entre los distintos tribunales (con un rango 

observado a nivel descriptivo que va desde un 0,3% en el Juzgado de Letras y Garantía de Santa 

Barbara – Región del Bio Bio -, hasta un 19,3% en el 6° Juzgado de Garantía de Santiago – con 

competencia en las comunas de Estación Central y Quinta Normal).  
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Tabla 3.2. Modelo multinivel incondicionado (casos-tribunales) y correlación intraclase  

Decisión final del proceso judicial  

(1=suspensión del proceso en primera audiencia) 

 Odds-Ratio Error Estandar 

Constante       0,053*** (0,003)   

Nivel 2   

Varianza (constante) 0,529 (0,071) 

   

Correlación inter-clase 0,139 (0,016) 
 

***p<.001, **p<.01, *p<.05;  

Prob >= chibar2 = 0,0000 

 

Finalmente, la correlación inter-clase de un 13,9% da cuenta que la variación constatada entre 

tribunales en la decisión de suspender el proceso en la primera audiencia judicial se explica en esta 

proporción por características de las cortes, y no exclusivamente por características individuales de 

los casos que se resuelven en estas.  

a. Características de los delitos, los acusados y las víctimas en la decisión de suspender el 

proceso en la primera audiencia judicial 

A continuación, se testeó un modelo multinivel que solo incorpora las variables asociadas a los casos 

(nivel 1). Como muestra la tabla 3.3, todas ellas son estadísticamente significativas (p<0,001) salvo 

la variable “víctima tiene abogado querellante”, cuya significancia estadística es menor (p<0,05) 

Tabla 3.3. Variables asociadas a los casos (nivel 1) del modelo multinivel (casos-tribunales).  

Decisión final del proceso judicial  

(1=suspensión del proceso en primera audiencia) 

 

 Odds-Ratio Error Estandar 

Constante 0.242 0,017 

   

Tipo de delito (referencia: lesiones y amenazas)    

Delitos contra la propiedad 1.026 0.022 

Fraudes 0.248***  0.017 

Delitos de tránsito 0.286***  0.008 

Daños/desórdenes públicos 0.968 0.036 

Delitos sexuales 0,137***  0.062 

Porte de armas 0.550*** 0.223 

Otros delitos 0,363***  0,009 

Pena probable (días) 0.993***  0.000 

   

2 o más cargos imputados 0.613***  0.010 

Se declara la ilegalidad de la detención (si=1)    0.228***  0.025 

   

   

Edad del defendido (referencia: 14 a 18 años)    
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18 a 20 años 0.875***  0.029 

21 a 29 años 0.695***  0.020 

30 a 39 años 0.483***  0.014 

40 años o más  0.439***  0.013 

Sin registro de edad 0.258*** 0.013 

Sexo del imputado (referencia: hombre)   

Mujer  0.939***  0.017 

Sin registro del sexo 0,665*** 0,014 

Nacionalidad del imputado (referencia: chileno)   

Extranjero  4.747***  0,279 

Sin registro de nacionalidad 0,807 0,141 

Imputado tiene contactos previos con la justicia penal 0.168***  0.003 

Imputado tiene defensa privada (si=1) 0.326***  0.012 

   

Relación previa del imputado con la víctima (si=1) 1.440***  0.034 

Víctima no conocida en el proceso (si=1) 3.692*** 0.063 

   

Víctima tiene abogado privado (querellante) (si=1) 0.728*  0.116 

   

Nivel 2   

Varianza (constante) 0,557 0,074 
 

***p<.001, **p<.01, *p<.05) 

Prob >= chibar2 = 0,0000 

 

El primer set de variables de este modelo, están relacionadas con características de los delitos 

imputados. En cuanto a las categorías de delitos, los delitos contra la propiedad y de 

daños/desórdenes públicos, tienen prácticamente las mismas chances que los delitos de referencia 

(lesiones/amenazas) de ser suspendidos en la primera audiencia judicial. Los delitos de porte de armas 

tienen prácticamente la mitad de las chances de ser suspendidos en la primera audiencia judicial 

(OR=0.550). En cambio, en los delitos de tránsito (OR=0.286) de fraudes (OR=0.248), y delitos 

sexuales (OR=0.137) se constatan sustantivamente menos chances de suspender el proceso en la 

primera audiencia judicial en comparación con los delitos de lesiones y amenazas. 

Por otra parte, la probabilidad de que se tome esta decisión en primera audiencia disminuye 

progresivamente en la medida que la pena probable para los delitos imputados sea de mayor duración 

(reduciéndose estas chances a la mitad cuando la pena probable se incrementa en 142 días). Por su 

parte, si respecto de los delitos imputados se declara la ilegalidad de la detención durante la primera 

audiencia judicial, esto hace disminuir sustantivamente las chances de que se declare la suspensión 
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del proceso en comparación a los casos donde la detención se declara como legal (OR=0.228), al 

punto de hacer muy improbable un acuerdo en torno a esta materia.64   

Un subgrupo de estas variables corresponde a un grupo de factores que, si bien no satisfacer 

íntegramente los criterios de exclusión legales que impiden al tribunal autorizar el uso de la 

suspensión del proceso, si están relacionados indirectamente con ellos, lo que hace esperable que su 

presencia haga disminuir las chances de que se acuerde hacer uso de ella. Esto es lo que se constata 

respecto de imputados que han tenido contactos previos con la justicia penal – aun cuando no hayan 

dado lugar a sentencias condenatorias – pues esa sola circunstancia disminuye sustantivamente las 

chances de que les sea ofrecida la suspensión del proceso (OR=0.168), o de aquellos a los que se le 

atribuyen simultáneamente dos o más delitos – aun cuando en su conjunto no hagan que la pena 

probable sobrepase el máximo legal que hace admisible el uso de la suspensión del proceso, respecto 

de quienes también disminuyen las chances de acceder a la suspensión del proceso (OR=0.613) 

El siguiente set de variables se relaciona con características del acusado. Al observar los resultados 

de la variable “edad del imputado”, se aprecia que, en comparación a casos con infractores 

adolescentes (14 a 17 años), en los casos con infractores adultos hay menos chances de arribar a 

acuerdos para suspender el proceso en la primera audiencia judicial para todas las categorías de edad 

analizadas, y que a medida que se incrementa la edad de las personas imputadas la chance de que se 

acuerde la suspensión del proceso se va a haciendo cada vez más pequeña. También se observa que 

respecto de las imputadas mujeres las chances de acceder a la suspensión del proceso son bastante 

similares, aunque ligeramente más bajas (OR=0.924), que respecto de los imputados hombres. Por su 

parte, los imputados extranjeros casi cinco veces más chances de que se acuerde esta decisión en sus 

procedimientos judiciales (OR=4.824) que los imputados chilenos. Finalmente, cuando la 

representación del imputado es asumida por un defensor privado, este hecho afecta negativamente y 

disminuye a menos de la mitad las chances de arribar a acuerdos para suspender el proceso 

(OR=0.324) en relación a las que se tendrían de ser tomado el caso por la defensa pública. 

El último set de variables se relaciona con características de las víctimas. El hecho de que la identidad 

de la víctima no sea conocida en el proceso penal triplica las chances de que se acuerde la suspensión 

del proceso en la primera audiencia judicial (OR=3.692). Por el contrario, la participación de la 

víctima en el proceso penal representada por un abogado privado (querellante), disminuye las 

 
 

64 En el proceso penal chileno, la declaración de ilegalidad del proceso no pone término por si sola a la investigación penal 

del caso, por lo cual aun en estos casos se puede seguir adelante con el proceso judicial. A pesar de ello, a nivel descriptivo 

se observa que el 67% de estos casos son finalmente descartados en instancias judiciales posteriores. 



85 
 

chances de alcanzar este acuerdo (OR=0.728). Finalmente, la existencia de un vínculo de parentesco 

entre víctima e imputado también hace más probable que se arribe a esta clase de acuerdos en la 

primera audiencia judicial (OR=1.440) 

b. El contexto del tribunal como factor en la decisión de suspender el proceso en la primera 

audiencia judicial 

El siguiente paso fue testear un modelo multinivel que solo incorpora las variables asociadas a las 

características de los tribunales (nivel 2). De las 5 variables incorporadas al modelo, solo 3 mostraron 

resultados estadísticamente significativos, tal como puede apreciarse en la tabla 3.4. 

Tabla 3.4. Variables asociadas a los tribunales (nivel 2) del modelo multinivel (casos-tribunales).  

Decisión final del proceso judicial  

(1=suspensión del proceso en primera audiencia) 

 

 Odds-Ratio Error Estandar 

Constante 0,041*** 0,011 

   

Promedio de ingresos nuevos diarios (carga de trabajo) 1,002** 0,001 

Proporción de casos con acusados extranjeros  2,987 7,325 

Tasa de uso de la prisión preventiva 1,020* 0,009 

Ubicación del tribunal  

(referencia=comuna urbana) 
0,774* 0,099 

Pobreza multidimensional  0,674 0,515 

   

Nivel 2   

Varianza (constante) 0,363 0,050 
 

***p<.001, **p<.01, *p<.05 

Prob >= chibar2 = 0,0000 

 

En primer lugar, se observa una relación estadísticamente significativa entre el promedio de ingresos 

diarios a cada tribunal y la decisión de suspender el proceso en un caso determinado, estimándose 

que por cada 10 casos adicionales que ingresan diariamente a un tribunal, se incrementa en 2 puntos 

porcentuales las chances de que se decrete la suspensión del proceso. Otra característica de los 

tribunales observada fue la proporción de casos con acusados extranjeros conocidos por cada 

tribunal, no siendo posible estimar su relación con la decisión de suspender el proceso pues, además 

de no mostrar resultados estadísticamente significativos, arroja niveles elevados de errores estándar.  

Por otra parte, si se pudo observar una relación estadísticamente significativa entre la tasa de uso de 

la prisión preventiva por parte del tribunal y la decisión de suspender el proceso en un caso 

determinado, estimándose que por cada punto porcentual que se incrementa la tasa uso de prisión 
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preventiva por parte de un tribunal, las chances de acordar la suspensión del proceso para un caso 

concreto aumentan en 2 puntos porcentuales.  

En relación a la disposición espacial del tribunal, se observa que en aquellos tribunales que están 

ubicados en comunas no urbanas (semiurbanas o rurales) las chances de que se suspensa el proceso 

en la primera audiencia judicial son menores (OR=0.774) que en aquellos ubicados en comunas 

urbanas. Finalmente, se indagó en la existencia de una relación entre el nivel de pobreza 

multidimensional en la o las comunas donde se ubica cada tribunal y la decisión de suspender el 

proceso en cada caso particular, no siendo posible estimar una relación entre ambas variables pues, 

además de no mostrar resultados estadísticamente significativos, arroja niveles elevados de errores 

estándar.  

c. Modelo integrado de factores a nivel de casos y tribunales 

El último paso, fue generar un modelo integrando tanto las variables relacionadas a los casos y las 

variables relacionadas a los tribunales (tabla 4). Respecto de estas últimas, solo se incorporan al 

modelo integrado aquellas variables que mostraron significancia estadística en el modelo 2 reportado 

en el párrafo previo65  

 

Tabla 3.5. Modelo multinivel integrado con variables asociadas a los casos y los tribunales  

Decisión final del proceso judicial  

(1=suspensión del proceso en primera audiencia) 

 Odds-Ratio Error Estándar 

Constante 0.251 0,017 

Características de los delitos 

Tipo de delito (referencia: lesiones y amenazas)    

Delitos contra la propiedad 1.026 0.022 

Fraudes 0.248***  0.017 

Delitos de tránsito 0.286***  0.008 

Disturbios y desórdenes públicos 0.967  0.361 

Delitos sexuales 0,137***  0.062 

Porte de armas 0.550*** 0.022 

Otros delitos 0,362***  0,009 

Pena probable (días) 0.993***  0.000 

Se declara la ilegalidad de la detención (si=1) 0.222***  0.025 

 
 

65 Esta decisión fue tomada siguiendo la estrategia utilizada en un estudio similar por Franklin (2010), quien la funda en la 

necesidad de preservar los grados limitados de libertad en el segundo nivel de análisis y de proporcionar una prueba para 

detectar efectos espurios entre las variables de nivel 2 identificadas como predictores relevantes en el modelo 2. A pesar de 

ello, se exploró una versión paralela del modelo integrado (anexo D de este documento) que sí incorporó las variables que 

no mostraron significancia estadística en el modelo 2. En ella, estas últimas tampoco mostraron significancia estadística, y 

las que, si lo hicieron en el modelo 2, la conservaron en esta versión integrada paralela. 
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Imputado tiene contactos previos con la justicia penal 

(si=1) 
0.170***  

0.003 

Pluralidad de delitos imputados 0.604***  0.010 

Características de los acusados 

Edad del acusado (referencia: 14 a 17 años)    

18 a 20 años 0.875***  0.029 

21 a 29 años 0.695***  0.020 

30 a 39 años 0.483***  0.014 

40 años o más  0.439***  0.013 

Sin registro de edad 0.258*** 0.012 

Sexo del acusado (referencia: hombre)   

Mujer  0.938***  0.017 

Sin registro del sexo 0,654*** 0,014 

Nacionalidad del acusado (referencia: chileno)   

Extranjero  4.729***  0,279 

Sin registro de nacionalidad 0,808 0,141 

Imputado tiene defensa privada (Si=1) 0.326***  0.013 

Características de las víctimas 

Víctima no conocida en el proceso (si=1) 3.637*** 0.062 

Víctima participa del proceso mediante abogado privado 

(querellante) (si=1) 
0.718*  0.116 

Victima tiene parentesco con el imputado (si=1) 1.438***  0.035 

   

Nivel 2   

Constante 0,166*** 0.028 

Uso de prisión preventiva 1.027***  0.007 

Tribunal ubicado en comuna/s no urbana/s 

(Referencia=comuna urbana) 
0.755*  0.099 

Promedio de ingresos nuevos diarios (carga de trabajo) 1.001  0.001 

Varianza (constante) 0,396 0,054 

 

(***p<.001, **p<.01, *p<.05) 

Prob >= chibar2 = 0,0000 

 

Como se muestra en la tabla 3.5, las variables del nivel 1 no muestran variaciones en su magnitud 

respecto al modelo 1. En el caso de las variables del nivel 2, si bien todas conservan su dirección, 

solo la variable de uso de prisión preventiva incrementa ligeramente su magnitud (OR=1.027), 

respecto de la magnitud reportada en el modelo 2 (OR=1.020). En cambio, las variables de ubicación 

del tribunal (OR=0.775) y promedio de ingresos nuevos diarios (OR=1.001) registran ligeras 

disminuciones en sus magnitudes respecto de la reportada en el modelo 2 (OR=0.774 y OR=1.002, 

respectivamente). Finalmente, la variable promedio de ingresos nuevos diarios pierde en este modelo 

integrado su significancia estadística.  
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3.5 Discusión 

El propósito de este capítulo ha sido explorar si la decisión de suspender el proceso en la primera 

audiencia judicial se explica no solo por las características de los casos sobre los cuales recae, sino 

que también en parte por características de los tribunales que las toman, para luego revisar como 

influyen en esta decisión distintos factores vinculados con las características de unos y otros.  

Los resultados centrales muestran que conforme con lo esperado, los factores legales a nivel de caso 

juegan un papel central en la decisión de suspender el proceso, dando cuenta de cómo eventos tales 

como la declaración de ilegalidad de la detención, la imputación de múltiples delitos o que el 

imputado haya tenido contactos previos con la justicia penal, disminuyen las chances de que se 

acuerde la suspensión del proceso, mientras que características de los delitos como el tipo de delito 

su gravedad estimada en base a la pena probable arriesgada por el imputado hacen variar las chances 

de que se suspenda el proceso.  

Sin embargo, los hallazgos también muestran como factores vinculados a los casos, pero de carácter 

extralegal, como la edad del acusado, su nacionalidad y el tipo de defensor que lo representa, así 

como también la forma como participa la víctima en el proceso judicial y su parentesco con el 

imputado también modifican sustantivamente las chances de que se decida usar la suspensión del 

proceso en la primera audiencia judicial. Finalmente, queda en evidencia que la decisión de suspender 

el proceso en la primera audiencia judicial no se explica solo por características de los casos, sino que 

en parte también por características atribuibles a los tribunales donde estas son tomadas. Entre las 

que pudieron ser capturadas mediante el modelo multinivel utilizado, se encuentra su diferente 

propensión a usar la prisión preventiva y su ubicación en zonas urbanas o no urbanas. Estos hallazgos 

cobran especial relevancia considerando la importancia que se ha atribuido en la literatura a las 

características de los tribunales para entender los procesos de toma de decisión de los actores 

judiciales a nivel individual (Britt, 2000; Fearn, 2005; Ulmer y Johnson, 2004).  

a. El peso de las características de los tribunales en la resolución temprana de los casos.  

Uno de los aportes de este capítulo ha sido el avanzar en la comprensión de los procesos de toma de 

decisión que se toman en distintos tribunales que funcionan bajo legislaciones unitarias, como ocurre 

en la justicia penal chilena. Esta característica sugeriría que los tribunales a nivel nacional deberían 

funcionar de manera más homogénea que en la experiencia anglosajona, donde se han desarrollado 

casi la totalidad de los estudios previos en esta materia. Por ello, uno de los resultados principales es 

que, a pesar de que los tribunales distribuidos a lo largo de todo el territorio de Chile funcionan bajo 

las mismas reglas legales, se aprecia empíricamente que aun habiendo controlado estadísticamente 
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por un conjunto amplio de características de los casos, los acusados y las víctimas, existen diferencias 

en la probabilidad de usar la decisión de suspender el proceso entre ellos, y que una parte significativa 

de esta variación (13,9%) se explica además por diferencias en el contexto en que funcionan los 

distintos tribunales, y no por diferencias en las características individuales de cada uno de los casos 

que estos resuelven.  

El hallazgo anterior es aún más destacable considerando que en otros estudios multinivel que han 

usado estrategias analíticas similares, las características contextuales de los tribunales nunca han 

mostrado explicar más del 10% de la varianza de las decisiones judiciales que en cada caso son 

exploradas. Como es esperable, en estudios previos que también analizan grupos de tribunales  

sometidos marco normativo común, la variación entre tribunales explicada por variables contextuales 

fue menor (Ulmer y Johnson, 2004; Johnson, 2005; y Johnson, 2006 reportan correlaciones inter clase 

en Pensilvania que van en un rango de entre 2% y 7%; mientras que Koons-Witt et al, 2014 reportan 

una correlación inter clase de 2,5% para Carolina del Sur; y Brunton-Smith et al, 2020 una correlación 

inter clase de 4% para Inglaterra y Gales). Sin embargo, nuestros hallazgos siguen mostrando una 

correlación inter-clase mayor que estudios similares que han analizado tribunales distribuidos en 

distintos distritos de los Estados Unidos – y por tanto sometidos a marcos normativos diferentes 

(como el realizado por Nowacki, 2018, que reporta un 8% de correlación inter-clase para 89 tribunales 

ubicados distintos distritos de ese país). Así, todos los estudios previos muestran rangos relativamente 

similares y bajos de correlación inter-clase, mientras que el peso de los factores contextuales en Chile 

muestra ser un 75% mayor al que han mostrado estudios similares realizados respecto de decisiones 

judiciales en los Estados Unidos. Este hallazgo es novedoso pues evidencia que un marco legal 

común, como en el caso chileno, no evita que las decisiones judiciales sean influenciadas por factores 

contextuales de los tribunales que las toman. 

La idea anterior invita a plantear dos hipótesis que podrían continuar siendo indagadas en el futuro. 

En primer lugar, que el mayor peso de las variables contextuales en la justicia penal no se relacionaría 

tanto con similitudes o diferencias en los marcos legales entre los tribunales analizados, sino que más 

bien con las diferencias entre los contextos territoriales en que estos funcionan. Chile es un país que 

por su extensión geográfica es heterogéneo no solo en sus características territoriales, sino que 

también sociales y culturales (Otero, Volker y Rosser, 2021), diversidad que podrían explicar mejor 

el mayor peso específico del contexto de los tribunales en la decisión de los actores judiciales. En 

segundo lugar, y considerando que todos los estudios multiniveles antes mencionados indagan en 

decisiones tomadas en torno a la dictación de las sentencias, es también posible pensar que la toma 

de decisiones en primeras audiencias esté más condicionada por factores contextuales que lo que 
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puedan estarlo otras decisiones que se toman más tardíamente durante el proceso penal. Este último 

contraste (el momento del proceso penal donde se toma la decisión) constituye una novedad desde 

una perspectiva teórica al fundar diferencias en los factores que explican la toma de decisión en la 

justicia penal a partir de que tan temprana o tardía dentro del proceso penal se toma una determinada 

decisión, a diferencia de perspectivas como la hipótesis de la liberación o el enfoque de la evasión de 

la incertidumbre, cuyos focos analíticos están puestos en la gravedad de los delitos y en la calidad de 

la información disponible, respectivamente, más que en el momento en el que se toman las decisiones.  

Las decisiones que se toman en etapas tempranas del proceso penal, pero por sobre todo la de 

suspender el proceso, recaen sobre delitos menores. Como afirma la "hipótesis de la liberación", 

existe evidencia de que la influencia de los factores extralegales en la toma de decisiones sería mayor 

en los delitos menores que en los graves (Spohn, y Cederblom, 1991; Smith y Damphousse, 1998), 

siendo esperable que los actores judiciales se apeguen más a la ley es estos últimos, pero se sientan 

"liberados" para moverse hacia los contornos del marco de la ley cuando deben tomar decisiones en 

delitos menos graves. De este modo, es posible hipotetizar que la discrecionalidad aumenta a medida 

que disminuye la gravedad del delito. En este marco, hace sentido que el peso relativo de las 

características de los tribunales sea mayor cuando se toman decisiones tempranas sobre delitos 

menores, como ocurre respecto de la suspensión del proceso. 

Cualquiera sea la explicación del mayor peso que el contexto en que funcionan los tribunales tiene 

en las decisiones tempranas que se toman en el proceso penal, dado que muchas de las variables 

contextuales de control usadas en el modelo desarrollado en esto capitulo no mostraron efectos 

estadísticamente significativos, futuros estudios (incluso usando esta misma base de datos) podrán 

continuar construyendo nuevas variables contextuales que permitan definir mejor cuales son los 

factores que permiten explicar la influencia del contexto del tribunal en las decisiones que se toman 

respecto de casos concretos. 

b. Factores individuales y decisiones del grupo de trabajo judicial 

Muchos de los resultados del modelo se comportan en direcciones esperadas desde una perspectiva 

teórica. Si bien algunas de ellas permiten validar las predicciones formuladas por teorías de carácter 

más individual, un conjunto de ellas ofrece evidencia interesante desde la perspectiva teoría de las 

cortes de comunidades.   

Desde la perspectiva de la evasión de la incertidumbre (Albonetti, 1986; 1988; 1991), las mayores 

chances de que sea usada la suspensión del proceso en favor de delitos contra la propiedad y de 

lesiones y violentos en relación a otras categorías de delitos podría explicarse por el mayor estándar 
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de prueba con que estos primeros grupos de casos llegan comúnmente a las primeras audiencias 

judiciales, comparados con lo que ocurre en delitos de fraudes o de tránsito, los cuales pueden requerir 

la existencia de pericias policiales que acrediten acciones como la realización de operaciones 

bancarias o circunstancias como el estado de ebriedad del acusado, y que pueden estar solo 

disponibles en etapas posteriores del proceso penal.  

Por su parte, desde la perspectiva del enfoque de las consideraciones focales, la menor disposición a 

suspender el proceso en delitos sexuales en comparación a otras categorías de delitos encuentra una 

explicación en el criterio de proporcionalidad que fundamenta las decisiones de los actores judiciales. 

Asimismo, las casi inexistentes chances de que se suspenda el proceso respecto de personas que han 

tenido contactos previos con la justicia penal (aunque no hayan dado lugar a sentencias condenatorias 

en su contra), encuentra su explicación en el criterio judicial de “protección de la comunidad”, 

construida desde este enfoque teórico. También el hallazgo relacionado con las mayores chances de 

acceder a la suspensión del proceso de adolescentes en el tramo entre 14 a 17 años, en relación a otros 

tramos etarios más adultos, puede ser interpretado desde la consideración focal de la 

“recuperabilidad”, bajo el supuesto de que los actores judiciales estiman que infractores más jóvenes 

tienen mayores chances de reinsertarse en la sociedad. El incremento de las chances de que se 

suspenda el proceso a medida que la pena probable para un determinado caso disminuye, es coherente 

también con la hipótesis de la liberación, por cuanto la discrecionalidad aumenta en la medida que se 

deben tomar decisiones respecto de delitos menos graves. 

Sin embargo, varios de los hallazgos constituyen evidencia de interés para la perspectiva de las cortes 

como comunidades, y muchos de ellos incorporan de manera novedosa aspectos relacionados con las 

víctimas como actor relevante para el grupo de trabajo judicial. Así, no solo la menor probabilidad de 

que se acuerde la suspensión del proceso cuando asume la defensa del acusado un abogado privado, 

sino que también cuando la representación de la víctima es asumida por un querellante (en 

representación legal de las víctimas), constituye evidencia en favor de la idea planteada por 

Eisenstein, Flemming y Nardulli (1988) de que cambios en el grupo de trabajo judicial podrían 

modifican sus procesos conjuntos de toma de decisiones. Dentro del mismo marco analítico, que en 

delitos sin víctima o donde no se cuenta con la identidad de las víctimas las chances de suspender el 

proceso hayan mostrado ser más de 3 veces mayores que en delitos donde la identidad de la víctima 

es conocida, sugiere con mayor fuerza que la presencia física o simbólica de las víctimas en el proceso 

penal, genera cambios en las lógicas de trabajo del grupo de trabajo judicial.  

El modelo también incorpora una variable a nivel individual menos medida en estudios previos: la 

relación de parentesco entre víctima e imputado. Su efecto va en una dirección contraria al de las 
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variables anteriores (pues muestra que la relación de parentesco incrementa las chances de que se 

suspenda el proceso), pues en rigor no está midiendo el efecto de la participación de la víctima en el 

proceso penal, sino que el efecto de que esta tenga una relación previa con el imputado en la decisión 

de suspender el proceso controlando por las demás variables. La interpretación de este hallazgo debe 

realizarse considerando que, si bien el 90% de estos casos corresponden a delitos de lesiones o 

amenazas, no todos corresponden a eventos de violencia de género, pues el 31% tienen como víctimas 

a hombres. En ese marco, el hallazgo sugiere que los actores judiciales llegan en estos casos más 

rápidamente a consensos para tomar esta decisión porque víctima como imputado tienen incentivos 

para no seguir adelante con un proceso judicial que podría afectar su relación familiar, pero también 

porque el grupo de trabajo judicial ha incorporado en su cultura de trabajo favorecer la resolución de 

estos conflictos fuera del sistema penal.  

En relación al sexo de la persona acusada, estudios previos habían reportado para las acusadas o 

condenadas mujeres efectos favorables en razón de su sexo en distintas decisiones que se toman en 

el proceso penal. Así, Nowacki (2018) ya había mostrado previamente que la probabilidad de ser 

sentenciado es un 17% menor para acusadas mujeres que para acusados hombres, Johnson (2005; 

2006) había mostrado que la probabilidad de que se apliquen facultades para agravar las penas es un 

34% menor para acusadas mujeres que para acusados hombres, y Ulmer y Johnson (2004) que la 

probabilidad de que se imponga una pena de cárcel es un 38% menor para las condenadas mujeres 

que para sus pares hombres. Por el contrario, los hallazgos de este capítulo muestran un efecto 

ligeramente desfavorable hacia las mujeres acusadas, respecto de las cuales es menos probable que 

se dicte la suspensión del proceso en la primera audiencia judicial (OR=0.924). Si bien la magnitud 

de este hallazgo es pequeña, el dato sugiere que, por motivaciones o mecanismos que deberán seguir 

siendo profundizados en futuras investigaciones, el que la persona acusada sea mujer disminuye 

levemente la probabilidad de que se otorgue la suspensión del proceso en la primera audiencia 

judicial. 

La importante diferencia que emerge entre la probabilidad de que se suspenda el proceso en la primera 

audiencia judicial entre chilenos y extranjeros debe ser interpretada con especial cuidado 

considerando que el contexto demográfico de Chile en relación a la población extranjera en el año 

2018 difiere sustantivamente del actual. Los datos analizados corresponden a la época 

inmediatamente anterior al shock migratorio que se produjo en Chile a partir de 2019, y que tuvo su 

punto más alto con posterioridad a la pandemia del Covid. De allí que la población extranjera en 

contacto con la justicia penal sea reducida en los datos analizados (0,1%). En ese contexto, este 

resultado puede ser leído como una mayor disposición tanto de fiscales como de defensores de cerrar 
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tempranamente casos de delitos menores con imputados extranjeros bajo dos supuestos: desde la 

fiscalía, que dilatar el proceso penal supone un riesgo de no comparecencia del imputado a futuras 

audiencias, por lo que surge como más conveniente ponerle término en la primera audiencia 

ofreciendo la suspensión del proceso; y desde la defensa, que aceptar dicha propuesta seria 

especialmente atractivo para evitar los problemas migratorios que puede generar el comprometer los 

antecedentes penales con una eventual condena.  

Finalmente, la disminución sustantiva de la probabilidad de que se decrete la suspensión del proceso 

en casos donde se declara la ilegalidad de la investigación es esperable en la dinámica del proceso 

penal. Considerando las bajas chances que un caso judicial pueda dar lugar a una sentencia 

condenatoria, los defensores carecen de incentivos para aceptar la suspensión del proceso respecto de 

casos que quedan debilitados probatoriamente luego de dicho evento. 

Así, en un marco más general, la interpretación de este grupo de hallazgos en el marco de la idea de 

“grupo de trabajo judicial” construida desde la literatura de cortes como comunidades, constituye no 

solo un mejor marco analítico para comprender sus alcances, sino que constituye además un aporte a 

la comprensión de las disparidades que se generan en la toma de decisiones tomadas conjuntamente 

como consecuencia de cambios en los actores judiciales, que previamente ya habían sido constatados 

en decisiones relacionadas con la dictación de las sentencias (Haynes et al, 2010) y en decisiones en 

torno a la negociación de cargos o condenas (Metcalfe, 2016; Suiter y Metcalfe, 2023), pero que no 

habían sido mayormente exploradas para decisiones tempranas como la suspensión del proceso. 

Asimismo, también constituye un aporte novedoso respecto a las interacciones que se genera entre 

víctimas e imputados en relación al resto del grupo de trabajo judicial, menos exploradas en general 

en la literatura previa. 

c. El contexto del tribunal y las decisiones tempranas sobre la suspensión del proceso 

El modelo muestra algunos factores del contexto de los tribunales que inciden en las decisiones que 

en ellos se toman respecto de los casos. Si bien su interpretación sustantiva no es tan directa, algunos 

elementos permiten facilitar este ejercicio. 

En primer lugar, la relación positiva entre la mayor disposición que existe en un determinado tribunal 

usa la prisión preventiva y mayor probabilidad de que en ese mismo tribunal se acuerde la suspensión 

del proceso parece contraintuitiva si se analiza desde una perspectiva de toma de decisiones 

individual, pero nuevamente adquiere alcances más interesantes si se interpreta desde el enfoque 

teórico de las cortes como comunidades. En este marco, el hallazgo sugiere que defensores que se 

desempeñan en tribunales con jueces más severos podrían tener más incentivos para aceptar la 
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suspensión del proceso bajo el supuesto de que no hacerlo hace más riesgoso la imposición de una 

condena de lo que supondría tomar una decisión en el mismo sentido en tribunales con jueces menos 

severos. Por las mismas razones, un tribunal con jueces más propensos a tomar decisiones severas, 

como enviar a las personas a prisión durante el proceso penal, genera un contexto de negociación 

favorable para los fiscales, promoviendo que también ellos realicen más ofertas para la suspensión 

del proceso. 

Por otra parte, una de las novedades de este capítulo, es que levanta una característica de los tribunales 

que no es usualmente recogida en estudios similares: si está ubicado en sectores urbanos o no urbanos. 

La decisión de suspender el proceso en primeras audiencias tiene menos chances de ser tomada en 

tribunales ubicados en comunas no urbanas de la que tiene de ser tomada en tribunales ubicados en 

zonas urbanas, controlando por las demás variables del modelo. Se trata de una variable que considera 

la densidad poblacional del territorio jurisdiccional del tribunal y cuya inclusión en modelos 

estadísticos similares es poco frecuente, con excepción del generado por Fearn (2005) el cual muestra 

que la densidad poblacional tiene una relación positiva con la severidad de las sentencias. 

Considerando que ambos hallazgos son difícilmente comparables, otra interpretación posible del 

hallazgo realizado en este capítulo es que considerando que la variable que la sustenta se encuentra 

altamente correlacionada con la variable de ingresos nuevos diarios (=.43), la ubicación del tribunal 

en una zona urbana o no urbana sea indirectamente un indicador relacionado con la carga de trabajo 

(asumiendo que en zonas urbanas – más densamente pobladas - tienen mayores volúmenes de ingreso 

y ello genera más carga de trabajo), lo que además es útil en el caso de este modelo pues la variable 

directamente construida para medir carga de trabajo (promedio de ingresos nuevos diarios), no mostró 

significancia estadística en el modelo integrado66.  

En este marco, se debe considerar que estudios que han construido variables de carga de trabajo a 

nivel de tribunales (no de jueces) muestran efectos pequeños, pero estadísticamente significativos, de 

esta variable en la probabilidad de dictar sentencias en general (2% más probable por cada punto 

porcentual de incremento en Nowicki, 2018). No siendo directamente comparables con la variable de 

ruralidad de nuestro modelo, se debe continuar profundizando en la comprensión de porque tribunales 

ubicados en zonas no urbanas son menos propensos a acordar la suspensión del proceso en la primera 

audiencia judicial, en un escenario donde el enfoque de las cortes como comunidades sugiere que 

 
 

66 Esta interpretación se hace plausible además pues, habiendo corrido una versión paralela del modelo integrado que 

excluye la variable tribunal ubicado en comuna/s no urbana/s, la variable de promedio de ingresos nuevos diarios, pasa a 

ser estadísticamente significativa. 



95 
 

debería generar el efecto contrario (al formar los actores judiciales grupos de trabajo judiciales más 

estrechos). 

3.6 Limitaciones y futuras investigaciones 

Si bien este capítulo ha mostrado con claridad que parte de la decisión de suspender el proceso en la 

primera audiencia judicial se explica por variables externas al caso judicial y más bien atribuibles a 

características del contexto del tribunal que lo juzga, una limitación de los hallazgos es que los 

factores que explican esa variación son aún acotados. Con todo, para futuras investigaciones debe 

tenerse en consideración que los datos analizados tienen también como limitación que fueron 

analizados de manera agregada territorialmente, y que, siguiendo la recomendación planteada 

previamente por Franklin (2010), es posible que efectos pequeños o no estadísticamente significativos 

de modelos nacionales se atribuyan a sesgos de agregación que estén ocultando diferencias regionales 

o a nivel más local. Por ello, futuros estudios podrían abordar con mayor desagregación territorial la 

exploración de factores similares.  

En el mismo sentido, un ámbito propicio para continuar extrayendo información de este modelo es la 

incorporación de interacciones entre variables, De especial interés resultan entender como interactúan 

algunas combinaciones de variables de nivel individual y contextual, explorando la interacción entre 

ser extranjero y la tasa de acusados extranjeros de los tribunales, o ser extranjero y la tasa de uso de 

prisión preventiva. También podría resultar interesante explorar como variables individuales 

asociadas con características de los imputados o las víctimas se ven moderadas o potenciadas cuando 

entran en interacción con la variable “Tribunal ubicado en comuna/s no urbana/s”. Sin embargo, es 

importante tomar en consideración que la incorporación de interacciones entre variables de distinto 

nivel jerárquico pueden potenciar la multicolinealidad entre las variables involucradas. Para evitarlo, 

estudios similares que analizan el efecto interacción entre variables de distintos niveles, usan como 

estrategia de mitigación el “centrar los valores de las variables en su media” (Johnson, 2005; 

Johnson, 2006; Franklin, 2010). Sin embargo, la estrategia de análisis desplegada en este capítulo 

prescinde de esta acción porque su ejecución, no siendo esencial para la valides de los modelos de 

regresión multinivel, se justifica solo por su capacidad de reducir la multicolinealidad en variables 

individuales, pues no tiene capacidad para reducirla en variables de niveles superiores, tal como 

muestra la literatura más reciente que ha problematizado sobre el uso de esta estrategia (Iacobucci et 

al, 2016). De esta forma, la baja correlación (menor a 0.35) entre las variables individuales del modelo 
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ejecutado en este capítulo67 no justificaba centrar las variables en su media si no se tenía proyectado 

explorar interacciones entre estas o con variables del nivel contextual. Sin embargo, por las mismas 

razones la estrategia metodológica adicional de centrar las variables en la media si debe ser 

incorporada en caso de que futras investigaciones quieran explorar interacciones al interior del 

modelo ejecutado en este capítulo. 

Otra de las limitaciones del modelo es que algunas variables que han permitido explicar en estudios 

previos cómo inciden características institucionales o contextuales de los tribunales en las decisiones 

que se toman a nivel individual en cada caso judicial, no fueron posibles de construir para este modelo 

por diversos motivos. En algunos casos, variables usadas en otros estudios como la tasa de juicios 

orales o el tamaño de los tribunales (Johnson, 2006) no pudieron ser construidas adecuadamente por 

limitaciones de los datos. En otros casos, los registros administrativos de las instituciones de la justicia 

penal en Chile no suelen levantar información sobre variables comúnmente usadas en estudios 

similares en la experiencia comparada (Fearn, 2005; Johnson, 2006; Franklin, 2010), asociadas a la 

diversidad racial de las personas, su condición laboral y sus preferencias políticas o religiosas. Con 

todo, salvo estas últimas variables, las dos primeras si están recogidas en bases de datos de otras 

instituciones del Estado de Chile por lo cual futuros estudios podrían generar modelos multinivel 

incorporándolas como variables de control. Por otra parte, variables como el uso de guías de 

sentencias o la ubicación de los tribunales en determinados Estados (como los llamados “estados del 

sur”, que en el caso de los estudios realizados en Estados Unidos se utilizan para medir indirectamente 

preferencias políticas más conservadoras) no fueron incorporadas por no ser pertinentes al contexto 

chileno. Con todo, futuros estudios podrían construir una variable análoga a esta última con regiones 

o comunas que persistentemente eligen representantes políticos conservadores – como la región de la 

Araucanía o comunas del sector oriente de la región metropolitana – para medir los efectos de esta 

variable en futuros modelos.  

Por último, una limitación de este estudio es que observa directamente el efecto de los tribunales en 

las decisiones judiciales, sin construir un nivel intermedio relacionado con las características de los 

actores judiciales. Limitaciones en los datos disponibles para este estudio impidieron construir un 

modelo de tres niveles similar al usado en Johnson (2006). Sin embargo, de ser posible en el futuro, 

los registros administrativos de las instituciones de la justicia penal debieran permitir incorporar 

algunas de las variables ya reportadas por Carvacho, Droppelmann y Mateo (2023). Por su parte, 

 
 

67 El anexo 3.1 reporta la correlación entre las variables a nivel individual del modelo. 
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algunas variables que también son comúnmente incorporadas en otros estudios similares, como el 

nivel de victimización del lugar donde se ubica cada tribunal, no pudieron ser incorporadas en este 

modelo pues los datos disponibles en Chile solo permiten desagregar ese dato a nivel regional y no 

en unidades más pequeñas como las comunas, lo que hubiera permitido incorporar dicha variable a 

este modelo.  

Finalmente, el trabajo reportado en este capítulo constituye un aporte a la literatura previa sobre toma 

de decisiones en la justicia penal por diversas razones. Primero, porque aporta evidencia sobre la 

toma de decisiones que se toman en los momentos iniciales del proceso penal que no solo considera 

factores a nivel de caso, sino que también avanza en la comprensión sobre como las diferencias entre 

distintos tribunales pueden incidir en la resolución de los casos que conocen. En segundo lugar, aporta 

evidencia generada desde un sistema de justicia no anglosajón y con un sistema legal unitario, último 

factor que no mostró ser un factor protector para evitar la heterogeneidad de decisiones en los distintos 

tribunales observados. Por último, al analizar una decisión cuya existencia supone un acuerdo en 

etapas tempranas del proceso penal entre fiscales y defensores, generó una oportunidad para ofrecer 

una interpretación novedosa sobre cómo se toman decisiones en la justicia penal, comprendiéndolas 

como procesos de interacción entre los actores judiciales más que como expresiones de mera voluntad 

de jueces o fiscales. 
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4.1 Resumen 

La incorporación a la justicia criminal de salidas tempranas al proceso penal como la suspensión del 

proceso, ha extendido los espacios de negociación en la justicia criminal e incrementado los poderes 

discrecionales de los actores judiciales. Si bien existen estudios previos sobre mecanismos de justicia 

negociada, estos exploran como estos operan en etapas tardías del proceso penal, y fueron 

desarrollados con anterioridad al desarrollo de paradigmas como la nueva gestión pública y el 

gerencialismo penal, ambos altamente influyentes en varios de los procesos de reforma de la justicia 

penal en América Latina. 

En este capítulo se busca comprender, en el marco de la literatura de “cortes como comunidades”, 

como los actores judiciales toman decisiones conjuntamente en contextos de justicia negociada que 

tienen lugar en etapas tempranas del proceso penal. Para ello, se explora en las prácticas e 

interacciones que tienen lugar entre fiscales, defensores y jueces durante audiencias relacionadas con 

la suspensión del proceso. Usando como marco metodológico la etnografía judicial se analiza el 

trabajo conjunto de fiscales, defensores y jueces entorno de las audiencias donde se negocia la 

suspensión del proceso. 

Los hallazgos permiten distinguir, usando el concepto de grupos de trabajo judiciales, aquellos que 

conducen las audiencias de forma burocratizada y aquellos que lo hacen de manera reflexiva. En base 

a esta distinción, se discuten las consecuencias teóricas de abordar el estudio de las prácticas que 

llevan a cabo fiscales, defensores y jueces desde la idea de comunidad judicial; las diferencias 

conceptuales entre estandarización, automatización y burocratización, argumentando poque el 

proceso penal chileno no puede ser calificado como “gerencial”; y se analiza como en algunos 

escenarios la participación de actores externos al grupo de trabajo judicial permite romper la inercia 

del trabajo automatizado en contextos altamente burocratizados. 

Palabras claves: salidas tempranas al proceso penal, prácticas judiciales, cortes como comunidades 
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4.2 Introducción 

Durante los últimos 30 años se ha venido configurando a nivel global un proceso de expansión del 

uso del castigo como estrategia de control social (Garland, 2001) que ha generado un incremento en 

el volumen de casos que deben procesar las instituciones que conforman la justicia criminal, 

desbordando la capacidad de las burocracias estatales para dar respuestas adecuadas a acá uno de los 

casos que debe conocer (Binder, 2012). Una de las respuestas de la justicia penal a este fenómeno ha 

sido la incorporación de salidas tempranas al proceso penal (pre trial diversión) que hoy existen en 

varios países de Europa (Jehle, Smit y Zila, 2008), América Latina (Gonzalez-Velázquez, 2019; 

Ministerio Público de Chile, 2025), y en Estados Unidos (Kohler-Haussman, 2016). Estas medidas 

buscan dar una respuesta rápida y en etapas iniciales del proceso penal a los procesos judiciales de 

infractores primerizos o no habituales a quienes se formulan cargos por delitos menores 

(misdemeanors). Estudios recientes dan cuenta de efectos beneficiosos en indicadores relevantes para 

las instituciones penales tales como la reincidencia delictual (Agan, Doleac y Harvey, 2021; Mueller-

Smith y Schnepel, 2021).  

Sin embargo, estos nuevos mecanismos de control social han introducidos cambios sustantivos en las 

prácticas tradicionales con que actúan fiscales, defensores penales y jueces en la justicia criminal. En 

primer lugar, el uso de salidas tempranas ha permitido extender los espacios para hacer “justicia 

negociada” en el proceso penal, complementando las prácticas adversariales que tradicionalmente 

habían primado en la resolución de casos penales (Mcwan, 2013). Si bien existen algunos 

antecedentes que permiten comprender como interactúan los actores judiciales en marcos de justicia 

negociada (Feeley, 1979), describiendo como fiscales, defensores y jueces pueden también 

desempeñarse colaborativamente formando grupos de trabajo judicial (courtroom workgroups) que 

facilitan consensos, concesiones y respuestas estandarizadas (Nardulli, Eisenstein y Flemming, 1988; 

Einsenstein, Flemming y Nardulli, 1988; Flemming, Nardulli y Eisenstein, 1992), estas ideas fueron 

desarrolladas con anterioridad a los cambios que introdujo en las burocracias estatales el paradigma 

de la nueva gestión pública y que dio lugar en el campo de la justicia penal a la denominada “nueva 

penología” (Feeley y Simon, 1992).  

En segundo lugar, una de las características de la justicia penal en las últimas décadas ha sido el 

desplazamiento de la discrecionalidad desde la figura del juez hacia la del fiscal, a quien la ley entrega 

cada vez mayores poderes discrecionales (Tonry, 2012). En ese contexto, las salidas tempranas al 

proceso penal han ido ampliando los espacios de discrecionalidad que las leyes entregan formalmente 

a los fiscales, quienes cuentan cada vez con mayor libertad para decidir en qué casos suspender el 

proceso penal y que condiciones imponerles a las personas imputadas con miras a levantar los cargos 
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formulados (Smith, 2017). Si bien existen algunas investigaciones más recientes que han usado 

enfoques analíticos empíricos para comprender las prácticas que llevan a cabo los actores judiciales 

para ejercer sus poderes discrecionales, su foco ha estado puesto en la gestión general de delitos 

menores (Kohler Haussmann, 2013; 2016; Natapoff, 2018; Willenmann y Aristegui, 2022), pero sin 

profundizar mayormente en aquella fracción sustantiva de delitos menores que son tramitados usando 

salidas tempranas al proceso penal, y que por tanto son resueltos en contextos de justicia negociada, 

y no de adversarialidad entre los actores judiciales.  

Bajo este marco, el contexto chileno es particularmente propicio para estudiar la interacción entre 

actores en la toma de decisiones que tiene lugar para hacer uso de salidas tempranas al proceso penal. 

El diseño normativo e institucional de la justicia penal chilena fue generado con fuertes componentes 

de gestión pública propios de la nueva penología, introduciéndose explícitamente elementos tales el 

uso de indicadores de gestión, metas institucionales y controles administrativos (Baytelmann y Duce, 

2003). En este sentido, si efectivamente las diferencias en los contextos institucionales y culturales 

inciden sustantivamente en las prácticas de los actores judiciales, las conclusiones relacionadas con 

la administrativización y gerencialización de la justicia penal a las que arriban los estudios realizados 

en estas materias en los Estados Unidos, podrían no ser mecánicamente aplicables al contexto chileno.   

Pero sin duda uno de los elementos institucionales que hacen más interesantes al caso chileno es que 

se trata de uno de los pocos países de la región donde los actores judiciales son patrocinados por 

instituciones independientes entre sí, esto es, con un Poder Judicial independiente del Poder 

Ejecutivo, una Fiscalía que cuenta con independiente de todo poder del Estado reconocida a nivel 

constitucional, y una Defensoría Penal Pública que si bien depende del poder ejecutivo cuenta en la 

práctica con amplios niveles de autonomía funcional y con niveles de capacidad institucional mayores 

a la generalidad de los órganos de defensa pública de otros países.  

Con miras a comprender como los actores judiciales toman decisiones de manera conjunta en 

contextos de justicia negociada que tienen lugar en etapas tempranas del proceso penal, este estudio 

busca explorar en las prácticas e interacciones que tienen lugar entre fiscales, defensores y jueces 

mientras tramitan casos penales en audiencias relacionadas con la suspensión del proceso, por tratarse 

de la salida temprana al proceso penal más prevalente en la justicia penal chilena. Para ello se 

observaron 45 horas de audiencias judiciales donde se resuelven distintos asuntos vinculados a la 

justicia penal de salidas al juicio, seguidas de 21 entrevistas a fiscales, jueces y defensores penales 

que participaron en dichas instancias judiciales.  

Para ello, se comienza revisando las ideas más importantes relacionadas a la literatura sobre cortes 

como comunidades y sobre gestión de las cortes en el marco de la nueva penología y el gerencialismo 
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penal. Luego se describe la metodología del estudio y las técnicas de levantamiento de información 

utilizadas. En la sección de resultados se describen y explican distintas decisiones relacionadas con 

la suspensión del proceso tanto antes, durante como también después de las audiencias judiciales 

donde se cierran estos acuerdos. Se analiza como las distintas interacciones que se generan entre los 

actores judiciales en estos contextos da lugar a dos grandes formas distintas de conducir las audiencias 

durante el proceso penal: un modo rutinario o automático, y un modo manual o personalizado. 

Finalmente se discuten diversas consecuencias teóricas y metodológicas de estudiar decisiones 

tomadas por grupos de trabajo y no por individuos, en particular, en qué medida su nivel de cohesión 

incide en la forma rutinaria o personalizada con que toman sus decisiones, y en como cambios en la 

comunidad judicial afectan sus procesos de toma de decisión.  

4.3  Comunidades judiciales y gestión de la justicia penal. 

a. Las cortes como comunidades que negocian decisiones durante el proceso penal   

El enfoque de las cortes como comunidades asume que los actores judiciales no necesariamente 

actúan en la dirección previamente configurada por quienes hacen las leyes, pues sus decisiones son 

modeladas no solo por la disposición de las normas legales sino también por su propia personalidad 

y valores personales como por las presiones que reciben de sus superiores jerárquicos, pero 

principalmente por las prácticas de trabajo que fiscales, jueces y defensores penales van generando 

en sus interacciones cotidianas en los tribunales, las que se asientan por la estabilidad que va 

consiguiendo en el tiempo un mismo equipo de trabajo judicial al interior de una corte (Haynes, 

Ruback y Cusick, 2008). 

Con sustento en los marcos conceptuales tradicionales de la sociología de las comunidades (Bell y 

Newby, 1974; Elias, 1974), se concibe a las cortes “como comunidades” pues se trata de 

organizaciones que requieren que sus actores (fiscales, defensores penales y jueces) se desempeñen 

en un lugar de trabajo común y actúen de manera interdependiente. Sin embargo, otros elementos 

constitutivos de las comunidades en un sentido sociológico, tales como la existencia de acuerdos 

sociales fuertes y baja conflictividad son descartados para configurar las comunidades judiciales, bajo 

el supuesto de que las cortes serian espacios de trabajo caracterizados precisamente por sus altos 

niveles de conflictividad. De esta forma, sería principalmente la interdependencia generada por la 

residencia en un espacio físico común, el cual generaría intereses compartidos entre los actores 

judiciales, a pesar de que institucionalmente cada uno de ellos deba cumplir roles diversos en el 

proceso penal. 
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En definitiva, la perspectiva teórica de las cortes como comunidades sostiene que las interacciones 

entre los actores judiciales generan comunidades o mundo sociales al compartir un lugar de trabajo 

en común (los tribunales) en donde se generan relaciones de trabajo interdependientes entre fiscales, 

jueces, defensores penales y otros actores que intervienen en los procesos penales, lo que ha llevado 

a atribuir a los actores judiciales la calidad de “grupo de trabajo judicial” (courtroom workgroup) . 

Para su estudio se asumen también supuestos epistemológicos propios del interaccionismo simbólico, 

pues el fenómeno que se busca observar no son las decisiones individuales de cada actor judicial, sino 

que las decisiones producidas en la interacción entre fiscales, jueces y defensores penales (Ulmer, 

2012). La comprensión de las “cortes como comunidades” traslada a los tribunales preguntas ya 

planteadas en la literatura general sobre comunidades, tales como comprender las relaciones de 

interdependencia entre los miembros de la comunidad judicial, entender las estrategias o herramientas 

que generan para facilitar sus relaciones sociales, y la influencia de actores externos a la comunidad 

(tales como abogados privados) en las prácticas de la comunidad judicial.  

Sin embargo, una de las ideas principales que desarrollan desde esta perspectiva teórica Einsenstein, 

Flemming y Nardulli (1988) es que el formar parte de una misma comunidad judicial genera en 

fiscales, defensores penales y jueces incentivos para negociar y para arribar a acuerdos. Distingue 

para ello entre dos clases de acuerdos: los consensos y las concesiones.  

La mayoría de los acuerdos a los que se arriban en la comunidad judicial son consensos, pues lo más 

común es que los defensores penales accedan la imposición de la sanción originalmente ofrecida por 

el fiscal, sin mediar negociación alguna. Las prácticas para arribar a consensos estarían mediadas por 

respuestas rutinarias o automatizadas (going rates), cuya reproducción entre los operadores de una 

misma comunidad judicial va teniendo lugar por medio de procesos de socialización informal a los 

que se ven sometidos los nuevos operadores que se van incorporando a la comunidad a lo largo del 

tiempo. Sin embargo, estas respuestas rutinarias solo tienen lugar para la gestión de casos comunes, 

pues en aquellos que no son considerados por la comunidad judicial como tales (por tratarse de delitos 

graves o por intervenir en ellos defensores privados que no litigan usualmente en dicha comunidad o 

víctimas con características inusuales), los actores tenderían a abstenerse de actuar de manera 

rutinaria. El resto de los acuerdos se produciría por medio de concesiones o procesos de negociación.  

Sin embargo, solo algunos procesos de negociación tendrían efectos sustantivos en la respuesta penal, 

pues la mayoría aun suponen la realización de concesiones meramente simbólicas que se realizan 

para facilitar la aceptación de los acuerdos, pero sin generar diferencias sustantivas en el resultado de 

este. Solo para un grupo reducido de casos las comunidades judiciales llevan a cabo negociaciones 

con implicancias sustantivas, haciendo para ello uso de la artesanía judicial (courtroom craft). El 
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concepto de artesanía judicial, desarrollado en etapas posteriores de la literatura sobre cortes como 

comunidades (Flemming, Nardulli y Eisenstein, 1993) se genera en oposición a la idea de respuestas 

rutinarias, para describir las estrategias usadas por las comunidades judiciales al llevar a cabo 

prácticas reflexivas y personalizadas que les permitan organizar las tareas de cada actor judicial en 

búsqueda de un propósito colectivo, administrando para ello las relaciones interpersonales entre los 

integrantes de la comunidad judicial y construyendo soluciones de manera conjunta. De esta forma, 

los actores judiciales pueden alinear los objetivos, recursos y limitaciones de cada una de sus 

organizaciones con el interés general de “producir justicia”  

b. La nueva penología, burocratización de la justicia y gerencialismo penal   

A partir de los años 80´ comenzaron a experimentarse cambios en los mecanismos de gestión pública 

a nivel global, motivados por discursos que planteaban que los elevados niveles de gasto fiscal no 

estaban acorde a los escasos resultados que mostraba la gestión de las instituciones del Estado, lo que 

en el caso de las instituciones de la justicia penal se reflejaba en su escasa capacidad para hacer control 

de la criminalidad (Newborn, 2017). Fue esta crítica la que justificó la introducción en el Estado de 

conceptos y prácticas que a esa fecha eran propios de las empresas privadas y el campo de la 

economía, vinculados a las ideas de eficiencia, eficacia y efectividad (Newborn, 2017). Este nuevo 

enfoque, denominado como “la nueva gestión pública” (new public management), se caracterizó por 

promover en las instituciones del Estado y de la justicia penal atributos tales como la búsqueda de 

altos niveles de eficiencia, la explicitación de objetivos, indicadores de gestión y mecanismos de 

control y rendición de cuentas (Raine y Wilson, 1997) 

Tal como platearan hace ya más de tres décadas Feeley y Simon (1992), la nueva gestión pública tuvo 

consecuencias no solo en la forma de gestionar las instituciones penales, sino que también redefinió 

la forma de administrar los castigos. Las aspiraciones tradicionales la justicia penal eran 

transformativas, pues estaban focalizadas en determinar si una persona era o no culpable de haber 

cometido un delito para luego en base a un diagnóstico iniciar un proceso de tratamiento que tuviera 

como consecuencia evitar que volviera a delinquir. Bajo los nuevos modelos de gestión de la justicia 

penal, que pasaron a ser denominados como “la nueva penología” (Feeley y Simon, 1992) sus 

aspiraciones se concentrarían ahora más bien en anticipar, controlar y gestionar el riesgo de delinquir, 

cobrando más importancia identificar, clasificar y gestionar grupos de infractores considerados 

peligrosos por sobre las tareas orientadas a determinar la responsabilidad individual de cada infractor.  

Otra de las consecuencias de estos cambios fue el mayor protagonismo que comenzó a cobrar la 

gestión costo-efectiva de la administración de justicia. No solo se integró la eficiencia como indicador 
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para medir el desempeño de la justicia penal, sino que este comienza a tomar un protagonismo 

desmedido, fundado en el supuesto de que retrasos indebidos en estas decisiones aumentan los costos 

económicos y sociales de cada caso. Se comienza a plantear que la justicia penal se transforma en 

una justicia burocrática en donde la rapidez o celeridad con que se otorgan las respuestas penales con 

miras a controlar el riesgo de delinquir se considera un mejor mecanismo para controlar la 

criminalidad que el proceso más lento e individualizado de determinar la responsabilidad penal 

efectiva de las personas (King, 1981).  

Esta búsqueda por gestionar de la manera más rápida posible el riesgo de delinquir, impulsado por la 

nueva penología y la burocratización de la justicia penal, ha hecho que policías y fiscales generen un 

conjunto de estrategias, actividades, prácticas que han sido descritas bajo la denominación de 

“gerencialismo penal” (managerialism).  

En el contexto iberoamericano se ha puesto el foco en destacar como paradigma gerencial es el 

responsable de promover una cultura de la celeridad procesal y de la promoción de procedimientos 

de rápida tramitación (González, 2018) en los cuales prima la eficiencia economicista por sobre la 

eficacia preventiva, siendo a ello funcional el uso de instrumentos actuariales de predicción del riesgo 

de reincidir (Brandariz, 2015). En el contexto anglosajón, específicamente en el marco de la 

persecución penal de delitos menores en los Estados Unidos se han identificado prácticas gerenciales 

que buscan gestionar el riesgo de delinquir, tales como la generación intencional de “molestias 

procesales” (procedural hassle) por medio de la imposición de medidas cautelares restrictiva de la 

libertad con miras a incentivar que defensores e imputados acepten los términos de las condiciones 

ofrecidas por los fiscales; el marcaje de personas, usando salidas previas al juicio para clasificar 

infractores, monitorear su comportamiento en el tiempo y generales antecedentes penales temporales; 

y el monitoreo del desempeño del infractor cuya sentencia o proceso penal ha sido suspendido 

temporalmente, vigilando si durante ese periodo si las personas favorecidas con ello pueden 

gobernarse en sus interacciones futuras en la vida social (Kohler-Haussmann, 2018). 

4.4  Marco metodológico. 

Con miras a comprender como los actores judiciales toman decisiones de manera conjunta en 

contextos de justicia negociada que tienen lugar en etapas tempranas del proceso penal, este capítulo 

busca explorar las prácticas e interacciones conjuntas que tienen lugar entre fiscales, defensores y 

jueces mientras tramitan casos penales en audiencias relacionadas con la suspensión del proceso.  

Para ello, se utiliza un enfoque carácter cualitativo el que fue desarrollado usando como marco 

metodológico la etnografía judicial. Ello supuso observar las tareas cotidianas de los actores judiciales 
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en las cortes acompañándolos en las audiencias indagando lo que sucede en estas desde la posición 

asignada al público general en las salas de audiencias. Este abordaje se justifica dado que en estos 

espacios ocurren interacciones y procesos sociales que son difíciles de comprender si no realiza una 

observación directa estos (Kloteskamps y Flower, 2023).  

Para ello se observaron durante alrededor de 45 horas un total de 16 bloques de audiencias penales68 

en los cuales se desarrollaron 334 audiencias de diferentes materias. En 75 de estas audiencias se 

discutió explícitamente la posibilidad de acceder a la suspensión del proceso. 13 bloques de 

audiencias fueron presenciados entre los meses de abril a julio de 2023 y 3 bloques de audiencias 

fueron presenciados en enero de 202469. Se visitaron dos tribunales de la Región Metropolitana (4 

bloques de audiencias en el Centro de Justicia de Santiago y 4 bloques de audiencias en el Juzgado 

de Garantía de San Bernardo70), un tribunal penal de la ciudad de Iquique (ciudad ubicada en el norte 

del país) y un tribunal penal de la ciudad de Concepción (ciudad ubicada en el sur del país)71. 

Las prácticas e interacciones que fueron observadas fueron posteriormente profundizadas en su 

contenido mediante la realización de entrevistas72 a los fiscales, defensores penales y jueces que 

participan de esta clase de audiencias73, las que también permitieron indagar explicaciones a las 

distintas prácticas observadas. Se analizó el contenido de 21 entrevistas semiestructuradas realizadas 

a estos actores judiciales distribuidas de la forma como muestra el siguiente cuadro: 

 

 
 

68 En el sistema penal chileno las audiencias penales se toman en bloques de audiencias. En ellas, un mismo fiscal y defensor 

penal público comparecen durante 3 a 4 horas ante un mismo juez y resuelven controversias que tienen lugar respecto de 

distintos casos. Eso hace probable que en la observación de cada bloque de audiencias pueda levantarse información sobre 

varios casos penales donde se discute la procedencia de la suspensión condicional del procedimiento. 
69 3 bloques de audiencia en la región metropolitana fueron observados durante el mes de enero de 2024. 
70 El centro de justicia de Santiago es un edificio que alberga en una misma infraestructura a 15 juzgados que conocen 

audiencias previas al juicio (Juzgados de Garantía) y 07 juzgados que conocen los casos que son llevados a juicio (tribunales 

de juicio oral en lo penal). Estos tribunales tienen competencia sobre las zonas oriente, poniente y norte de la ciudad de 

Santiago. Se escogió observar complementariamente la actividad del Juzgado de Garantía de San Bernardo para recoger el 

funcionamiento de un tribunal de la zona sur de la ciudad. 
71En el anexo 4.1 de este artículo se detalla información de los bloques de audiencias observados indicando la ciudad donde 

esta tuvo lugar y si fue observada de manera presencial o en formato videollamada. Para efectos de referenciar de manera 

anónima las audiencias observadas, se un sistema de codificación donde primera letra corresponde a la jurisdicción de la 

corte observada (a=Centro de Justicia de Santiago; b=Tribunal de Garantía de San Bernardo; c=Tribunal de Garantía de 

Iquique; d= Tribunal de Garantía de Concepción), un primer número correlativo que enumera los bloques de audiencia 

observados para cada ciudad, y un segundo número que identifica las audiencias correlativamente ocurridas dentro de cada 

bloque de audiencia  .De esta forma, la audiencia a_01_01 corresponde a la primera audiencia judicial observada en el 

primer bloque de audiencia registrado en la ciudad de Santiago. 
72 La pauta de entrevista puede ser consultada en el anexo 4.2. El modelo de consentimiento informado utilizado previo a 

las entrevistas puede ser consultado en el anexo 4.3 
73 En algunos casos se logró entrevistar a los mismos actores judiciales que participaron en las audiencias observadas, pero 

ello no ha sido posible en todos los casos. 
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Tabla 4.1: entrevistas analizadas por actor, territorio y tribunal 

JUZGADO DE GARANTÍA / ACTOR Fiscal (N=7) Juez (N=8) Defensor(N=6)74 

Juzgado 1. Iquique 2 2 1 

Juzgado 2. RM. Santiago 2 2 1 

Juzgado 3. RM. San Bernardo 1 2 2 

Juzgado 4. Concepción. 2 2 2 

 Total  TOTAL: 21 

Parte del trabajo de campo fue realizada en un escenario donde aún se mantenían vigentes medidas 

sanitarias utilizadas durante la pandemia del COVID-19, las que en la justicia penal chilena se 

extendieron de forma generalizada aún más allá del término de la emergencia sanitaria, estando 

vigentes hasta septiembre de 202375. En ese escenario, se priorizó la observación presencial en la 

Región Metropolitana y en las ciudades de Iquique y Concepción se realizaron observaciones iniciales 

de manera presencial pero luego continuaron realizándose respecto de audiencias realizadas en 

formato digital.  

El uso conjunto de ambas técnicas (observaciones y entrevistas) tuvo como objeto presenciar 

directamente las prácticas e interacciones entre fiscales, jueces y defensores penales para de esta 

manera anclar la discusión y el análisis de las entrevistas individuales en escenarios concretos y no 

en situaciones hipotéticas o abstractas. Ello permite situar las percepciones de los actores judiciales 

sobre la justicia penal de salidas previas al juicio en contextos determinados y no vincularlos 

necesariamente a las valoraciones o expectativas que las leyes u otra clase de normas reglamentarias 

les imponen en cuanto actores situados en el marco de un proceso judicial. 

Para el análisis de la información fue realizada de manera inductivas como también deductiva. Las 

observaciones fueron codificadas en dos fases. En un primer momento se asistió a un conjunto 

suficiente de audiencias judiciales (N=41 audiencias individuales, desarrolladas en 2 bloques de 

audiencias) con una pauta de observación abierta hasta alcanzar un nivel de saturación que permitiría 

sistematizar las distintas etapas y decisiones comunes que ocurrían en ellas. Con ello se generó una 

segunda pauta de observación más estructurada que permitió codificar los distintos eventos ocurridos 

en las restantes audiencias judiciales y rastrearlos con mayor fluidez para no solo rescatar su tipología, 

sino que también aspectos más sustantivos (contenido de las decisiones de los actores, relatos, 

disposiciones espaciales, etc). La información levantada de las entrevistas en cambio fue analizada 

 
 

74 En el juzgado de San Bernardo, los defensores entrevistados correspondían a la Defensoría regional Sur. 
75 Incluso luego de esta fecha, algunos tribunales las mantuvieron por algunos meses de manera voluntaria para algunos 

actores hasta el primer semestre de 2024. En la actualidad subsiste la posibilidad de que víctimas, querellantes o defensores 

privados se conecten a las audiencias por esa vía previo requerimiento y autorización del juez. 
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usando tanto categorías emergentes como categorías generadas a partir de conceptos teóricos de 

interés para la literatura de “cortes como comunidades” (influencia de actores externos, patrocinio 

institucional, tecnologías para facilitar relaciones sociales, etc). En ambas etapas las entrevistas 

fueron registradas en audio, lo que permitió posteriormente recuperar contenidos que pudieran no 

haberse recogido íntegramente en la observación original. En torno a ambos grupos de categorías se 

caracterizaron las prácticas e interacciones previamente observadas.  

4.5 Resultados 

A continuación, se realiza una descripción de cómo se lleva a cabo la tramitación de casos penales en 

las audiencias donde se discute y negocia el uso de la suspensión del proceso como salida temprana 

al proceso penal. Ello se hace poniendo énfasis no solo en las acciones individuales de los tres actores 

judiciales que protagonizan estas audiencias (fiscales, defensores penales y jueces), sino que 

destacando las prácticas e interacciones conjuntas que ellos despliegan durante la realización de estas 

audiencias. Será en base a estos hallazgos que luego se analizará como sus prácticas influyen en la 

dirección de las decisiones se toman durante el proceso de negociación de la suspensión del proceso.  

Ello permitirá luego en la sección de discusiones analizar, en base a la idea de grupo de trabajo 

judicial, las diferencias entre dos formas diferentes de conducir las negociaciones en torno a la 

suspensión del proceso en etapas tempranas del proceso penal: aquellas en la cual se toman decisiones 

de manera automatizada (propia de los grupos de trabajo burocratizados) y otra en la cual estas 

audiencias judiciales se conducen con mayores niveles de reflexión (propia de los grupos de trabajo 

reflexivos). Los hallazgos que se describen a continuación permitirán abrir otras discusiones 

conceptuales en torno a la idea de “comunidad judicial” y a la gestión judicial de las audiencias 

judiciales en etapas tempranas del proceso penal. 

a. La revisión de los casos y la definición de algunas decisiones previo al inicio de las 

audiencias judiciales 

Si bien la audiencia judicial es el espacio en el cual se espera que actores judiciales debatan en torno 

a las decisiones que deben tomarse respecto de cada caso, una parte importante de la decisión 

comienza a ser definida antes de que se inicien las audiencias judiciales. Especialmente respecto de 

la decisión de suspender el proceso, cobra relevancia la revisión preliminar que fiscales y defensores 

realizan individualmente de los antecedentes de cada uno de los casos que deben tramitarse durante 
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un bloque de audiencias76 y las conversaciones que luego tienen lugar entre ambos para sondear la 

viabilidad de suspender el proceso que estos sostienen al inicio formal de la audiencia judicial. 

En primer lugar, fiscales y defensores deben tomar conocimiento del contenido de los casos que 

deberán tramitar durante cada bloque de audiencias al que concurren para la identificación en ellos 

de potenciales candidatos a la suspensión del proceso. Cuando se trata de audiencias intermedias o 

finales (juicios), la revisión de los antecedentes del caso o bien es realizada en sus despachos previo 

a arribar a la sala de audiencias o incluso en los instantes previos al inicio de las audiencias judiciales, 

haciendo lectura de pautas de actuación que les dejan los fiscales o defensores titulares de los casos. 

Como plantea un fiscal “La mayoría de las ocasiones somos litigantes delegados. No somos en 

general quienes han tomado las decisiones sobre qué hacer, pero también podemos negociar. Igual 

la minuta que nos dejan es algo que conocemos solo un poco antes de comenzar la audiencia judicial 

(fiscal_04, hombre, Iquique). 

En cambio, cuando se trata de audiencias iniciales, y en particular de casos que comienzan por 

detenciones policiales de personas sorprendidas cometiendo delitos “en flagrancia”, fiscales y 

defensores disponen para estudiar los antecedentes del conjunto de casos que deben debatir dentro de 

un bloque de audiencias de entre 1 a 3 horas (según la zona del país) para estudiar todos los casos 

(que pueden ser un rango de entre 10 a 25 casos en condiciones normales)antes del inicio del bloque 

de audiencias. Es común que fiscales y defensores otorguen más tiempo a la revisión de los casos 

donde se formulan cargos por delitos más graves (pues en ellos es probable se debata la imposición 

de la prisión previa al juicio), por lo cual los actores judiciales refieren disponer de no más de 3 

minutos para estudiar los antecedentes de los casos de delitos menores, y que son potencialmente 

objeto de la suspensión del proceso.  

En los últimos años, la digitalización de los antecedentes de las detenciones ha permitido también 

que los defensores penales tengan acceso temprano a los antecedentes de los casos77 lo que les permite 

 
 

76 En los tribunales observados, así como en la gran mayoría de los tribunales chilenos, los bloques de audiencias son la 

forma de organizar el trabajo judicial que implica programar en una determinada sala del tribunal audiencias penales que se 

encuentren en etapas procesales similares (audiencias iniciales de control de detención o formulación de cargos, audiencias 

intermedias o audiencias de juicio). En cada bloque un mismo juez conduce audiencias de entre 10 a 30 casos penales. 

Durante las 2 a 4 horas que puede durar un bloque de audiencia comparecen a la mayoría de los casos el mismo fiscal y 

defensor penal, salvo que algún caso específico sea asumido por una defensa privada.  
77 Previo a la pandemia del Covid-19 en los tribunales penales chilenos era común el uso de carpetas de investigación en 

papel en casos iniciados por detenciones en flagrancia, las que eran entregadas en primer lugar por las policías a los fiscales. 

Por ello, los defensores solo tomaban conocimiento de los antecedentes del caso cuando se encontraban presencialmente 

con los fiscales en la sala de audiencia previo al inicio de las audiencias judiciales de control de la detención. Producto de 

la necesidad de realizar audiencias virtuales, se masificó en Chile el uso de reportes policiales digitales que permiten a todos 

los intervinientes acceder a la información de manera simultánea. 
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ya en el momento de entrevistar en los calabozos de los tribunales a sus defendidos poder anticiparles 

si podrán solicitar en sus casos la suspensión del proceso. Al tener más tiempo para conocer los 

antecedentes del caso, los defensores perciben que pueden negociar en condiciones de mayor igualdad 

con los fiscales y llegar a acuerdos de mejor calidad, pues el acceso tardío a la información al que 

quedaban relegados antes de la creación de las carpetas digitales los forzaba a tomar decisiones más 

apresuradas dado los niveles precarios de información que manejaban en estas audiencias iniciales. 

Esta percepción que es ratificada en los siguientes términos por uno de los jueces entrevistados. 

[respondiendo a la pregunta de si las carpetas digitales han mejorado la capacidad de 

negociar de los actores judiciales] Sí. En términos de mejorar, de negociar como de 

llegar a acuerdos, sí. De cerrar más rápido los casos no necesariamente. Antes los 

fiscales estaban ahí en la sala cuando y ya habían leído un poco los antecedentes de 

los casos cuando llegaba el defensor a entrevistar a los imputados. La parte del 

defensor miraba todo algo a la rápida y listo. Y conversaban ahí que hacer con los 

casos. Entonces, yo diría que tal mejoró la calidad de los acuerdos con la carpeta 

digital pero no necesariamente los tiempos en que se llegan a estos. 

Juez 04. Hombre. San Bernardo 

Revisados los antecedentes preliminares del caso, fiscales y defensores penales arriban a la sala de 

audiencias presencial o virtual entre 10 a 20 minutos antes del inicio formal del bloque de audiencias. 

Es en el momento previo al inicio formal del bloque de audiencias donde fiscales y defensores cuentan 

con un espacio breve para revisar por segunda vez, ahora de manera conjunta, los antecedentes de los 

casos judiciales que serán conocidos.  

Se observaron dos formas bien diferenciadas de tomar decisiones en esta primera instancia de 

interacción entre los actores judiciales. En la generalidad de las ocasiones los fiscales se limitan a 

anunciar a los defensores y los jueces en cuales casos tendrían en principio disponibilidad para ofrecer 

la suspensión del proceso, sin generarse entre ninguna otra interacción o intercambio de información 

(audiencias a_03_09; c_01_04; d_04_10). Menos común en cambio78 es que este anuncio de los 

fiscales vaya acompañado de un breve espacio de intercambio de información entre estos y los 

defensores, donde se genera un breve y rápido espacio de negociación informal (audiencias a_05_05; 

b_02_08; c_02_06)79. En ellos, fiscales y defensores además comparten información sobre los casos, 

 
 

78 De los 16 bloques de audiencias observados, este espacio de intercambio de información más intenso, previo al inicio de 

las audiencias, tuvo lugar en 6 de ellos. Estos no se concentraron en algún tribunal en particular, por lo que parecen ser una 

práctica extendida en distintas jurisdicciones del país. 
79 Estas negociaciones informales se producen en la misma sala de audiencia previo al inicio formal del caso, por lo cual, si 

bien no se realizan en presencia del imputado, si se realizan en presencia de otras personas que pueden estar en la sala en 

ese momento, entre ellas, las personas que asisten en calidad de público. Estas se realizan con un tono de voz más reducido 

y sin dejar registro formal en audio o escrito de ellas. En las audiencias realizadas de manera telemática, en ocasiones se 

producían en la sesión abierta de la videollamada mientras el juez y el investigador-observador esperaban el inicio de la 
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sumándose en algunas ocasiones también a la conversación los jueces, quienes aportan información 

adicional extraída de los registros informáticos del tribunal, requieren a los fiscales explicitar las 

peticiones que formularan al iniciarse formalmente las audiencias y delinean acuerdos preliminares 

sobre la continuidad de la tramitación de cada caso, tal como plantea el siguiente defensor penal. 

Bueno sí, es muy frecuente. Son muy frecuentes las conversaciones previas entre fiscal 

y defensor, ya sea en los controles de detención antes de comenzar como para afinar, 

ehhh claro en las audiencias programadas también es bien frecuente. Pero más en los 

controles de detención diría yo, porque como se parte preparando desde cero la 

causa. Entonces claro, nosotros antes de que comience la ronda de audiencia de 

controles ya tenemos mucho avanzado en cuanto a lo que vamos a pedir, que vamos a 

pedir mutuamente en el fondo. Por regla general todo es más fluido aún, porque nos 

conocemos hace muchos años fiscalía, defensoría y hay buena onda entre nosotros. 

 

Defensor penal 06, hombre, Iquique 

De esta forma, al iniciarse formalmente la audiencia judicial, los actores ya saben en qué casos se 

ofrecerá la suspensión del proceso y en cuales en cambio los fiscales o defensores han optado 

finalmente por seguir adelante en el proceso penal. Si bien estas conversaciones no son vinculantes 

para fiscales y defensores, les permiten (tal como expresa uno de los fiscales entrevistados), arribar a 

acuerdos preliminares y distinguir aquellos casos donde ya hay consenso sobre cuál será su resolución 

durante la audiencia, de aquellas donde habrá mayor debate entre las partes durante el bloque de 

audiencias.  

Ya es una cosa que es bien usada, o sea general y generalizado, que tú llegas a la 

audiencia con todo revisado y ya momento determinado que qué vas a hacer con esa 

causa y lo conversas con el defensor y según ese acuerdo con el defensor no significa 

que el defensor no vaya a discutir nada, sino que él está informado de esta situación. 

Y ahí, por ejemplo, podía, eh, podían llegar una conversación de que yo no voy a 

pedir prisión preventiva, pero voy a ofrecer una pena de equis cantidad de días, ¿eh? 

Y esa pena la puede él. Tiene derecho, por ejemplo, a cumplir en con beneficios en 

una perspectiva. Entonces ahí se llega este acuerdo. 

 

Fiscal 03, Mujer, San Bernardo 

 

b. El desarrollo de las audiencias donde se negocia la suspensión del proceso 

Iniciada formalmente la audiencia por el juez, lo que da también lugar a que se inicie su registro en 

audio, este comienza tomando la palabra para identificar el número del caso y la identidad de los 

actores judiciales, dando la palabra a la persona imputada para identificarse. Esta información se 

 
 

audiencia: Esto permitió levantar alguna información sobre su contenido, sin embargo, lo más sustantivo de estas 

conversaciones preliminares fue levantado preguntando directamente a los actores judiciales en las entrevistas realizadas  
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levanta de manera rápida y mecanizada para todas las audiencias de cada bloque, lo que por regla 

general solo permite al juez conocer el nombre y domicilio de la persona imputada (audiencias 

b_01_05; c_06_04; d_03_03). Excepcionalmente se presenciaron audiencias con jueces más activos 

en solicitar información adicional y más específica como la actividad laboral o educacional que 

desempeña la persona imputada, aunque incluso en estos casos esta actividad suele tomar menos de 

1 minuto (audiencias a_03_02; c_05_01; d_03_03).  

Solo si la audiencia judicial es motivada por la detención del imputado, el juez da un espacio a 

continuación para debatir posibles irregularidades en la detención del imputado, los que ocurre 

efectivamente en una fracción menor de los casos, y también siempre de manera breve (1 a 2 minutos 

adicionales) (audiencias a_02_15; b_02_08; c_02_16). A continuación, el juez da la palabra al fiscal 

para formular los cargos o indicar el motivo de la audiencia (si los cargos ya hubieran sido formulados 

en una audiencia anterior). Es solo luego de este momento en que alguno de los actores judiciales 

manifestará públicamente su interés en discutir la suspensión del proceso.  

i. Ofertas estandarizadas y rápidos consensos para aceptarlas y cerrar los casos 

La forma más frecuente en que los actores judiciales llegan a acuerdos durante audiencias iniciales o 

intermedias donde se resuelven todo tipo de requerimientos sobre delitos de mediana y baja gravedad, 

es expresando rápidamente las decisiones que se tomaran y otorgando sistemáticamente una misma 

clase de respuesta a todos aquellos casos de características similares (Willenmann y Aristegui, 2022). 

Las decisiones relacionadas con la suspensión del proceso siguen esta misma regla general.  

Fiscales y defensores se muestran bastante dispuestos a ofrecer y aceptar la suspensión del proceso 

en casos de delitos sin una víctima individualizable o cuando existiendo una, consideren que el daño 

que ha sufrido no es considerable (audiencia a_02_15; b_02_08; c_02_16). Lo común es que el plazo 

de supervisión ofrecido sea de un año, y que vengan acompañados de un set de condiciones 

predefinidas: firma mensual ante la fiscalía en la generalidad de los casos, a lo que se añade la 

prohibición de acercarse a determinados lugares (común en aquellos casos de delitos contra la 

propiedad donde se sustraen objetos desde un supermercado o un local comercial); suspensión de la 

licencia de conducir (el que debe imponerse para delitos de tránsito); y prohibición de acercarse a la 

víctimas (común en delitos de amenazas o lesiones de baja magnitud (audiencia b_05_12; b_03_01; 

c_09_11). 

En las ofertas formuladas para esta clase de delitos es común que se genere un consenso rápido para 

cerrar favorablemente el acuerdo. El escenario más común es que a la oferta, generalmente 

verbalizada en la audiencia por los fiscales cuando el acuerdo real se ha generado en las 
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conversaciones previas a la audiencia judicial, le siga una respuesta afirmativa rápida del defensor, 

quien de manera genérica indica al tribunal que su representado ha sido informado previamente del 

alcance de la oferta y que la ha aceptado. En la generalidad de los escenarios, esa breve conversación 

será suficiente para que los jueces tomen por cierta la información que les fue comunicada sin 

ratificarla con el imputado (audiencias a_02_05; b_02_21; b_02_17;). 

En la mayoría de las situaciones en que alguno de los actores judiciales abre la posibilidad a que se 

suspenda el proceso, el resto solo se limita a constatar que no existan obstáculos legales que les 

impidan cerrar el acuerdo. Tal como plantea una defensora penal “acá todo se produce al lote, no hay 

un análisis, una corroboración, y luego no hay un seguimiento del caso” (defensor penal_04, mujer, 

Iquique). La idea de una amplia disponibilidad de los actores judiciales a arribar que es ratificada por 

un fiscal al sostener que en estos contextos “el fiscal que toma la audiencia está con los dedos 

cruzados para que no aparezca nada que le impida cerrar el acuerdo” (Fiscal_02, hombre, región 

metropolitana).  

Los incentivos para consensuar rápidamente la suspensión del proceso son de dos tipos. Por una 

parte, en muchos de estos delitos los antecedentes de la investigación son, incluso en momentos 

iniciales del proceso, lo suficientemente contundentes como para que los defensores penales estimen 

que el riesgo de condena es demasiado elevado. Como plantea un defensor penal “en los delitos de 

porte de armas o de sustancias, pero también en los robos, en muy raro por ejemplo que un sujeto 

aparezca en una cámara y luego sostener ante un tribunal que no era él, entonces la posibilidad de 

condena es alta y la condena siempre va a representar un perjuicio mucho mayor que la suspensión 

condicional” (Defensor penal 07. Mujer. Concepción.).  

Por otra parte, fiscales y defensores refieren a que uno de sus objetivos principales durante los 

bloques de audiencia (especialmente en aquellas que concentran casos de imputados que enfrentan 

su primera audiencia judicial luego de haber sido detenidos o habérseles formulado cargos) es 

facilitar que se ponga término a la mayor cantidad de los casos conocidos en ellas, pues como afirmó 

uno de los fiscales entrevistados “un buen desempeño implica volver a su despacho con el mayor 

número de casos cerrados posible” – (Fiscal_08, hombre, San Bernardo). Otro de sus colegas lo 

expresa en términos un poco más amplios. 

Lo que se piensa o lo que pensamos los fiscales cuando existe posibilidad de salida 

alternativa es precisamente terminar la causa, tener una causa menos. Puede que sea 

un incentivo perverso, pero nos sirve para poder investigar a lo mejor otras cosas, no 

sé, digo. Tengo mucha carga, tengo que matar esto. El hecho es que un fiscal, por 

ejemplo, revisa su cartera de casos, y mira que puede hacer con los casos: archivar el 
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asunto, no perseverar en la investigación. Y cuando estemos es un posible escenario 

de salida alternativa también escoge proceder de esa manera  

Fiscal 06, hombre, Iquique. 

Pero también se pudieron presenciar audiencias donde la proactividad de defensores y jueces penales, 

la presencia personal de víctimas en la sala de audiencias o de sus abogados privados, o la 

comparecencia de defensores privados, propicia mayores niveles de debate sobre la pertinencia de la 

oferta y de las condiciones ofrecidas, y con ello, se da lugar a procesos de negociación más 

sustantivos.  

ii. Defensores y jueces activos en propiciar la suspensión el proceso 

En algunas situaciones la primera oferta de los fiscales no es la de suspender el proceso, sino que la 

de acordar una sentencia condenatoria previo reconocimiento de responsabilidad80 incluso en casos 

donde es legalmente admisible la suspensión del proceso (audiencias c_01_08; d_04_14; a_03_09).  

Esto transforma desde la perspectiva de los fiscales en muchas ocasiones a la suspensión del proceso 

en una oferta supletoria a la de aceptar la imposición de una condena previo reconocimiento de 

responsabilidad. Esta tendría lugar por varias razones. Una de ellas es que la suspensión del proceso 

es considerada por los fiscales como una oportunidad viable de cerrar un caso judicial reservada solo 

para escenarios donde la probabilidad de obtener una sentencia condenatoria con o sin reconocimiento 

de responsabilidad es baja, atendida la debilidad de los antecedentes incriminatorios existentes. Un 

fiscal desarrolla esta idea en los términos siguientes.  

La suspensión no significa nada. Eso lo sabemos. Entonces, claro, lo primero es pedir 

abreviado. Y eso va directamente ligado a lo firme que yo pueda tener muy antes los 

antecedentes de investigación. Si yo tengo antecedentes, investigación firme respecto 

a un sujeto, voy a ir por el abreviado. Evidentemente si hay un caso débil el defensor 

me va a decir la suspensión o nada. Entonces va a depender mucho del de los de la 

fuerza del antecedente incriminatorios. 

Fiscal 04, Hombre, San Bernardo 

Son estos contextos donde algunos defensores penales se muestran más dispuestos a empujar un 

proceso de negociación que culmine en la suspensión del proceso. Para ello, su contraoferta suele 

incluir la imposición de condiciones más gravosas que las que supondría la imposición de la condena 

 
 

80 La justicia penal admite que los jueces dicten sentencias condenatorias no solo en audiencias de juicio (donde fiscales y 

defensores exponen sus argumentos y pruebas para condenar o absolver a la persona perseguida penalmente), sino también 

que las dicten en procedimientos donde el imputado admite su responsabilidad a cambio de la imposición de una pena más 

benigna que la que obtendría en caso de ser condenado en un juicio.  
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(más tiempo de supervisión u ofreciendo alguna clase de reparación a las víctimas (audiencia 

a_04_10; b_06_02; d_04_1), tal como puede observarse en la siguiente audiencia: 

Fiscal. “Nosotros vamos a ofrecer reconocer responsabilidad en procedimiento 

simplificado, dado que en las audiencias previas donde se exploró salidas alternativas el 

imputado no compareció por lo que entendemos que no hay voluntad de su parte. En ese 

caso ofrecemos en caso de admitir responsabilidad pedimos 61 días de presidio y 

suspensión de la licencia de conducir por 6 meses” 

(Defensa conversa fuera de audio con el imputado por 3 minutos) 

Defensa. “Magistrado, sabemos que hubo una audiencia anterior de suspensión del 

proceso en la que no compareció el imputado (...) yo no sé si es posible. Porque mi 

representado quiere suspender ofreciendo un acuerdo económico. Yo propongo hoy 

poder avanzar en ese acuerdo y en una próxima audiencia poder citar a la víctima y 

poder explorar esa posibilidad que pueda ser más atractivo para la víctima”. 

Fiscal. “Solo consultar si el imputado conoce las bases del acuerdo previo. Porque 

nosotros lo tenemos y le pedimos sentido de realidad al imputado porque lo que la 

víctima solicita es 1,7 millones de pesos en pago inmediato. Si él está en condiciones de 

llegar a la próxima audiencia con ese dinero, la fiscalía no se va a oponer. Pero si no es 

así estaremos dilatando el proceso sin fundamento”. 

Defensa.  (Defensa conversa fuera de audio con el imputado por 30 segundo) “Es una 

cifra que podemos abordar. No necesariamente al contado en la próxima audiencia, 

pero si podemos llegar con la mitad” 

Audiencia judicial d_03_05 

Es bastante común que los jueces no intervengan en las conversaciones preliminares a la audiencia ni 

expresen su opinión o interés en el acuerdo que pueda estar siendo discutido por fiscales y defensores 

penales, limitándose a su rol de dirección y conducción de la audiencia judicial (audiencias c_02_11; 

d_01_19; c_04_04). Solo algunos jueces se mostraron propensos a sugerir la suspensión del proceso 

cuando ninguno de estos actores tomó la iniciativa para proponerla (audiencias b_04_17; a_03_11; 

c_03_13;) o cuando hubo disputa sobre el contenido de las condiciones a ser impuestas. Para destrabar 

el conflicto los jueces argumentaron sobre la mayor pertinencia de unas condiciones haciendo un 

juicio de proporcionalidad en relación al daño causado, sugiriendo donar a determinada organización 

una suma de dinero más baja de la propuesta por el fiscal (audiencias a_02_24; c_01_01), o valorando 

su idoneidad para facilitar la resolución del conflicto – sugiriendo enviar a agresores de pareja a un 

programa de tratamiento de impulsos en lugar de decretar que haga abandono del hogar (en casos 

donde constata que la relación de pareja no se ha roto) (audiencias c_01_04; a_01_18).  

iii. El rol de las víctimas en la suspensión del proceso: espacio reservado solo para casos 

de violencia de género 

Los actores judiciales no consideran en general la opinión de las víctimas en la decisión de suspender 

el proceso, incluso si estas comparecen personalmente en la sala de audiencia. Esta indiferencia se 

atribuye al hecho de que su consentimiento no es un requisito legal para que se decrete la suspensión 
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del proceso, pero también porque no es común que las víctimas estén presentes en las audiencias 

judiciales para ser consultadas. Cuando lo hacen, suelen ser muchas veces los jueces quienes deben 

intervenir para darles un espacio en el cual puedan dar a conocer sus pretensiones y necesidades 

durante la audiencia judicial (audiencias a_02_26; b_01_03; b_02_19). Son justamente dos jueces 

quienes expresan en los siguientes términos el rol que suele jugar la víctima en estas audiencias 

judiciales y como es tratada por algunos actores judiciales. 

Todavía el sistema soslaya en las primeras audiencias en delitos de poca entidad a la 

víctima. Porque en la medida que tú esperas ofrecer como condición que la víctima 

no se acerque el imputado, citar y escuchar a la víctima sería una condición más o 

menos necesaria para ello. Pero muchas veces no tenemos la víctima, ni el nombre 

completo ni individualizado en la causa. La situación incluso se ha vuelto en un 

número no mayor, pero tampoco menor de veces preocupante porque nos enteramos 

de que las víctimas a veces no han sido citadas a dos o tres audiencias de seguimiento 

 

Juez 07. Mujer. Concepción 

 

Al imputado lo sentamos junto a su defensor. Entonces te llega a ver la víctima a un 

proceso de Violencia Intrafamiliar perfecto. Se sienta en el sitio del público. Y soy yo 

el que tengo que preguntar si la víctima está presente y decirle que se siente al lado 

del fiscal para escucharla. Para el fiscal nada, no existe. El fiscal es incapaz de darse 

vuelta, preguntar si esta la víctima y acogerla.  

 

Juez 02. Hombre. Santiago 

 

La baja disposición de los actores judiciales para prestar atención a las víctimas cambia cuando los 

cargos formulados son por violencia de género. En estas situaciones, los fiscales, defensores y jueces 

son más proactivos en levantar información desde las pautas de evaluación de riesgo de 

revictimización que genera la policía cuando recibe las denuncias con miras a realizar ajustes en las 

condiciones decretadas (audiencias d_03_12; b_03_04; a_01_20). Esto supone además una 

disposición más abierta a escuchar la opinión de las víctimas sobre la pertinencia de ofrecer como 

condición el someter sus parejas el someterse a un tratamiento en relación a la de decretar el 

alejamiento del hogar común (audiencias d_02_01; b_01_08; b_04_03), o para inhibir a los fiscales 

de ofrecerlas cuando no se cuenta con la opinión de las víctimas (audiencias b_01_20; b_03_09; 

d_03_03), tal como ocurrió en la siguiente audiencia judicial donde se formulaban cargos violencia 

de genero a un imputado hombre 

Fiscal “La Fiscalía pide como medida cautelar la prohibición de acercarse a la víctima 

por el tiempo que dure la investigación” 

Juez. “¿Salida alternativa no hay posibilidad?” 

Fiscal. “Por ahora no, pero voy a pedir nueva fecha para debatirlo poque estamos a la 

espera de contactar a la segunda de las víctimas para tener su consentimiento”. 

Audiencia a_02_21 
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Un fiscal relata en los siguientes términos la importancia que tiene para él, tener contacto previo con 

las víctimas de violencia de género antes de tomar una decisión en torno a la suspensión del proceso 

Hay que tener ojo en el caso de la violencia intrafamiliar, por lo que ya hablamos, 

porque implica una responsabilidad mayor respecto del eventual riesgo que hay para 

la víctima con esta salida alternativa. Entonces ahí, por ejemplo, como te dije, yo no 

ofrecía suspensión condicional si es que la víctima no estaba o no había hablado con 

ella por teléfono. Porque eso también se podía. Yo hablaba, dejaba constancia que 

hablé con ella y que ella estaba de acuerdo con que no se fuera de la casa, pues que 

había sido una pelea sin importancia ni consecuencias relevantes. 

 Fiscal 08, Hombre. Concepción. 

Los recaudos tomados por los actores judiciales en casos de violencia de género en algunos casos 

suponen también una preocupación mayor por explicar a las víctimas el alcance de las condiciones 

que se están ofreciendo al imputado, a pesar de que el consentimiento de las víctimas no es legalmente 

requerido para su imposición. Sin embargo, los actores señalan tomar estas precauciones pues ven un 

interés en que la víctima comprenda en qué medida que el infractor abandone el hogar común, no 

pueda acercarse a ella o deba someterse a una intervención para aprender a manejar sus impulsos, 

pueden ayudarla y a quien recurrir en caso de que su agresor incumpla con las condiciones impuestas. 

Una juez y una fiscal explican cómo opera su relación con las víctimas en estos contextos 

Yo pedía llamar a las víctimas. En mi tribunal a veces se las llamaba, a veces no. Yo 

hablaba con ellas antes porque llegaban antes a la audiencia y ahí yo le explicaba 

personalmente lo que significaba la suspensión condicional y la sentaba al lado mío y 

ellas podían decir si estaban de acuerdo o no estaban de acuerdo. Eso siempre se 

hizo. O sea, si la víctima estaba ahí, eh, se hacía pasar al estrado, o sea la audiencia 

misma participar de la audiencia. 

Juez 06, Hombre. Iquique 

En eso sí tenían bastante cuidado los jueces de que la mujer el hombre que estuviera 

como víctima entendiera lo que estaba pasando y eso porque si tú solamente pones, 

no sé, no acercarse o alguna otra condición que no sea con una cosa muy grave y la 

persona incumple, que ellas sepan que pueden llamar a para denunciar un nuevo 

delito, por ejemplo. Entonces en eso eran bastante cuidadosos porque hay un peligro 

ahí súper grande de que esta conducta vuelve a reiterarse. También se le preguntaba 

varias veces y ya entendía lo que estaba pasando. Si quería que se acerque, seguirá 

viviendo con ella. Porque claro, hay una responsabilidad que tanto del juez como mía 

después de la suspensión condicional 

Fiscal 01, Mujer. Santiago 

iv. La irrupción de abogados privados en las audiencias judiciales 

Si bien la presencia de abogados privados representando a víctimas o imputados en audiencias donde 

se discute la suspensión del proceso es excepcional, cuando tiene lugar genera cambios en la forma 

de conducción de las audiencias judiciales. 
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La comparecencia de abogados privados en representación de las víctimas es valorada por el resto 

de los actores judiciales como un elemento positivo que les facilita poder conocer los intereses de 

sus representados, pues les permite contar con una contraparte con la cual comparten un lenguaje 

jurídico que facilita intercambiar información relevante del caso que pueden aportar las víctimas, 

negociar condiciones más pertinentes a los intereses de estas, y comunicarles por su intermedio los 

alcances de los acuerdos, tal como pudo observarse en algunas de las audiencias presenciadas 

(audiencias c_03_06; a_04_14; d_02_21).  

En una situación diferente quedan sin embargo los abogados que representan a “personas jurídicas” 

(como empresas o al Estado) cuando son víctimas de delitos de carácter patrimonial o económicos. 

En estos casos su presencia en la audiencia judicial no es particularmente valorada al ser percibidos 

como actores que llegan con bajos niveles de información producto de lo cual su capacidad de incidir 

en la negociación de las salidas alternativas es muy menor, en particular cuando su postura es 

obstaculizar la suspensión del proceso, no siendo en general su opinión considerada cuando fiscales 

y defensores ya tenían un acuerdo en dicho sentido (audiencias a_03_05; d_04_07; b_01_10). Su 

opinión, en cambio, es más valorada cuando han proactivos durante la investigación penal, aportando 

antecedentes relevantes para la resolución de los casos. En esos escenarios, o bien los fiscales acogen 

sus solicitudes o al menos los jueces incitan en las audiencias a que los fiscales se abran a conversar 

con los querellantes para discutir en una audiencia posterior sus solicitudes relacionadas con la 

suspensión del proceso (audiencias a_04_04; d_02_06; a_03_17).  

Los abogados privados también pueden representar los intereses de los imputados, actuando como 

defensores privados. A juicio de los actores judiciales, en especial de los defensores públicos, los 

defensores privados tendrían una mayor cantidad de tiempo para entrevistarse con el imputado y 

levantar información de los casos. Esto podría explicar que bajo su representación los imputados se 

aprecien más informados y empoderados, tal como pudo observarse en la siguiente audiencia judicial. 

(mientras el fiscal describe los hechos en que funda los cargos impuestos, la imputada lo 

interrumpe) 

 

Imputada: "quiero saber ... disculpe" 

 

Juez: tiene que guardar silencio  

(fiscal termina de formular cargos por el delito de amenazas) 

 

Juez: Imputada, entiende lo que le formulo el fiscal 

 

Imputada: si 

 



119 
 

Fiscal: nos encontramos en condiciones de ofrecer la suspensión del proceso. Se 

propone la condición de fijar domicilio y la prohibición de acercarse a la persona de la 

víctima 

Defensora: Magistrada, yo pude entrevistarme ayer en la comisaria con mi 

representada y no reconoce haber proferido estas amenazas, de hecho, su versión es que 

sería ella la agredida, lo que acreditaremos en audiencias posteriores, aunque no se le 

dejo hacer la denuncia, ella no reconoce participación, así que ir a juicio se ajustaría 

mejor a sus derechos por lo que no acepta una salida alternativa, al menos por este 

momento 

Audiencia c_04_03. 

Por las mismas razones, los defensores penales públicos entrevistados consideran que sus pares 

privados consiguen en general negociar acuerdos en condiciones sustantivas y de tiempo más 

ventajosas porque tal como lo expresa una de ellas. Como contrapartida sin embargo se observó que 

los fiscales y jueces que comparten audiencias con defensores privados son en muchas ocasiones más 

celosos con los defensores privados que con los defensores públicos en explicar al imputado los 

pormenores y alcances de las decisiones que se toman en audiencia judicial (audiencias b_03_23; 

c_03_18; b_02_13). Una jueza lo explica en los términos siguientes: 

Y supongamos que ahí también hay defensa particular. O sea, ver el desempeño de los 

defensores privados en general es pobre porque muchos en general no tramitan 

usualmente materias penales. Entonces claro, ahí es como un poco menos fluido el 

asunto. Para ellos tal vez es un poco más difícil. Desde explicarle a su representado 

en qué consisten las decisiones que se toman. A algunos se le van detalles también. 

Como explicarle que esto [la suspensión del proceso] no es una condena.  

Juez 06, hombre. Iquique 

c. El cierre de la negociación en torno a la suspensión del proceso 

i. Distintos estándares para verificar el consentimiento del imputado  

Los imputados generalmente hablan en las audiencias iniciales o intermedias donde se debate sobre 

la suspensión del proceso solo para individualizarse al inicio de estas. Durante el tiempo que resta de 

la audiencia, no existe un espacio predefinido para que formulen solicitudes y no es común que 

fiscales y jueces pidan su intervención o intercambien ideas con ellos.  

De hecho, en las audiencias judiciales iniciales o intermedias donde se debate sobre la suspensión del 

proceso, la participación del imputado es casi inexistente81. Ni fiscales ni jueces, y muchas veces, ni 

 
 

81 De las 75 audiencias observadas donde se discutieron aspectos vinculados a la suspensión del proceso, solo en 09 de ellas 

hubo una intervención del imputado distinta a la mera aceptación de la oferta para suspender el proceso. 
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siquiera sus propios defensores, intercambian de forma pública ideas con ellos durante su desarrollo, 

ni tampoco dan espacio para que este haga preguntas o formule requerimientos (audiencias a_04_14; 

b_06_03; d_01_13). Por regla general este espacio no se produce en el momento en el cual, luego de 

que los actores judiciales acuerdan suspender el proceso, se debiera corroborar el consentimiento del 

imputado. Para ello, en la mayoría de los casos los jueces en lugar de consultar directamente con la 

persona imputada su disposición a aceptar el acuerdo, piden a su defensor usar la palabra para 

confirmar la disposición del imputado a aceptar la suspensión del proceso, preguntando al defensor 

si pudo explicar previamente al imputado su contenido y alcance, pero sin dirigirse personalmente 

hacia la persona imputada (audiencias a_01_23; b_03_28; d_02_17). 

En algunas ocasiones, sin embargo, los jueces explican directamente al imputado las consecuencias 

de aceptar la suspensión del proceso, o piden a fiscales o defensores penales hacerlo. La claridad de 

esta explicación varía entre los distintos actores judiciales, siendo lo más frecuente el uso de jerga 

judicial, aunque ocasionalmente algunos actores judiciales ofrecen una explicación usando lenguaje 

más cotidiano y más accesible a las personas imputadas. De esta forma, en dos de las audiencias 

judiciales observadas se ofrecieron explicaciones diametralmente opuestas en cuanto al nivel de 

claridad ofrecido para las personas imputadas. 

Como ud no tiene antecedentes anteriores se le ofrece una salida alternativa que es 

una forma de poner término a una causa penal sin que implique una condena para ud. 

Implica que ud sin admitir responsabilidad acuerda a someterse a un periodo de 

control que dura un año durante el cual se tiene que portar bien y no involucrarse en 

ningún hecho delictual. Si se cambia de domicilio en razón de lo indicado en esta 

audiencia lo debe comunicar al ministerio público acá al lado. Y tiene que autorizar 

que se destruya el cuchillo que andaba trayendo. ¿Está de acuerdo? 

Audiencia a_03_07. 

Señor, como ud no tiene antecedentes y la pena que arriesga no pasa de 3 años el 

ministerio público le ofrece una salida alternativa, que no es una condena. Esta salida 

alternativa se llama suspensión condicional del procedimiento. Esto significa que la 

causa queda congelada o suspendida por un año, es decir, hasta el 02 de agosto de 

2024. Si llega esa fecha y no se revoca el beneficio el tribunal al día siguiente, es decir 

el 03 de agosto de 2024 decreta el sobreseimiento total y definitivo de estos 

antecedentes, o sea la causa termina para siempre respecto de ud y sus papeles 

quedan igual de limpios como hasta ahora. Ese es el transcurso normal. Pero si se le 

revoca solo se puede revocar mientras dura por un año, en ese caso la causa se activa 

y vuelve al mismo estado ad portas de un procedimiento simplificado y ahí si que 

puede terminar con una sanción penal. ¿Cómo se revoca?: dos formas. Primero, si ud 

incumple las condiciones que le fija el fiscal. Lo único que tiene que hacer acá es fijar 

domicilio y por un año avisar si se cambia. Y la otra forma es si mientras dura la 

suspensión es formalizado por un fiscal del Ministerio Público comunicándole en 

cualquier juzgado de garantía del país que lo está investigando por un delito, el que 

sea. Ese solo hecho puede significar que le revoquen la suspensión condicional. Mire 

señor para que me entienda bien, es como que ud estuviera a prueba durante un año. 

Si durante un año no tiene problemas con la justicia penal y cumple las condiciones la 
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causa termina sin consecuencias. Es completamente voluntario así que consulte con su 

defensor.  

Audiencia d_01_06 

Un obstáculo importante para verificar que las personas imputadas estén consintiendo 

informadamente la suspensión del proceso es la realización de audiencias judiciales en modalidad 

telemática. En muchas de las audiencias telemáticas observadas, tanto los actores judiciales como las 

víctimas se encontraban conectados a la sesión virtual desde sus hogares u oficinas y el único presente 

en la sala de audiencias judiciales eran los imputados, constatándose que en muchos casos la calidad 

de transmisión del audio de los actores judiciales no era buena (audiencias c_04_16; b_01_01; 

b_04_10) o que por algún desperfecto técnico de la sala de audiencias o por una condición personal 

del imputado esté no lograba escuchar bien la información que se le transmitía (audiencias c_02_20; 

b_03_12; a_03_01). Por ello, el traslado hacia un espacio virtual de la audiencia judicial hace menos 

fluida la comunicación entre defensor e imputado haciendo más difícil constatar el nivel de 

comprensión de las personas imputadas sobre los alcances de la suspensión del proceso. Un juez 

explica con más detalle como tienen lugar estas dificultades en el marco de audiencias realizadas por 

vía telemática. 

El tiempo de la pandemia fue nefasto desde el punto de vista de la calidad de la 

información. De la comprensión de los de los usuarios respecto de lo que estaba 

sucediendo. Imagínate al imputado tratando de ver a su defensor las pantallitas del 

zoom este más encima usando el típico lenguaje jurídico de “le vamos a ofrecer un 

395” y no tiene ni idea que significa. El imputado ni siquiera sabía cómo se llamaba 

su defensor (…). O sea, si hoy día el imputado yo le pediría que por favor hiciera un 

ejercicio después de la audiencia, que le explique qué es lo que sucedió. Nada. No 

saben dónde tienen que ir, hablar, no tienen nada. Imagínate cuando no tenían 

siquiera contacto con el juez, con el fiscal y con el defensor. Y algunos eran bien 

cómodos, desde sus oficinas le pedían al Gendarme que estaba en el tribunal con los 

imputados “Oye, gendarme, por favor, le puede dar un papelito con el nombre que se 

yo y todo lo demás y las condiciones”. Y el otro le tenía que hacer de escribano. 

Juez 02. Hombre. Santiago 

La preocupación por constatar que el consentimiento del imputado sea informado se refleja en 

fiscales, defensores o jueces que, si bien desarrollan discursos estandarizados para todos los casos, 

consiguen igual ser más elaborados en cuanto al contenido que utilizan para explicar que significa 

aceptar el acuerdo para suspender el proceso.  

Suelen ser los jueces, sin embargo, los que mayormente toman la iniciativa para conversar 

directamente con las personas imputadas durante las audiencias, para complementar y desarrollar en 

mayor profundidad las explicaciones que sus defensores penales les han dado previamente sobre el 

contenido de las condiciones ofrecidas y las consecuencias de la suspensión de sus procesos 
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(audiencias c_02_07; d_04_16; a_02_13). Asimismo, son también algunos jueces quienes requieren 

a los fiscales aportar antecedentes que den cuenta del consentimiento de las víctimas en aprobar la 

suspensión del proceso, sea que conste por escrito o lo exprese concurriendo personalmente a la 

audiencia judicial (c_02_09; d_01_01; b_04_11). Una jueza reporta el valor que tiene para indagar 

con mayor profundidad en el consentimiento de las personas imputadas. 

Hay jueces que son como que rico haber tomado 20 audiencias que siendo las 1 pm 

ya terminaron ya.  Pero de esos 20 ¿cuántos se fueron entendiendo bien lo que pasó la 

audiencia qué es lo que tenían que hacer después la audiencia? Te fijas. Entonces a 

veces uno pudiera demorarse un pelito más, pero te quedas tranquilo de que todo lo 

que se tenía que entender. Porque no sacas nada con dar palabras para el bronce si 

esto no es susceptible de ser entendible y que se haga. Yo he tenido colegas que le han 

dicho al imputado no sé, pues vaya al médico y el médico y el imputado dice, ¿pero 

qué médico? No sé, porque vea usted. Así no sirve. Si tú le dejas al imputado la carga 

de entender todo a él todo no es responsables, salvo que quien pase a audiencia sea 

alguien con más instrucción como de las Condes, no se. 

Juez 01, Mujer. Santiago. 

En el caso de los fiscales, además de informar sobre el contenido de las condiciones, en ocasiones 

argumentan sobre los beneficios de aceptar las condiciones impuestas, argumentando que permitirán 

a los imputados una oportunidad para completar sus estudios (audiencia d_04_08) para mantenerse 

vinculado al mundo laboral (audiencia b_04_06) o para facilitar el acceso a un programa de 

tratamiento al cual serán remitidos, y cuyo acceso por otra vía sería más demoroso (audiencias 

b_01_19; c_03_16; c_04_15).  

Los actores judiciales justifican los esfuerzos por explicar el contenido de la suspensión del proceso 

a los imputados como estrategias para facilitar el seguimiento de los casos que son suspendidos. Como 

señala una jueza “que los imputados y las víctimas se vayan bien informados sobre las condiciones 

que debe cumplir nos quita más tiempo hoy, pero les facilita a ellos poder cumplir lo acordado o 

avisar de que se incumplido si es el caso” (Juez_05, Mujer, Iquique). Por otra parte, dos fiscales 

expresan en los términos siguientes la importancia que tiene para ellos asegurarse que el imputado 

sienta que la suspensión del proceso supone un reproche por los hechos que han protagonizado, pero 

también verificar que el imputado pueda cumplir con las condiciones que se le ofrecen imponer. 

Yo miro un poco primero lo más importante: si la condición que me está pidiendo la 

defensa tiene algún sentido, porque en el fondo la suspensión condicional, a mi juicio, 

lo más importante es que a la persona le pese ya. Yo les digo que esto [los hechos por 

los que se le formulan cargos] no es un error, es un delito, es bien diferente un error, 

un delito, ya que tome conciencia de lo que hizo. Entonces que las condiciones 

guarden un poco relación con eso ya de que la persona sienta física mentalmente el 

peso de su mala decisión al cometer un delito. 

Fiscal 06, Hombre. Iquique 
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Tiene que haber un reflejo [de lo que hizo con la consecuencia que cumplir la 

condición implica]. Cuando ves que tenga que ir por ejemplo a informar si está 

trabajando o estudiando que se acuerde porque lo está haciendo: por qué me pasó tal 

cosa o porque hice tal cosa. Entonces con qué periodicidad, con qué rigurosidad 

depende, vuelvo a insistir, de si es adulto, si es adolescente, que no es lo mismo, 

además del tipo de delito y también de cómo es la persona. Porque mira, sin decir que 

tengan problemas psiquiátricos tu notas de repente, perdón la expresión coloquial, 

pero que al imputado le falta “un palito pal puente”. Les cuesta a veces entender que 

deben hacer para cumplir con las condiciones. Yo he estado poco menos que 

graficándoles con un dibujo que deben hacer. De qué se trata esto entonces. De darse 

el tiempo de explicarles y verificar que la condición imponga una carga que puedan 

cumplir. ¿Porque cómo le vas a pedir que haga algo que yo sé que le va a costar 

mucho cumplir? 

Fiscal 07, Mujer. Concepción. 

ii. Las razones para el desacuerdo 

A pesar de la necesidad declarada por fiscales y defensores penales de cerrar rápidamente casos, 

existen condiciones que motivan, principalmente a los defensores penales, a no aceptar las ofertas 

formuladas por sus contrapartes con miras a suspender el proceso. 

Lo más común es que el rechazo de los defensores penales se funde en la debilidad de los antecedentes 

en que los fiscales fundan los cargos, pero también que se alegue expresamente en las audiencias 

judiciales que las condiciones ofrecidas son muy gravosas (por imponer cargas desproporcionadas o 

por extenderse por plazos considerados como excesivos) y no haya disposición de los fiscales a una 

contraoferta respecto de ellas (audiencias b_01_19; c_03_16; c_04_15). En otras ocasiones el rechazo 

a la oferta se funda en que existe una explicación alternativa plausible y demostrable de los hechos 

ofrecida por la defensa (audiencias d_02_22; b_02_12; b_04_15) o que la detención haya sido 

declarada como ilegal por el juez en la audiencia inicial (audiencias a_03_02; b_01_04; b_03_05).  

El rechazo de las ofertas de suspender el proceso ha proliferado como decisión estratégica por parte 

de los defensores penales a medida que se ha ido asentado la práctica judicial por parte de la fiscalía 

de usar la suspensión del proceso como respuesta a casos con evidencia incriminatoria débil, tal como 

reflexiona un defensor penal en los términos siguientes. 

Ocurre lo que yo creo que indica la lógica, ¿no? Que si tú antes como fiscal ofrecías 

suspensiones condicionales cada vez que se podía, pero ahora lo haces solo respecto 

de casos en que no tienes el presupuesto material para para seguir adelante con un 

juicio. ¿Qué pasa? Que nosotros los defensores lo que vamos a buscar es que se 

aumente el plazo de vigencia de ese caso, porque es sabido que ese disminuye su 

probabilidad de éxito. Y cuando el plazo se extienda lo único que le queda al fiscal es 

decretar la decisión de no perseverar (desestimar el caso). Y eso sería muy bueno 

para nosotros.  

 

Defensor penal 04, Hombre, San Bernardo 
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Sin embargo, también existen situaciones donde el rechazo de los defensores se funda en la situación 

particular de los imputados que representan. En el caso de imputados adolescentes, algunos 

defensores se excusan de aceptar la suspensión del proceso alegando que someter al adolescente a las 

condiciones ofrecidas, aun en el contexto de una suspensión del proceso, son perjudiciales para su 

proceso de desarrollo (audiencias c_01_05; a_03_10; d_03_16). En el caso de imputados extranjeros 

sin residencia en Chile, el rechazo a la oferta de suspender el proceso se funda en que ello desfavorece 

sus intereses migratorios, pues como explica un defensor penal “las suspensiones del procedimiento 

en algunas ocasiones son homologadas por la dirección de extranjería como condenas, y son usadas 

para fundar una causal de expulsión” (Defensor Penal 04, hombre, Iquique).  

También en casos de violencia intrafamiliar o de género los defensores penales se muestran dispuestos 

a rechazar la oferta de los fiscales de suspender el proceso cuando estiman (en base a la entrevista 

previa sostenida con sus representados) que existe una elevada probabilidad de incumplimiento por 

parte de sus defendidos por cuanto la probabilidad de que puedan mantenerse alejado de sus casas, 

de sus parejas o sus hijos es muy baja, lo que los dejaría judicialmente en una situación judicial peor 

en caso de aceptar la suspensión del proceso. En otros casos, sin embargo, incluso se llega a 

argumentar en las audiencias judiciales que suspender el proceso e imponer condiciones es muy 

gravoso para sus representados considerando el contexto de su relación de pareja (audiencias 

a_01_03; d_02_02; c_02_02). Un defensor justifica esta línea de defensa en los términos siguientes: 

Entonces claro, yo en los casos de violencia intrafamiliar , no en todos obviamente, 

pero generalmente cuando veía algún antecedente que me hiciera ver que le causaba 

mucho perjuicio al imputado aceptar alejarse de su familia, y sobre todo no sé , 

personas que llevan mucho tiempo casadas, no sé 30 años, y nunca ninguna denuncia 

de nada, en esos casos desaconsejo aceptar la oferta de suspender el proceso y 

promuevo que el caso continue adelante con cautelares de menor intensidad que no 

implique separar a mi defendido de su familia.  

 

 Defensor penal 02. Hombre. Santiago 

Como contrapartida, también los fiscales tienen razones para rechazar las ofertas cuando son 

formuladas por los defensores o impulsadas por los jueces. En general, esta decisión se funda en su 

expectativa de poder obtener una sentencia condenatoria en un procedimiento adversarial o 

negociado. En otras ocasiones está motivada en el hecho de que el imputado tiene otras 

investigaciones paralelas en curso o ha tenido investigaciones previas que a pesar de no haber dado 

lugar a condenas, son usadas como argumento para descartar un acuerdo (audiencias b_01_25; 

b_03_24; d_04_13).  

Así, fiscales que tramitan casos de mayor complejidad (delitos económicos, drogas) toman en 

consideración casos anteriores o vigentes para indagar si el imputado pudiera formar parte de una 
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banda u organización criminal, estrategia que a juicio de uno de los fiscales entrevistados van 

desarrollando a medida que adquieren la capacidad de “sentir el olor de la causa, para donde va un 

poco, no sé cómo decir, la intuición, ahí como para ver si tiene alguna otra conexión con alguna otra 

cosa” (Fiscal 02, hombre, región metropolitana). Dada la mayor complejidad de estas 

investigaciones, este examen no es realizado durante las audiencias judiciales, sino que durante el 

desarrollo de la investigación penal, generalmente como reacción a una solicitud de los defensores 

penales de dar término al caso por medio de la suspensión del proceso. Sin embargo, también es un 

aspecto que tienen presente los fiscales en las audiencias iniciales, instancia donde deben tomar esta 

decisión con niveles muchos más precarios de información, tal como da cuenta el siguiente fiscal 

entrevistado. 

No hay mucha información para decidir en una audiencia inicial, así que lo que uno 

termina haciendo en general es “oler” que eventualmente este caso pueda tener 

conexión con otra causa, con una cosa mayor. Por ejemplo, yo tuve el otro día un 

detenido con diez pastillas [de una sustancia considerada como droga] y no le ofrecí 

la suspensión porque lo pillaron a una esquina donde generalmente opera una banda 

criminal de la comuna. Fue una decisión que tomé basado en los antecedentes que 

tenía en ese momento, Como te digo, son cinco minutos, entonces es poquito. 

 

Fiscal 08, hombre, Concepción 

iii. Postergar la negociación más allá de la primera audiencia judicial 

La celeridad de las audiencias judiciales empuja al cierre rápido de los casos cuando fiscales o 

defensores alcanzan acuerdos los escenarios previamente descritos. Sin embargo, algunos actores 

judiciales han generado estrategias para postergar la decisión de suspender el proceso para audiencias 

judiciales intermedias dentro del proceso penal y así poder extender las conversaciones que permitan 

acordar la suspensión del proceso.  

Algunos defensores penales y/o jueces promovieron durante la primera audiencia judicial que se 

pospusiera la negociación orientada a suspender del proceso argumentando que no estaban en 

condiciones cognitivas para comprender los alcances de lo que se les ofrece esta afectada, pues en las 

audiencias judiciales celebradas durante las mañanas, los imputados detenidos en flagrancia han 

pasado la noche en las unidades policiales (audiencias c_03_17; b_02_09; c_02_03), pero tambien 

porque la información disponible sobre los hechos era aún parcial y a veces muy incompleta en las 

primeras horas luego de iniciado el proceso penal. En esta situación algunos actores judiciales 

promueven citar a una nueva audiencia para discutir la suspensión del proceso para facilitar una 

negociación más pausada y con mayores niveles de comprensión del imputado sobre su contenido. 
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Un juez y un fiscal describen lo adverso que puede ser para los imputados y sus defensas negociar 

durante una audiencia inicial del proceso judicial 

Generalmente el defensor no tiene la oferta hasta que llega a la sala. Entonces 

cuando llega a la sala recién le va a poder comunicar a su representado cuáles son 

las condiciones, que se yo y todo lo demás. Todo de manera muy rápida, muy 

inadecuada. Muy presionado porque algunos imputados creen que si no aceptan no 

van a poder salir en libertad. 

 

Juez 07. Mujer. Concepción. 

 

Hay jueces que, si el imputado está dudando, le dice en estas condiciones prefiero que 

fijemos fecha para una nueva audiencia. Porque hay que pensar que la gente o sea 

que en teoría es gente que nunca ha enfrentado un proceso penal, entonces, en el 

fondo en un control detención llegar y explicar todo eso (…). Entonces algunos jueces 

si ven que el imputado estaba demasiado dubitativo. Ellos mismo instan a que sabe 

qué, esto ventílelo en otra audiencia, vaya a conversar con el defensor en una 

entrevista más lata [larga], porque aquí en un minuto no, no va a entender usted en el 

fondo todo lo que está pasando. 

 

Fiscal 02, hombre, Santiago. 

Por su parte, los jueces emplazan a los demás actores a posponer la negociación cuando observan que 

son incapaces de arribar a un acuerdo en la audiencia actual (audiencias a_02_08; d_01_14; a_02_11).  

Los fiscales impulsan la postergación del debate en casos donde los delitos imputados requieren para 

ser suspendidos de la autorización de superiores jerárquicos del fiscal (audiencias c_01_06; d_03_13; 

b_04_04) o cuando ven la oportunidad de usar la suspensión del proceso como mecanismo de 

delación compensada que facilite que un imputado declare en contra de otro en el mismo caso o en 

otra investigación relacionada. Un fiscal da cuenta en los siguientes términos de la lógica estratégica 

que hay en el uso de la suspensión del proceso con esta última finalidad. 

Por ejemplo, si yo quiero investigar adecuadamente la corrupción, hay que partir de 

la base que tengo que ocupar mecanismos de delación. Porque quienes se encuentran 

al interior de la estructura criminal mientras más compleja y sofisticada sea la 

máquina de corrupción, tiene menos grietas por donde entrarle. O sea, ya no va a 

haber comunicaciones de teléfono que interceptar, por ejemplo. En consecuencia, el 

caso lo tienes que trabajar a través de la delación y para eso tienes que ofrecerle algo 

al imputado. Entonces tú no puedes pensar en usar la supresión del procedimiento 

sólo para digamos imputados angelicales. No, eso no es así. 

 

Fiscal 04, Hombre. San Bernardo 

En estas situaciones los términos del acuerdo se debaten posteriormente en privado entre fiscales y 

defensores, generalmente “por correo electrónico, salvo en casos de mucha relevancia pública donde 

puede llegar a gestarse una reunión presencial” (fiscal 03, hombre, Región Metropolitana) y la 

audiencia posterior solo tiene por objeto reportar el acuerdo al tribunal, escuchar a otras personas que 
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tengan derecho a pronunciarse sobre su pertinencia (querellantes o víctimas) y que el juez constate 

que se cumplen los requisitos legales para validarlo.  

4.6 Discusión 

Parte importante de las decisiones que se toman en las primeras audiencias judiciales comienzan a 

ser definidas por fiscales y defensores antes de que se inicien las audiencias judiciales. En relación a 

la suspensión del proceso, previo al inicio formal de cada bloque de audiencias fiscales y defensores 

generan conversaciones informales en torno a los casos que deberán conocer, generalmente solo para 

anunciar en cuales hay disposición para ofrecer esta salida temprana al proceso penal, pero en algunos 

casos también para intercambiar información y sostener negociaciones informales breves, tarea que 

a veces es mediada por los jueces. 

Al iniciarse las audiencias, los actores judiciales ya saben en cuales casos se discutirá la suspensión 

del proceso. Por regla general, las ofertas se formulan y son aceptadas de manera bastante 

automatizada con miras a cerrar rápidamente los casos, en especial en casos de delitos sin víctima. 

En otras ocasiones, a pesar de que la primera oferta de los fiscales no sea suspender el proceso, 

defensores e incluso jueces son activos en impulsar la negociación para que esta sea decretada. En 

general, las víctimas solo son consideradas durante estos procesos de negociación cuando recaen 

sobre casos de violencia de género. Finalmente, la eficacia de los defensores privados en las 

negociaciones es percibida como mayor producto de que disponen de más tiempo para la tramitación 

de los casos, mientras que la intervención de los querellantes – que por regla general es poco valorada 

por los actores judiciales - solo es considerada cuando permite mediar el dialogo con las víctimas o 

cuando realizan aportes sustantivos al proceso de investigación. 

Finalmente, los hallazgos permiten describir distintos estándares y prácticas que los actores judiciales 

llevan a cabo para verificar el consentimiento del imputado para suspender el proceso, así como las 

razones que los llevan a descartar o postergar las negociaciones.  

A través de los distintos momentos de las audiencias judiciales, los resultados permiten evidenciar 

como la suspensión del proceso ha generado dentro de la justicia criminal chilena un espacio en donde 

los actores judiciales ya no toman decisiones de manera individual en un contexto adversarial, sino 

que ahora también toman decisiones de manera conjunta, pasando a formar parte fiscales, defensores 

penales y jueces de un mismo grupo de trabajo judicial, lo que facilita llevar a cabo prácticas propias 

de una justicia negociada al interior del proceso penal. 
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a. Dos formas de conducir audiencias en etapas tempranas del proceso: burocratización 

versus reflexión en la justicia criminal. 

Los hallazgos de este capítulo no solamente relevan como se organizan los actores judiciales en 

espacio de justicia negociada que no existía previo a la introducción de la suspensión del proceso 

como respuesta de la justicia criminal en Chile, sino que además sugieren que la instalación de 

prácticas de justicia negociada en etapas tempranas del proceso penal podría estar modelando dos 

tipos de grupos de trabajo judicial. 

El funcionamiento de una parte de ellos puede ser conceptualizado como grupos de trabajo 

burocratizados. Estos se caracterizarían por tomar decisiones conjuntas en torno a la suspensión del 

proceso con bajos niveles de deliberación y sin tomar mayormente en cuenta los intereses o las 

características personales de los imputados o las víctimas que participan de cada caso. Sus 

interacciones favorecen la generación de respuestas generalmente automáticas que, si bien hacen más 

homogéneos los resultados judiciales y disminuyen el riesgo de disparidades, también podrían tener 

como consecuencia – desde un enfoque de justicia procedimental el disminuir la confianza en el 

proceso penal de imputados y víctimas (Tyler, 2006), al tomarse decisiones sin considerar su voz. Es 

la actuación automatizada de fiscales, defensores y jueces lo que sugiere que si bien estos forman 

parte de una comunidad judicial – pues comparten un lugar común desde el cual toman decisiones de 

manera interdependiente– no parece existir entre ellos un interés común distinto de la sola necesidad 

de resolver tempranamente los casos con miras a cerrar el proceso de la manera más rápida posible. 

Ante la falta de consensos rápidos, estos grupos de trabajo burocratizados no consiguen avanzar 

hacia negociaciones más sustantivas, evitando explorar o negociar otras condiciones o escenarios 

distintos a las originalmente propuestas. 

Una forma diversa de operar entre algunos actores judiciales permite conceptualizarlos como grupos 

de trabajo reflexivos. En ellos, se favorecería el diálogo conjunto entre los actores judiciales, 

integrando además a otras personas que intervienen durante el proceso judicial (imputados, víctimas, 

abogados privados), y permitiría explicar sus interacciones menos automatizadas – y más reflexivas 

– en las cuales se prestaría mayor atención a las características particulares de los casos. El motor de 

esta disposición excepcional no pareciera ser una estructura legal o institucional predefinida, sino que 

al parecer emerge de la disposición personal de uno o más actores judiciales (generalmente, los 

jueces), quienes impulsan al resto a salir de la inercia que genera la necesidad de tramitar rápidamente 

un gran número de casos durante largos bloques de audiencias judiciales.  
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Los grupos de trabajo reflexivos llevan a cabo una actividad más intensa de intercambio de 

información sobre imputados y víctimas y parecen tener una mayor disposición a otorgarles espacio 

a estos para que formulen requerimientos durante las audiencias judiciales. Pero uno de sus elementos 

más característicos sería su mayor disposición a debatir sobre el contenido de las condiciones bajo 

las cuales se suspenderá el proceso, buscando que estas se ajusten a las necesidades o expectativas de 

los imputados y víctimas respecto de los cuales estas recaerán. Si bien este debate se da igualmente 

en tiempos reducidos, da cuenta de interacciones más sustantivas entre los actores judiciales que 

aquellos que se observan en audiencias conducidas de manera más burocratizadas y constituye un 

elemento que pareciera permitirles a estos grupos de trabajo satisfacer al mismo tiempo su interés de 

corto plazo - cerrar rápidamente el caso judicial - con un interés de más largo plazo: imponer 

condiciones que sean más favorables para las necesidades de los imputados o de las víctimas en el 

proceso judicial. 

b. Bajos niveles de conflictividad y comunidades judiciales robustas 

Los cada vez mayores espacios disponibles en el proceso penal para que los actores judiciales puedan 

desarrollar prácticas basadas en la colaboración más que en la confrontación, está generando un nuevo 

escenario en la justicia penal de alto interés conceptual. 

Desde una perspectiva teórica, la noción de “comunidad judicial” fue construida observando cortes 

en los Estados Unidos durante la primera parte de los años 80´, que concentraban sus componentes 

negociales en las etapas finales del proceso penal, principalmente en la decisión de aceptar la 

imposición de sentencias con reconocimiento de responsabilidad (plea bargaining). En ese marco es 

comprensible que para Eisenstein, Flemming y Nardulli (1988) la idea teórica original de “comunidad 

judicial” fuera suficiente que los actores judiciales se desempeñen en un lugar de trabajo común y 

actuaran de manera interdependiente, renunciando a la exigencia de acuerdos sociales fuertes y baja 

conflictividad que se realiza desde la literatura sociológica sobre comunidades (Elias, 1974). Esto 

último parece razonable bajo el supuesto de que los actores judiciales se relacionaban por entonces 

durante el proceso penal mediante prácticas adversariales que los llevaban a defender intereses 

contrapuestos sometidos a altos niveles de conflictividad. 

Sin embargo, ese supuesto implícito en la teoría original de las cortes como comunidades no concurre 

necesariamente en las prácticas que configuran la justicia negociada que se implementan en etapas 

tempranas del proceso penal en la actualidad. En ellos, pareciera incentivarse decisiones que, si bien 

son tomadas rápidamente, ocurren en espacios más bien colaborativos, con bajos niveles de 

conflictividad, y en el marco de grupos de trabajo judicial donde pareciera existir un acuerdo entre 
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sus integrantes de la necesidad al menos de cerrar prontamente los casos (grupos burocratizados), 

pero también en algunos casos de favorecer intereses más sustantivos de imputados y víctimas 

(grupos reflexivos).  

La menor conflictividad con que se relacionan los grupos de trabajo judicial que toman decisiones 

conjuntamente en etapas tempranas del proceso penal en comparación a aquellos que negocian 

sentencias con reconocimiento de responsabilidad en etapas más tardías del proceso judicial, sugieren 

– siguiendo el marco del enfoque conceptual de las cortes como comunidades – como comunidades 

judiciales más robustas que las segundas. En etapas iniciales del proceso penal ni fiscales ni 

defensores parecen tener a priori una posición negociadora más ventajosa que su par, lo que potencia 

la percepción entre los actores judiciales de estar formando parte de una comunidad o equipo de 

trabajo. Por el contrario, las condiciones de negociación para acordar sentencias con reconocimiento 

de responsabilidad muchas veces son menos ventajosas para los defensores y están sometidos a 

niveles más altos de conflictividad, especialmente cuando la oferta es realizada mientras sus 

defendidos están en prisión preventiva a la espera de juicio. Por este motivo, el poder negociador en 

la suspensión del proceso parece estar distribuido más homogéneamente entre fiscales y defensores, 

mientras que en el debate en torno al uso de sentencias con reconocimiento de responsabilidad el 

poder negociador está radicado en mayor medida en la figura del fiscal.  

c. Estandarización, burocratización y gerencialismo penal 

Los hallazgos ayudan a delimitar mejor los contornos de conceptos tales como “estandarización”, 

“automatización”, “burocratización” y “gerencialismo”, que comúnmente son usadas de manera 

indistinta y confusa en la literatura sobre sociología organizacional y gestión de la justicia penal. 

Si entendemos que la estandarización consiste en la aplicación de criterios y procedimientos 

uniformes con miras a dotar de consistencia a los procesos operativos y promover prácticas uniformes 

(Pollitt y Bouckaert, 2017), los hallazgos del estudio nos muestran que dada la masividad de la 

tramitación de casos de mediana o baja gravedad la estandarización de las prácticas en torno a la 

suspensión del proceso parece ser inevitable. Si con ello se ayuda a reducir la variabilidad de las 

decisiones, esto constituye una consecuencia positiva de la estandarización al facilitar la satisfacción 

del valor de igualdad ante la ley que inspira a las instituciones que brindan justicia.  

Para los marcos conceptuales sobre gestión organizacional, estandarizar no es sinónimo de 

automatizar. En términos generales, la estandarización consiste en la aplicación de criterios y 

procedimientos uniformes con miras a dotar de consistencia a los procesos operativos y ayudar a 

reducir su variabilidad (Pollitt y Bouckaert, 2017). En cambio, la automatización supone ejecutar 
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repetidamente una tarea, lo que puede tener lugar tanto sobre procesos estandarizados como no 

estandarizados (Lilrank, 2003), siendo la automatización negativa para las organizaciones al ser una 

fuente reconocida de inercia institucional, de inflexibilidad y de desconexión mental (Ashforth y 

Fried, 1988; Gersick y Hackman, 1990). Visto de otra forma, puede plantarse que la estandarización 

se predica de los procesos mientras que la automatización se predica de las acciones. En clave socio-

legal, una de las funciones de las normas legales en general y de la regulación de los procesos 

criminales en particular, puede ser entendida como la generar estructuras sociales estandarizadas, 

dentro de cuyos contornos fiscales, defensores y jueces serian agentes sociales que puedan obrar de 

manera automatizada o reflexiva.  

Algunos de los hallazgos de este capítulo parecen ser coherentes con la idea de que la suspensión del 

proceso, en cuanto mecanismo legalmente regulado – y por tanto esencialmente estandarizado -, 

puede ser debatida a veces de forma automatizada, como ocurre en las audiencias donde se acuerda 

suspender el proceso respecto de delitos sin una víctima individualizable; pero también a veces de 

forma reflexiva, como ocurre en las audiencias donde se debate suspender el proceso respecto de 

casos de violencia de género. Así, durante este capítulo ha sido posible observar como un 

procedimiento estructurado de manera uniforme en la ley – como la suspensión del proceso – no obsta 

a que los grupos de trabajo judicial reflexivos usen su capacidad de agencia para negociar la 

imposición de condiciones que faciliten la satisfacción de las necesidades de imputados o víctimas 

en el proceso penal. 

En ese contexto, dada la masividad de la tramitación de casos de mediana o baja gravedad en la 

justicia criminal, la estandarización de los procesos es indispensable. Si con ella se ayuda a reducir la 

variabilidad de las decisiones, esto constituye una consecuencia positiva de la estandarización al 

facilitar la satisfacción del valor de igualdad ante la ley que inspira a las instituciones que brindan 

justicia. Futuros estudios podrán seguir avanzando en indagar que aspectos de la agencia de quienes 

integran un grupo de trabajo judicial inciden en que actúen de manera automatizada o reflexiva.  

En cualquier caso, la sola existencia de procesos estandarizados que pueden ser llevados a cabo 

indistintamente de forma automatizada o reflexiva en un mismo sistema judicial, siembra una duda 

sobre la validez de las tesis que plantean que sería la estandarización de la justicia criminal por si 

misma, mediada por la incorporación de dispositivos gerenciales mercantiles o neoliberales en los 

procesos judiciales, la responsable de la automatización de los actores judiciales, tal como promueven 

algunos teóricos del gerencialismo penal (Brandariz, 2015; Gonzalez, 2018). Esta última posición 

limita la capacidad de agencia de los grupos de trabajo judicial, y dificulta avanzar en la comprensión 

de los factores que permitan promover grupos de trabajo más reflexivos y menos automatizados. 
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Finalmente, parece difícil sostenerse que la burocratización de las audiencias judiciales, cualquiera 

sea en definitiva su causa, pueda llevar a calificar mecánicamente a la justicia penal chilena como 

una “justicia gerencial”, no al menos al modo como este fenómeno es descrito en la justicia penal de 

los Estados Unidos, (Kohler-Haussmann, 2018), sencillamente porque en este último país las 

instituciones tienen una capacidad para monitorear y hacer gestión del riesgo de delinquir respecto 

de quienes son sometidos a la suspensión del proceso como mecanismo de control, del cual la justicia 

penal chilena carece por completo82 

d. Actores externos que rompen la inercia en los grupos de trabajo judicial burocratizados 

Tanto la incorporación de actores externos a las audiencias judiciales como la progresiva 

incorporación de tecnología a la justicia penal muestran generar consecuencias en la toma de 

decisiones para la comunidad judicial.  

La incorporación de actores externos a la comunidad judicial no es por si sola suficiente para generar 

cambios en la forma burocratizada de conducir audiencias penales, pues la inercia que genera en 

fiscales, defensores y jueces el tramitar mayormente casos donde la víctima no interviene en el 

proceso penal hace que incluso cuando esta se encuentra presente su opinión no sea considerada. El 

trato preferente que reciben las víctimas de violencia de género parece encontrar una explicación en 

que los actores judiciales comprenden las consecuencias futuras que puede tener que esta sea objeto 

en el futuro de violencia doméstica de mayor entidad - incluso potencialmente letal. La necesidad de 

evitar que esto suceda por los costos humanos para las víctimas, pero también por los costos 

reputacionales para las carreras de los actores involucrados parece ser la principal motivación para 

adoptar estrategias más reflexivas en este tipo de casos 

La influencia que pueden tener los abogados particulares de las víctimas está sujeta al nivel de 

colaboración que ofrecen durante la investigación penal. Al hacerlo, los fiscales les otorgan 

simbólicamente el estatus de miembro de la comunidad, lo que les permite tener influencia real en la 

toma de decisiones. La presencia de una defensa privada en cambio parece por si sola hacer menos 

burocrática y más reflexiva la forma de conducir la audiencia de la que participan, por el solo hecho 

de que su actuación está siempre orientada a satisfacer las necesidades de sus representados 

Por otra parte, la introducción de mejoras tecnológicas ha facilitado la tramitación de casos, pero 

también han generado consecuencias en las prácticas e interacciones entre los actores judiciales. La 

 
 

82 Este hallazgo es profundizado como parte de la discusión del capitulo 2 de esta investigación, en el apartado “control del 

delito, selección de casos y gestión del riesgo de delinquir” 
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digitalización de los antecedentes levantados por las policías en la escena del crimen respecto de 

delitos flagrantes ha colaborado a generar “igualdad de armas” entre fiscales y defensores en las 

audiencias iniciales, y también a facilitar la negociación de la suspensión del proceso. 

Sin embargo, no puede mirarse con el mismo optimismo el traslado de las audiencias judiciales hacia 

espacios virtuales, pues este ha mostrado debilitar el vínculo entre los defensores penales y las 

personas imputadas, especialmente en aquellas audiencias donde el defensor penal no se encuentra 

presente físicamente en la sala de audiencias. En estos casos la comunicación entre ambos se ve 

afectada por problemas relacionados a la deficiente calidad de transmisión de audio que tiene lugar 

en algunas audiencias telemáticas, así como también porque el espacio virtual no permite a los 

defensores hacer comentarios o consultas breves a su representado (importantes para levantar 

información que puede ser decisiva en la labor de la defensa), ni verificar con la misma facilidad si 

el imputado consiente informadamente de la suspensión del proceso ofrecerles una explicación fluida 

de su contenido 

Finalmente, muchas de estas innovaciones tecnológicas se encuentran en pleno proceso de desarrollo 

e implementación en las audiencias judiciales lleva a pensar que la justicia penal se encuentra en un 

periodo de transición hacia lo que podría ser denominado como una “tercera generación de cortes 

penales” cuyas prácticas irán mutando en los próximos años producto de la masificación del uso de 

la tecnología en ellas y de la realización de algunas actuaciones del proceso penal en espacios 

virtuales. Esto abre sin duda un espacio para continuar investigando como la actual configuración de 

las comunidades judiciales, las que habitan hoy un espacio liminal entre una segunda generación de 

cortes, configuradas por los criterios gerenciales de la nueva penología (y cuya comprensión estamos 

aún por agotar en muchos contextos fuera de aquel donde ha sido mayormente investigado, el de las 

cortes de los Estados Unidos), y esta nueva generación de cortes penales respecto de las cuales aún 

no somos del todo capaces de visibilizar, más allá de algunos hallazgos iniciales ofrecidos por este y 

otras etnografías judiciales realizadas en espacios virtuales durante los últimos años. 

4.7 Limitaciones y futuras investigaciones 

Este capítulo constituye un primer esfuerzo por comprender las interacciones y las prácticas que 

llevan a cabo de manera conjunta fiscales, defensores y jueces mientras tramitan casos de delitos 

menores. Su foco estuvo en la observación de primeras audiencias judiciales (ya sea de control de 

detención de casos flagrantes o de formalización de casos no flagrantes) y la información analizada 

se restringe a las audiencias donde se discutió la suspensión del proceso. En ese contexto, este estudio 



134 
 

abre un campo de investigación para profundizar en las interacciones y prácticas conjuntas de estos 

actores judiciales en otras etapas del proceso penal y respecto de otros procesos de toma de decisiones. 

La principal limitación de este capítulo viene dada por un elemento inherente a la técnica de 

observación de audiencias judiciales: la posibilidad de que los actores judiciales ajusten su 

comportamiento al saber que están siendo observados. En términos más específicos, existe también 

una capacidad limitada de poder indagar en algunas interacciones como las que ocurren en las 

conversaciones preliminares que anteceden el inicio de las audiencias judiciales (pues no siempre es 

posible escuchar dichas conversaciones completamente), o las que podrían ocurrir fuera de los 

espacios del tribunal (al negociar por correo electrónico o en otros espacios informales).   

Futuras investigaciones podrán continuar indagando en las prácticas de los actores judiciales en 

audiencias intermedias donde se discute la suspensión del proceso, pues los mayores niveles de 

información que se manejan en esos momentos podrían inclinar la decisión en favor de alguno de los 

actores judiciales, generando dinámicas distintas al interior de los grupos de trabajo judiciales. 

También es posible avanzar en la comprensión de las interacciones y prácticas que llevan a cabo 

durante procedimientos adversariales, como en audiencias de debate de medidas cautelares o en 

juicios orales. Por otra parte, en etapas más tardías del proceso penal, la incorporación de actores 

externos (defensores privados, querellantes, víctimas) en las negociaciones podría generar efectos 

diferentes a los que produce en las primeras audiencias judiciales, en función de si comparecen por 

primera vez o no al proceso. Asimismo, queda pendiente poder levantar la percepción de estos actores 

externos sobre la suspensión del proceso en general y sobre sus interacciones con el grupo de trabajo 

judicial, aspecto que excede el campo de interés de este capítulo, pero que constituye un elemento 

interesante para continuar ampliando la comprensión del funcionamiento de las cortes como 

comunidades y el rol de otros actores en los procesos conjunto de toma de decisiones.  

Finalmente, esta investigación ha impulsado el uso de la etnografía judicial como estrategia 

metodológica para llevar cabo observaciones de audiencias de manera sistemática y estructurada, 

integrándose a una emergente corriente metodológica en los estudios criminológicos (Rengifo y 

Marmolejo, 2021; Rengifo, Ávila e Ibáñez, 2023; Hersant y Miranda-Perez, 2023). Si bien existen 

experiencias previas de estudios que han usado la observación de audiencias para realizar 

investigación de carácter empírico del proceso penal en Chile (ver: Fandiño et al, 2017), no existían 

previo a esta investigación instrumentos de observación de audiencias iniciales adaptados 

específicamente a la realidad judicial chilena. Los usados durante este estudio permitirán replicar esta 

metodología en caso de que se desee ampliar esta investigación a alguno de los campos descritos 

previamente o para ampliarla a la comprensión de otras interacciones o prácticas de interés de fiscales, 
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defensores o jueces durante la realización de audiencias judiciales. También puede ser utilizada para 

levantar sistemáticamente información sobre las audiencias judiciales que no puede ser levantada 

mediante indicadores cuantitativos y que sea relevante con fines de política pública o de rendición de 

cuentas83. 

  

 
 

83 Sobre el uso con fines de política pública de las observaciones de audiencias, puede consultarse el trabajo desarrollado 

por instituciones como freedom community center courtwatch (https://www.freedomstl.org/courtwatch-reports) o por 

Courtwatch NYC (https://www.courtwatchnyc.org/)  

https://www.freedomstl.org/courtwatch-reports
https://www.courtwatchnyc.org/
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Esta sección busca discutir de manera integrada los principales hallazgos de esta investigación. Para 

ello, cada uno de los siguientes apartados buscan responder desde distintas perspectivas las tres 

preguntas que sostienen esta investigación y reflexionar sobre su aporte a la comprensión del 

problema de investigación que la motiva: entender como las salidas tempranas al proceso penal se 

han instalado en la justicia criminal como un nueva forma de control social, caracterizado por la toma 

de decisiones sustantivas en etapas tempranas de los procesos judiciales, en espacios de justicia 

negociada, y mediante poderes discrecionales ejercidos de forma conjunta entre fiscales, defensores 

y jueces.  

5.1 El rol de la suspensión del proceso como mecanismo de control social formal 

Una de las dimensiones sobre la que ha buscado avanzar esta investigación es en la comprensión del 

funcionamiento de la suspensión del proceso en cuanto constituye la principal salida temprana al 

proceso penal. En base a ello se ha buscado reflexionar sobre el valor de su incorporación como 

mecanismo de control social formal al sistema de justicia criminal en Chile.  

El capítulo 2 de este trabajo estuvo dedicado a describir el uso de la suspensión del proceso y 

reflexionar en qué medida el uso e implementación de esta se alinea con los objetivos generales que 

aspira a alcanzar la justicia criminal. Si bien los resultados dan cuenta de que la suspensión del 

proceso ha permitido reducir los costos de tiempo y económicos del proceso penal, el aporte al 

cumplimiento de otros objetivos es parcial.  

Dada la baja capacidad de monitorear y supervisar el cumplimiento de las condiciones impuestas, la 

suspensión del proceso consigue colaborar parcialmente con la gestión del riesgo de delinquir a la 

que aspira la justicia penal. Frente esta limitación, las bajas tasas de reiteración mostradas en la figura 

2.8 y los criterios de selección conjunta descritos en el capítulo 4 de este trabajo, sugieren que los 

actores judiciales parecieran estar restringiendo el uso de la suspensión del proceso hacia infractores 

con baja probabilidad de reincidir.  

Considerando que esta decisión se toma sin información precisa sobre la probabilidad de reincidencia 

(obtenida por ejemplo de instrumentos psicométricos de evaluación de riesgo de reincidencia), la 

selección de casos con baja probabilidad de reincidir pareciera ser una consecuencia no buscada de 

la definición normativa de la suspensión del proceso como un acuerdo entre fiscal e imputado que 

debe ser judicialmente validado. La decisión de distribuir el poder discrecional para acordarla entre 

los distintos actores judiciales en lugar de concentrarlo exclusivamente en fiscales o jueces pareciera 

generar controles cruzados entre quienes toman parte en la decisión, y siendo esto lo que podría estar 

favoreciendo la correcta selección de casos.  
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Por las mismas razones, la evidencia generada en este estudio es insuficiente para estimar si la 

suspensión del proceso está favoreciendo el control del delito. Al no disponer de un escenario 

contrafactual que permita estimar si casos similares a los suspendidos habrían o no reincidido de 

haberse ofrecido una respuesta penal diferente, no es posible estimar en términos causales que la 

suspensión del proceso permita inhibir la reiteración delictual como consecuencia de haber favorecido 

una intervención penal de baja intensidad.  

Finalmente, se ha constatado que el aporte de la suspensión del proceso al objetivo de satisfacer las 

necesidades de víctimas a imputados ha sido marginal. Como fue discutido ampliamente en el 

capítulo 2 de este trabajo, los hallazgos de esta investigación sugieren que ello podría además estar 

colaborando a mermar la confianza de los actores judiciales en la utilidad de la suspensión del 

proceso, explicando en parte la contracción de su uso en la justicia criminal chilena durante los 

últimos años. 

Además de permitir contar con información empírica para valorar el aporte de la suspensión del 

proceso al cumplimiento de los objetivos de la justicia criminal, esta investigación ha permitido 

levantar otros aspectos relevantes de su rol como mecanismos de control social. 

a. Diferencias en el uso de la suspensión del proceso por tipo de delito 

Cuando la suspensión del proceso es usada como respuesta frente a delitos contra la propiedad (28% 

del universo de casos judiciales), a delitos de lesiones y amenazas fuera de contextos intrafamiliares 

(20% del universo de casos judiciales), y en delitos de daños y disturbios públicos (3,2% del universo 

de casos judiciales), el rol de la suspensión del proceso se manifiesta del mismo modo que fue descrito 

a nivel agregado: como una salida temprana orientada a promover la protección de la víctima o la 

sociedad durante el período de supervisión con bajos niveles de reiteración, pero con una baja 

capacidad de generar acciones de reparación del daño causado. 

Sin embargo, resulta interesante poder discutir como la suspensión del proceso juega un papel 

diferente en otras categorías de delito. En primer lugar, la subcategoría de “lesiones y amenazas 

cometidos contra parientes” parece ser el único espacio donde existe una preocupación mayor de los 

actores judiciales para abordar los conflictos subyacentes a la comisión de los delitos, considerando 

los intereses tanto de las víctimas como de los imputados. Se trata de una subcategoría respecto de la 

cual se pudieron observar mayores variaciones en la forma de conducir las audiencias judiciales, una 

de ellas la mayor disposición a considerar los intereses de las víctimas en la toma de decisiones. Por 

otra parte, el modelo multinivel evidencia que existe una mayor probabilidad de acordar la suspensión 

del proceso en la primera audiencia cuando el delito se comete contra una pariente. Esto parece 
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esperable en un contexto donde son las propias víctimas las que muchas veces abogan por una salida 

temprana al proceso que les brinde protección, pero que al mismo tiempo evite generar antecedentes 

penales en el pariente que las ha atacado. Finalmente, se trata de la subcategoría de delitos donde hay 

mayor disposición a usar como condición la de “tratamiento del infractor”, la que es utilizada 3,5 

veces más en casos de violencia intrafamiliar (9,7% de los casos suspendidos la usan) que en casos 

de violencia cometida en otros contextos (donde es usada solo en el 2,7 % de los casos suspendidos) 

(ver tabla 2.4). 

Otra situación particular tiene lugar en los casos de fraude. A pesar de representar un porcentaje más 

pequeño del universo de casos formalizados (2,8%), también se observa una mayor preocupación por 

abordar los conflictos subyacentes a la comisión del delito, pero esta vez promoviendo la reparación 

de las víctimas. Se trata de la categoría de delitos donde hay mayor disposición a imponer la 

indemnización como condición (37,6% del total de fraudes suspendidos). Sin embargo, a diferencia 

de los delitos de violencia de género o intrafamiliar, en los fraudes la suspensión del proceso opera 

con menos frecuencia como una salida temprana, pues en un número importante de fraudes el acuerdo 

que permite a las víctimas acceder a una indemnización se genera en etapas intermedias o tardías del 

proceso penal (del universo de fraudes suspendidos, el 25% después de transcurrido 1 año desde la 

primera audiencia judicial). Esto sugiere que la forma como ocurre la negociación para suspender el 

proceso en casos de fraude es diferente, y deberá ser objeto de investigación en el futuro. 

Otro papel diferente juega la suspensión del proceso en delitos sexuales y delitos de tránsito. Si bien 

en ambos priman condiciones orientadas a la protección de las víctimas o de la comunidad, en los 

primeros también existe un número relevante de casos donde el acuerdo para suspender el proceso se 

concreta en etapas tardías del proceso penal, bajo formas diferentes y no documentadas en esta 

investigación. En los segundos, la decisión se retarda en el tiempo por disposiciones administrativas 

del Ministerio Público que obligan a que el acuerdo alcanzado sea ratificado por los superiores 

jerárquicos del fiscal que la acuerda. En estos delitos se aprecia también una mayor disposición al 

tratamiento de los infractores y la reparación de las víctimas como condiciones (9,4% y 19,4% 

respectivamente), aunque sigan siendo esta clase de condiciones más intermitentes que para los casos 

de violencia contra parientes o de fraudes.  

Finalmente, el rol menos claro de la suspensión del proceso tiene lugar respecto de los delitos de porte 

de armas. En ellos la suspensión del proceso se acuerda de manera muy automatizada, pero los 

infractores quedan sujetos solo a condiciones de supervisión y a la obligación de hacer entrega de las 

armas incautadas. Dado que la falta de capacidad para monitorear el cumplimiento de las condiciones 

es transversal a todas las categorías de delito, el mayor nivel de incumplimiento de los infractores de 
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esta clase de delito sugiere que podría haber características de quienes los cometen que incrementan 

su riesgo de reiteración, y cuya falta de definición y abordaje hace especialmente ineficaz a esta salida 

temprana frente a esta clase de delitos. La interpretación de este resultado debe ser realizado 

considerando que los casos levantados corresponden a ingresos de los años 2019 y posteriores, de 

modo tal que no recoge los cambios posteriores a la legislación en materia de armas84, ni los cambios 

en la complejidad de la criminalidad que han afectado a Chile durante la primera parte de esta década. 

En este contexto, comprender en la forma como se está utilizando la suspensión del proceso para dar 

respuesta a delitos de porte de armas en este nuevo escenario constituye un espacio de investigación 

que debe ser profundizado en el futuro.  

b. Responder temprano o responder con velocidad: más rápido no siempre es mejor 

La suspensión del proceso en Chile se caracteriza por ofrecer respuestas tempranas frente a la 

persecución penal de los delitos. Como se discute en el capítulo 2, esto ha permitido producir una 

reducción de los costos de tiempo y económicos de la justicia penal. Esto se produce en un contexto 

en donde, a pesar de la baja capacidad del estado para controlar el cumplimiento de las condiciones 

acordadas, la correcta selección de los casos deviene en una baja tasa de nuevas formalizaciones entre 

aquellos que acceden a la suspensión del proceso.  

Sin embargo, la velocidad en la toma de decisión no siempre genera efectos positivos. Por ejemplo, 

como se discute en el capítulo 4, la celeridad con que actúan los grupos de trabajo judiciales 

burocratizados es justamente lo que limita la capacidad de este mecanismo de favorecer el debido 

proceso, al no contar con un tiempo de calidad para explicar al imputado los alcances de suspender 

el proceso y extraer de su parte un consentimiento adecuadamente informado. Limita, además, la 

disposición de fiscales, defensores y jueces de tomar decisiones considerando intereses que 

trasciendan la sola necesidad propia de cerrar rápidamente los casos. Finalmente, también dificulta 

dar espacio a las víctimas o considerar las necesidades de los infractores, como pudo verse en las 

audiencias conducidas por grupos de trabajo judiciales burocratizados reportadas en el capítulo 4 de 

esta investigación. 

En uno y en otro caso hay un elemento en común: la tendencia de la justicia penal chilena de promover 

la celeridad en búsqueda de mayor eficiencia, pero olvidando en ocasiones que una respuesta veloz 

no siempre garantiza la calidad de los resultados. Las decisiones burocratizadas parecen ser, al alero 

de los hallazgos de esta investigación, aquellas que más sacrifican la calidad de la respuesta en post 

 
 

84 Entre 2020 y 2025 se han aprobado 5 leyes que modifican la legislación en materia de control de armas. 



141 
 

de su celeridad. Por el contrario, las decisiones reflexivas hacen compatible entregar respuestas que, 

siendo satisfactorias tanto en su velocidad como en lo temprano de su oportunidad, generan 

adicionalmente beneficios sustantivos para víctimas e imputados. De esta forma, en la promoción de 

grupos de trabajo judiciales reflexivos parece haber una clave para ponderar cuando una audiencia 

judicial puede ser conducida de manera rápida, y cuando debe hacerse de manera más pausada, 

contando con actores judiciales capaces de discernir que casos requieren una resolución veloz y cuales 

requieren espacios más extendidos de deliberación. 

Esta última idea además permite rebatir la formulación original del modelo del control del delito de 

Hebert Packer, el que parece dar un salto lógico importante al atribuir a la celeridad en la dictación 

de las resoluciones judiciales la capacidad de generar mecánicamente consecuencias en el control de 

la criminalidad. Por el contrario, los resultados presentados en esta investigación sugieren que si bien 

la celeridad permite ahorrar recursos de tiempo y económicos que pueden ser potencialmente 

redestinados a la gestión de otros judiciales, la automatización de las decisiones puede llegar a limitar 

la eficacia de la suspensión del proceso en la medida que ni las condiciones impuestas ni la intensidad 

de la supervisión estén acordes a las necesidades de intervención de los infractores, como pareciera 

estar ocurriendo con los importantes niveles de nuevo contacto que se observan en los casos de porte 

de arma que son objeto de la suspensión del proceso. 

c. La suspensión del proceso y su rol más amplio en la política-criminal.  

A lo largo de toda esta investigación se han ido levantando distintos elementos que sugieren que las 

salidas tempranas al proceso penal no solo juegan un rol importante para favorecer los objetivos del 

proceso penal en específico, sino que además contribuyen en un sentido más amplio a la política 

criminal de dos formas concretas: permitiendo focalizar la persecución penal en los delitos más 

graves, y reduciendo el contacto de infractores primerizos y adolescentes con la justicia penal.  

Al ser una respuesta temprana que se toma con celeridad, el potenciar el uso de salidas tempranas al 

proceso penal libera recursos a fiscales para concentrarse en la dirección de investigaciones penales 

de delitos más graves, libera a los defensores para contar con más tiempo de pesquisar errores en 

casos de mayor complejidad, y libera la agenda de los jueces para profundizar en el control de las 

garantías y la gestión judicial del proceso. 

Esta es una de las razones que permitiría explicar porque los análisis de regresión multinivel 

realizados en el capítulo 3 de esta investigación (tabla 3.5) muestran una disposición mayor a usar la 

suspensión del proceso en la primera audiencia judicial respecto de delitos menos graves, como 
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lesiones y amenazas85 o delitos contra la propiedad86, en relación a la menor disponibilidad para 

suspender el proceso en la primera audiencia judicial en delitos más graves, como los delitos 

sexuales87. El uso de la suspensión del proceso como herramienta para focalizar la persecución penal 

en delitos más graves también se expresa en la menor disposición a suspender el proceso en casos 

con pluralidad de cargos imputados y a medida que la pena probable es apreciada por los actores 

judiciales como mayor. En esta línea, la discrecionalidad de los actores judiciales aparece 

condicionada por factores relevantes a nivel legal, tales como la gravedad de la pena y la ausencia de 

antecedentes penales del infractor. 

Por otra parte, la mayor disposición a suspender el proceso en la primera audiencia judicial hacia 

infractores entre 14 a 17 años, respecto de otros tramos etarios, incluso controlando por sus contactos 

previos con la justicia penal, sugiere que podría existir una conciencia de parte de los actores 

judiciales sobre los riesgos que la desviación secundaria puede generar al extender innecesariamente 

el proceso penal sobre infractores adolescentes primerizos, consolidando con ello trayectorias 

delictivas incipientes. En términos más institucionales, el uso adecuado que se está dando a la 

suspensión del proceso para evitar el etiquetamiento de jóvenes infractores, podría explicarse como 

consecuencia de los esfuerzos de sensibilización y capacitación que ha tenido lugar en la justicia penal 

chilena a partir de la implementación de la ley de responsabilidad penal adolescente, la cual ha sido 

acompañada de instancias de formación y capacitación permanentes sobre delincuencia juvenil hacia 

fiscales, defensores y jueces.  

Algunos hallazgos también sugieren que la suspensión del proceso estaría permitiendo reducir la 

carga efectiva de trabajo de fiscales, defensores y jueces. En el capítulo dos se discutió sobre el ahorro 

de tiempo que genera la suspensión del proceso en la primera audiencia judicial, lo que considerando 

que la mayoría de estos casos no vuelve a tener nuevos contactos con la justicia penal permite estimar 

que la carga de trabajo no solo se reduce en términos de stock, sino también en términos de flujo. En 

este sentido, es posible estimar que eliminar la suspensión del proceso generaría un aumento en el 

stock de casos penales en el mediano plazo. Pero, por otro lado, expandirla a delitos más graves o a 

 
 

85 Si bien la categoría de “lesiones y amenazas” incluye delitos de lesiones de baja, mediana y alta intensidad, a nivel 

descriptivo se aprecia que solo el 3,18% corresponde a lesiones de carácter grave, mientras que el 37% corresponde al delito 

de amenazas. 
86 Si bien la categoría de “delitos contra la propiedad” incluye formas de apropiarse de bienes ajenos de distinta intensidad, 

a nivel descriptivo se parecía que solo el 9,2% corresponde al delito de robos donde se ejerce intimidación o violencia contra 

las personas. El resto de los casos incluye distintas formas de delitos contra la propiedad no violentos, representando el 60% 

de estas distintas manifestaciones de baja entidad de este delito (hurtos) 
87 El 42,9% de los delitos sexuales incluidos en esta categoría corresponden a abusos sexuales de menores de 14 años con 

contacto corporal 



143 
 

perfiles de infractores más complejos sin mejorar la capacidad del estado de supervisar las 

condiciones impuestas, a pesar de permitir reducir el stock de casos en el corto plazo, aumentaría su 

flujo si una proporción importante de estos nuevos usuarios de la suspensión del proceso vuelve a 

reiterar en corto tiempo su comportamiento infractor. 

Por último, los hallazgos sugieren que la suspensión del proceso podría estar jugando un rol 

importante en la prevención terciaria del delito. A pesar de que esta investigación no tuvo como 

propósito indagar en los efectos de la suspensión del proceso en evitar la reincidencia futura, sus 

hallazgos si sugieren que el adecuado proceso de selección de casos que actualmente favorece (la 

mayoría de los cuales no vuelve a ser nuevamente formalizado en el futuro), evita que estos 

infractores tengan un contacto prolongado e innecesario con el sistema de justicia criminal que genere 

efectos negativos en sus trayectorias vitales, tal como ha mostrado la evidencia criminológica (McAra 

y McVie, 2010). De esta forma, la investigación comprender el impacto de la suspensión del proceso 

en Chile sobre la probabilidad de reincidencia constituye una pregunta de investigación relevante 

desde una perspectiva político criminal, que debe ser explorada en el futuro. Su pertinencia además 

se ve reforzada por la prometedora evidencia que han generado estudios similares en la experiencia 

comparada (Agan, Doleac y Harvey, 2021; Mueller-Smith y Schnepel, 2021), quienes han demostrado 

una relación causal entre la suspensión del proceso y la reducción de la reincidencia en la justicia 

penal de los Estados Unidos. 

5.2 La toma de decisiones en las salidas tempranas al proceso penal 

Otra de las dimensiones sobre la que ha buscado avanzar esta investigación es en la comprensión de 

los factores que explican la decisión de usar la suspensión del proceso en la primera audiencia judicial, 

así como las potenciales disparidades que la expansión de la justicia negociada y la discrecionalidad 

hacia nuevos espacios dentro del proceso penal podría estar generando en la justicia criminal. 

Para ello, el capítulo 3 explora en qué medida factores de nivel individual y contextual explican la 

decisión de usar la suspensión del proceso en la primera audiencia judicial. Los resultados a nivel 

individual (ver tabla 3.5) son consistentes en su mayoría con la evidencia existente para otros procesos 

de toma de decisión tanto en la justicia criminal chilena (Carvacho, Droppelmann y Mateo, 2023), 

como comparada (Wooldredge, 2010; Van Wingerden Van Wilsem y Johnson, 2016; Steffensmeier, 

Painter-Davis y Ulmer, 2017; Freiburger, 2020), relevando al peso que tienen factores legales como 

la gravedad de la pena o los antecedentes penales en la decisión de suspender el proceso , pero también 

factores extralegales como la edad, nacionalidad y el vínculo de parentesco previo entre infractor y 

víctima.  
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Sin embargo, uno de los hallazgos centrales de esta investigación es la relevancia que tiene el contexto 

en que funcionan los tribunales en la decisión que toman conjuntamente los actores judiciales para 

usar salidas tempranas al proceso penal. La mayoría de la investigación previa que analiza la 

relevancia de factores contextuales ha sido realizada en países federales, donde esta variación es 

esperable considerando que tribunales de distintos estados están sometidos a normas legales 

diferentes al interior de un mismo país. Chile en cambio es un estado unitario con una fiscalía y un 

sistema de justicia penal normativamente uniforme a nivel nacional, lo que haría esperable que exista 

mayor uniformidad de las decisiones judiciales entre tribunales ubicados en territorios diferentes. Sin 

embargo, los resultados dan cuenta que el peso de los factores a nivel contextual en la toma de 

decisiones en torno a la suspensión del proceso es aún mayor que la reportada en los estudios 

comparados realizados en países federales. Es importante señalar sí que gran parte de estos estudios 

se han realizado respecto a etapas de decisión tardías, como la dictación de sentencias. Por ello, sería 

importante extender el uso de estrategias de análisis multinivel al estudio de los factores que inciden 

en los procesos de toma de decisión de la justicia penal, de manera de conocer en qué medida los 

resultados de este estudio se replican en otras etapas del proceso penal.  

De manera complementaria a este hallazgo, existen tres aspectos relacionados con los procesos de 

toma de decisiones en las salidas tempranas al proceso penal que emergen de forma transversal de 

distintos hallazgos que han sido relevados en esta investigación. Diferentes piezas de información 

generadas por esta investigación han permitido ilustrar como los poderes discrecionales con que 

cuentan los actores judiciales en la justicia penal adquieren nuevas formas al ser usados en etapas 

tempranas del proceso penal. Estas se expresan tanto en distribución de estos poderes entre los actores 

judiciales, como en la aparición de nuevos espacios donde se comienzan a tomar decisiones 

discrecionales. 

d. La distribución del poder discrecional como garantía del debido proceso  

Los resultados de esta investigación sugieren sugiere que la suspensión del proceso, al introducir 

componentes de justicia negociada en etapas iniciales del proceso penal, habrían generado una nueva 

distribución del poder discrecional entre los actores judiciales. En etapas iniciales del proceso penal 

existen condiciones tales como una mayor simetría en los niveles de información que manejan los 

actores judiciales (igualmente bajos y preliminares para todos ellos) y la exigencia legal de contar 

con el consentimiento del infractor para suspender el proceso, los que, unidos a la independencia 

jerárquica que además existe entre los actores judiciales en la justicia penal chilena, parecen favorecer 

el ejercicio conjunto de la discrecionalidad entre fiscales, defensores penales y jueces y la 

configuración de grupos de trabajo judiciales.  
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En definitiva, la nueva distribución del poder discrecional que se produce entre los actores del grupo 

de trabajo judicial, y que sugieren los hallazgos de esta investigación, podría estar generando un 

escenario favorable para el debido proceso. Esto constituiría una diferencia importante respecto de 

otros escenarios de justicia negociada, como los que se generan en etapas más tardías del proceso 

penal al discutir penas con reconocimiento de responsabilidad, en los cuales la investigación 

comparada ha dado cuenta de potenciales riesgos para el debido proceso generados por la 

concentración del poder discrecional en los fiscales y un contexto donde la consecuencia de no llegar 

a un acuerdo puede ser el encarcelamiento del infractor (LaFree, 1985; McEwan et al, 2011). En 

cambio, los acuerdos para usar la suspensión del proceso, en la medida que sean consecuencia de 

decisiones reflexivas y no automatizadas, se toman bajo dos supuestos que favorecen el debido 

proceso: por una parte, al hacer concurrir distintos puntos de vista e intereses a la toma de decisión 

se generan controles cruzados con potencialmente disminuyen el riesgo de que se cometan errores o 

se afecten los derechos de imputados o víctimas que participan del proceso penal. Por otra parte, la 

toma de decisiones de manera conjunta tiene el potencial de incrementar la legitimidad de la decisión 

frente a los demás actores judiciales.  

e. La aparición de un nuevo espacio de discrecionalidad no reglado 

El ejercicio de la discrecionalidad de los actores judiciales se encuentra generalmente reglado. Esto 

significa que la ley define los contornos de las decisiones que deben tomar (número de cargos, 

duración y características de las penas, etc) y entrega la definición de su contenido a jueces o fiscales.  

Una situación similar ocurre con la suspensión del proceso, en la cual el ejercicio de la 

discrecionalidad esta reglada, de modo tal que solo puede ser acordada frente a ciertos escenarios, y 

tanto sus contenidos como los tiempos de supervisión elegibles vienen definidos por la ley  

Sin embargo, esta investigación ha podido mostrar como la práctica de los grupos de trabajo judiciales 

han ido generando de facto en la justicia penal chilena un espacio de discrecionalidad no reglado en 

torno a la supervisión de casos suspendidos. En concreto, del conjunto de casos suspendidos sobre 

los cuales existe una expectativa de supervisión, solo respecto de algunos de ellos los fiscales o los 

jueces impulsan acciones proactivas de supervisión. Como pudo verse a lo largo de la investigación 

la realización de audiencias de seguimiento de los casos suspendidos o de otras acciones de monitoreo 

del cumplimiento de las condiciones son poco frecuentes, y cuando ocurren no son impulsadas a nivel 

institucional por el Poder Judicial o la Fiscalía si no que por la motivación especifica de algunos 

jueces o tribunales. 

Este comportamiento discrecional de fiscales y jueces pareciera encontrar su explicación en un 

problema más estructural de la justicia penal chilena: la limitada capacidad institucional para hacer 
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seguimiento de las decisiones judiciales, el que si bien en esta investigación fue reportado respecto 

de la suspensión del proceso, ya había sido reportado con anterioridad en relación otros ámbitos de 

la justicia criminal, como el monitoreo de las medidas cautelares o la supervisión del cumplimiento 

de las penas sustitutivas (Ver: Fandiño et al , 2017). En el campo de la suspensión del proceso, las 

limitaciones institucionales para supervisarlas son atribuidas por los propios actores judiciales no solo 

al exceso de carga de trabajo, si no a dos factores institucionales: la inexistencia de una norma que 

expresamente radique esa responsabilidad en los fiscales o los jueces, y el hecho de que los casos 

suspendidos en la primera audiencia judicial no quedan luego asignados a un fiscal o defensor penal 

determinado a quien asignar la tarea de supervisar el cumplimiento de las condiciones acordadas. 

f.  La influencia víctimas y abogados externos en el ejercicio de la discrecionalidad 

Esta investigación no solo ha permitido comprender los procesos de negociación en torno al uso de 

salidas tempranas al proceso penal desde el enfoque de las cortes como comunidades, sino que 

también ha permitido mostrar como cambios en los grupos de trabajo judiciales pueden modificar la 

discrecionalidad con que conjúntame se toman decisiones en torno a la suspensión del proceso.  

Los hallazgos sugieren que existe una menor probabilidad de que se acuerde la suspensión del proceso 

en la primera audiencia judicial cuando se hace participar de la decisión a las víctimas (ver tabla 3.5) 

En los casos de delitos sin víctima o donde no hay registros de que está haya participado del proceso, 

las chances de suspender el proceso se incrementan ostensiblemente (OR=3.2). Sin embargo, fue 

común constatar en muchas de las audiencias observadas que incluso cuando existe una víctima 

identificada en el proceso o esta comparece a la sala de audiencias, su opinión no es mayormente 

considerada, de modo tal que la menor probabilidad de acordar la suspensión del proceso en la 

primera audiencia no parece estar atribuida a su influencia directa, sino a que los actores judiciales 

consideran su presencia como un dato que los inhibe a tomar una decisión apresurada sobre el destino 

del caso judicial.  

De la sola observación de audiencias se aprecia rápidamente que esta disposición automatizada 

cambia en los casos de violencia intrafamiliar o de violencia de género, donde como se reportó en el 

capítulo 4 de esta investigación las audiencias son más reflexivas. Este hallazgo, que surge de las 

observaciones de audiencia, se confirma por el modelo multinivel analizado en el capítulo 3, donde 

la relación de parentesco, controlando por las demás variables del modelo, incrementa en 1,4 veces 

las chances de decretar la suspensión del proceso en la primera audiencia judicial. En relación a este 

efecto, los actores judiciales entrevistados develan que cuando se negocia la suspensión del proceso 

en esta clase de delitos, el consenso se ve facilitado por los deseos de las víctimas de no seguir 
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adelante con un proceso judicial que podría afectar su relación familiar si el infractor con quien tienen 

una relación de parentesco es condenado y queda con antecedentes penales.  

Una de las limitaciones de esta investigación es su capacidad para indagar con mayor profundidad en 

la decisión de revocar la suspensión del proceso en general, respecto de la cual se prestan cierta 

evidencia exploratoria en el capítulo 2. Sin embargo, un aspecto que no fue relevado se vincula con 

el rol que podrían tener las víctimas en esta decisión, considerando que es de los pocos espacios donde 

la ley entrega poderes discrecionales a actores externos al grupo de trabajo judicial. Una metodologia 

posible para indagar en ello es replicar los modelos de regresión multinivel reportados en el capítulo 

3 de esta investigación usando como variable dependiente la decisión de revocar los casos e indagar 

cualitativamente si las bajas tasas de revocación se deben a una falta de interés de las víctimas en 

impulsar la persecución penal o simplemente en que desconocen que pueden hacerlo. Para ello, 

incorporar observaciones de casos judiciales con querellantes en casos de violencia de género, 

complementadas con entrevistas, permitiría incorporar la mirada tanto de ellos como de sus 

representados en estos procesos de toma de decisión. 

De todas formas, esta investigación levanta información interesante sobre la influencia de los 

querellantes en el ejercicio de la discrecionalidad. La participación de las víctimas mediante abogados 

particulares disminuye las chances de que se dicte la suspensión del proceso en la primera audiencia 

judicial (OR=0.72), lo que significa que su participación o bien obstaculiza el acuerdo o bien lo 

retarda en el tiempo. Sin embargo, su influencia en uno u otro sentido no puede ser estimada como 

automática, pues los actores judiciales entrevistados reportan que solo aquellos querellantes que 

colaboran activamente con el proceso penal consiguen ser escuchados por fiscales y jueces. Esto 

último puede ser interpretado desde el enfoque de las cortes como comunidades como un indicio de 

que la influencia de los querellantes está condicionada a que sea legitimado desde el grupo de trabajo 

judicial, como condición para que su voz sea escuchada.  

Muchas menos chances de que se suspenda el proceso en la primera audiencia judicial se constatan 

cuando es el imputado quien está representado por un defensor privado (OR=0.33), lo que al igual 

que respecto de los querellantes, esto puede significar que su participación o bien obstaculiza el 

acuerdo o bien lo retarda en el tiempo. Esto es coherente con la mirada ofrecida por los actores 

judiciales entrevistados, especialmente los defensores públicos, quienes señalan que sus pares 

particulares tendrían menos carga de trabajo y por ende más tiempo para negociar. A ello se podría 

agregar, a modo de hipótesis, que la estructura de remuneración de muchos abogados particulares 

genera incentivos para posponer en el tiempo el término de los casos judiciales en los que participan. 

Sin embargo, la baja prevalencia de abogados privados en el proceso penal en general, pero 
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especialmente en los delitos de mayor prevalencia en esta investigación, hizo que el número de 

audiencias en las que pudo observarse su comportamiento fuera muy reducida. Ampliar la 

comprensión de la influencia de los abogados privados en como los grupos de trabajo judiciales toman 

decisiones respecto de esta u otras respuestas de la justicia criminal constituye un campo de 

investigación que sería interesante explorar en el futuro. 

Finalmente, otra de las limitaciones de esta investigación es que no indaga en interacciones entre 

grupos de variables individuales con potencial sustantivo para comprender mejor la influencia de 

actores externos al grupo de trabajo judicial en el ejercicio de la discrecionalidad. Futuros estudios 

deberán indagar si hay diferencias en la discrecionalidad cuando se conocen distintos tipos de delitos 

donde pueden existir relaciones de parentesco entre víctima a infractor (como delitos de violencia 

física y de violencia sexual) o si existiesen diferencias entre la capacidad de influir en la toma de 

decisiones entre querellantes de delitos de fraudes y de delitos de violencia interpersonal. Algunas 

interacciones entre variables de nivel individual y contextual también podrían resultar de interés para 

comprender si hay diferencias en la discrecionalidad cuando querellantes litigan ante tribunales 

urbanos o rurales, o si la carga de trabajo del tribunal cambia las chances de que casos con víctimas 

que son conocidas en el proceso penal sean objeto de la suspensión del proceso. 

5.3 Justicia negociada y grupos de trabajo judicial: estandarizar los procesos sin 

automatizar las decisiones. 

Finalmente, esta investigación ha aspirado a profundizar en la comprensión sobre las prácticas de 

justicia negociada que los actores judiciales llevan a cabo específicamente en las primeras audiencias 

judiciales donde se debate en torno a la suspensión del proceso.  

Uno de los principales aportes de esta investigación ha sido el sistematizar las diferentes formas de 

conducir audiencias judiciales y de ejercer en ellas conjuntamente la discrecionalidad. Su 

caracterización ha permitido identificar no solo que los actores judiciales toman decisiones de manera 

conjunta formando grupos de trabajo judiciales, sino también distinguiendo dos grandes maneras en 

las cuales estos conducen las audiencias judiciales donde debaten la procedencia de la suspensión del 

proceso: una en la cual actúan burocratizadamente – es decir con bajos niveles de deliberación y 

escasa consideración a las características personales de imputados o víctimas- y otra donde lo hacen 

reflexivamente – esto es, mediante intercambios de información, que si bien no dejan de ser rápidos, 

implican una mayor disposición a producir respuestas penales que se ajusten a necesidades de más 

largo alcance que el mero cierre de los casos judiciales. 
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Al finalizar el capítulo 4 de esta investigación se discutió extensamente sobre los mayores niveles de 

colaboración generados por los actores judiciales al debatir el uso salidas tempranas al proceso penal, 

sobre cómo ello potencia la idea de “comunidades judiciales”, y sobre el quiebre en la burocratización 

que genera la intervención de actores o agentes externos a los grupos de trabajo judiciales. Sin 

embargo, existen dos aspectos adicionales relacionados a la idea de justicia negociada y grupos de 

trabajo judicial que emergen de forma transversal de distintos hallazgos generados en esta 

investigación. 

g. La importancia de la estandarización y la necesidad de formar actores reflexivos 

Desde una perspectiva de gestión organizacional se ha destacado que la justicia criminal al tener entre 

sus valores centrales la idea de “igualdad ante la ley”, no solo debe procurar ser eficiente, sino que 

también debe velar porque su trato hacia las personas sea neutral y que sus decisiones estén libres de 

sesgos (Fuentes, García y Silva, 2020). En este contexto, previamente se ha relevado (ver discusión 

del capítulo 4) la necesidad de promover la estandarización los procesos en la justicia criminal para 

reducir la variabilidad de las respuestas penal, argumentando que ello no es incompatible con 

promover la reflexión en la toma de decisiones para hacerlas menos automatizadas las decisiones de 

los actores judiciales. De esta forma, esta investigación ha ofrecido una perspectiva conceptual que 

permite desanclar la idea estandarización de las ideas de automatización o de burocratización, 

conceptos que a veces son usados indistintamente por la literatura en materia de justicia criminal (por 

ejemplo: Brandariz, 2015; Gonzalez, 2017).  

Desde una perspectiva teórica, la relación entre estandarización y automatización/burocratización ya 

venía siendo explicada desde la perspectiva teórica de la evitación de la incertidumbre, mediante la 

cual Celesta Albonetti (1987) aplicó a la justicia criminal ideas que venían siendo planteadas 

previamente desde sociología organizacional (March y Simon, 1965). En ambos casos, se es enfático 

en dos aspectos: primero, que la estandarización consiste en dar uniformidad a los procesos, y la 

automatización/burocratización consiste en la uniformidad de las decisiones o acciones de los sujetos. 

Segundo, que la relación entre ambos es meramente probabilística y en ningún caso determinista, 

pudiendo existir procesos estandarizados cuya ejecución por parte de los sujetos no es automatizada 

(y viceversa). Por ello, no es extraño que esta investigación haya evidenciado como una decisión 

estandarizada a nivel legal como la suspensión del proceso, en ocasiones puede convivir con procesos 

de toma de decisión reflexivos por parte de los grupos de trabajo judiciales. A pesar de ello, el 

escenario más común sigue siendo la toma de decisiones burocratizada. 
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Parte de la propuesta a nivel conceptual de este trabajo ha sido sostener que los actores judiciales que 

actúan convirtiendo la rapidez o celeridad de proceso penal en un fin en sí mismo (transformando el 

cierre de los casos suspendidos en una meta más importante que el cumplimiento de objetivos más 

sustantivos del proceso penal) constituyen grupos de trabajo burocratizados, siguiendo el concepto 

de justicia burocratizada acuñado en los años 80´ por Michael King para describir este tipo de 

prácticas en la justicia criminal de los Estados Unidos.  

Deliberadamente se ha optado por calificar estas conductas de burocratizadas y no solamente como 

automatizadas. Pues parte del aporte conceptual de este trabaja ha sido el sostener que la 

automatización de la toma de decisiones no representa siempre un peligro para la justicia criminal. 

No parece razonable que fiscales y defensores se enfrasquen en largos y complejos procesos de 

negociación para dar respuesta a casos cuya ocurrencia con determinadas características es recurrente, 

en la medida que no existan víctimas identificables que proteger ni que las personas imputadas tengan 

necesidades y características específicas. Para ello, considero necesario poder distinguir 

conceptualmente la idea de automatización (valorativamente neutra) de la idea de burocratización 

(valorativamente negativa), reservándose este último concepto para referir a las situaciones (no 

deseables) donde los grupos de trabajo judiciales pierdan la capacidad de distinguir cuando se 

enfrentan a un caso ordinario (que pueden resolver con acciones más automatizadas) y cuando están 

frente a casos cuya resolución requiere mayor dedicación y reflexión (courtroom craft, en los términos 

aculados por Flemming, Nardulli y Eisenstein, 1993) de parte del grupo de trabajo judicial, actuando 

de manera automatizada y sin distinción para la resolución de todos los casos que tramitan.  

Producto de todo lo anterior, considero que el riesgo (en sentido probabilístico y en sentido valorativo) 

de la burocratización de la justicia criminal no se mitiga descartando la estandarización de los 

procesos, pues esta es una herramienta necesaria para promover la igualdad ante la ley y acotar los 

sesgos en los procesos de toma de decisiones. Más efectivo pareciera ser que fiscales, defensores y 

jueces sean objeto de procesos de formación que promuevan en ellos el juicio crítico y la reflexión 

en la toma de decisiones, o la incorporación en instancias previas a las audiencias judiciales de 

mecanismos (como instrumentos psicométricos o entrevistas previas) que les permitan caracterizar 

necesidades de intervención de los imputados o de protección/reparación de las víctimas. Los 

hallazgos de esta investigación sugieren que lo relevante para impedir la burocratización de la 

administración de justicia es dotar a los actores judiciales en instancias previas al inicio de las 

audiencias de información de mejor calidad que les permita distinguir cuando están en condiciones 

de cerrar rápidamente acuerdos en condiciones predefinidas o cuando se requiere negociar 

reflexivamente para la resolución de casos con características o requerimientos particulares. 
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h. Diferencias en la discrecionalidad y la justicia negociada entre Chile y Estados Unidos 

La Justicia Criminal en los Estados Unidos y en Chile comparten al menos dos características que los 

hace similares. Primero, en ambos cohabitan mecanismos adversariales donde son los fiscales, y no 

los jueces, los que dirigen la investigación y sostienen la acusación, mientras la figura del defensor 

opera como un contrapeso que contradice la posición del fiscal, reservando al juez solo el rol de 

sentenciador, con fuertes componentes de justicia negociada. Segundo, a nivel de gestión institucional 

ambos sistemas penales han sido influenciados por el paradigma de la nueva gestión pública, siendo 

modeladas las prácticas de sus actores judiciales por la necesidad explicita de satisfacer indicadores 

en materia de eficiencia y eficacia.  

Lo anterior no solo permite la comparación a nivel descriptivo de lo que ocurre en los procesos 

penales de ambos países; también justifica la pertinencia al uso de marcos teóricos generados desde 

la literatura académica de los Estados Unidos para explicar el funcionamiento de la Justicia Criminal 

en Chile, permitiendo además generalizar los hallazgos de esta investigación, los que serían aplicables 

no solo para explicar el control social que se lleva a cabo usando salidas tempranas al proceso penal 

en los Estados Unidos, sino que también en gran parte de los países de América latina y el Caribe que 

comparten con Chile el haber formado parte de un mismo proceso regional de reformas a la justicia.  

Pero esta investigación también ha permitido mostrar que existen al menos dos aspectos respecto de 

los cuales la implementación de las salidas tempranas al proceso penal en Chile difiere de la forma 

como esta se ha implementado en el contexto de la justicia criminal de los Estados Unidos.  

Primero, el uso de la suspensión del proceso como salida tempranas al proceso penal en los Estados 

Unidos (pre trial diversión), esta mayormente orientada a promover la participación exitosa de los 

imputados en programas basados en la comunidad, generalmente de rehabilitación de drogas, 

servicios comunitarios, programas de capacitación laboral, programa de restitución de víctimas u 

otros que mantienen vínculos con la oficina del fiscal o de la agencia de servicios previos al juicio 

(National District Attorneys' Association, 2024). En cambio, en Chile, como se ha mostrado a lo largo 

de esta investigación, el foco de la suspensión del proceso como principal salida temprana al proceso 

penal no está en la reintegración del infractor ni la reparación de las víctimas, sino que en generar 

medidas para mantener a los infractores alejados de sus víctimas o de los lugares afectados por este. 

Otra diferencia sustantiva entre ambos países radica en que en Chile (y posiblemente  tampoco en el 

resto de América Latina) nunca se han desarrollado capacidades institucionales para monitorear las 

condiciones ni tampoco para gestionar las necesidades de infractores o víctimas, en parte porque en 

Chile no se han instalado agencias de servicios previos al juicio que faciliten la toma de decisiones, 
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ni tampoco se han desarrollado relaciones interinstitucionales robustas con programas de 

rehabilitación, de formación laboral o de soporte a víctimas que operan en la comunidad.  

Otra diferencia importante entre ambos países se relaciona con los alcances de la idea de 

gerencialismo penal. Los hallazgos de esta investigación han evidenciado las dificultades que existen 

en Chile para monitorear el comportamiento en el tiempo de las personas cuyos casos han sido 

suspendidos. Este solo hecho dificulta extrapolar al contexto chileno las estrategias y prácticas 

asociadas por Kohler-Hausman al gerencialismo penal (managerialism) de la justicia criminal de los 

Estados Unidos, pudiéndose afirmar que la justicia penal chilena ha adquirido un carácter 

“parcialmente gerencial” por su aspiración a identificar y clasificar grupos de infractores peligrosos, 

pero sin haber desarrollado la capacidad efectiva de gestionar los riesgos identificados. En base a lo 

anterior, puede plantearse que el adjetivo que mejor describe al sistema judicial chileno no es el de 

gerencialista, sino que más bien se trata de un sistema penal simplemente burocratizado. 

En definitiva, las similitudes del diseño institucional de la justicia criminal entre Estados Unidos y 

Chile (y también con el resto de América Latina), facilita la transferencia a nivel teórico y empírico 

de los hallazgos de este estudio, limitando los riesgos de una “colonización del conocimiento” que 

podría afectar a otros campos de investigación en la criminología. De esta forma, no se ven 

inconvenientes para que futuros estudios puedan explorar la validez de conceptos como los de grupos 

de trabajo judicial burocratizados o reflexivos, levantando datos en tribunales de los Estados Unidos 

o de otras regiones del mundo 

Esta investigación constituye un esfuerzo para comprender una de las penalidades contemporáneas 

que se ha desarrollado desde el cono sur (Carrington, Hogg y Sozzo, 2015), pero con miras a 

contribuir a la discusión global sobre formas emergentes de control social en la justicia criminal. De 

esta forma, si bien las salidas tempranas al proceso penal tienen su origen en el contexto anglosajón, 

esta investigación ha contribuido a evidenciar como su inserción en un contexto jurídico diferente 

produce prácticas a veces similares y a veces divergentes con las que ha producido en la justicia penal 

de los Estados Unidos. 
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5.4 Conclusiones finales 

Esta investigación ha buscado indagar en el funcionamiento de las salidas tempranas al proceso penal 

en los sistemas de justicia criminales, considerando especialmente que su implementación durante las 

últimas décadas ha constituido una forma innovadora de control social en el contexto de las reformas 

a la justicia en América Latina y el Caribe. Adicionalmente, busca contribuir a la discusión global 

sobre los mecanismos de justicia negociada, cuyas posibilidades y riesgos han sido menos explorados 

en contextos donde se han implementado en etapas tempranas del proceso penal. El análisis del caso 

chileno permite visibilizar el potencial de las salidas tempranas para descongestionar sistemas de 

justicia criminales atochados por la expansión del castigo, pero también relevar como contextos 

institucionales con bajas capacidades para hacer gestión judicial de casos limitan su aporte potencial 

al control del delito. Finalmente, el proceso de burocratización de las prácticas judiciales chilenas – 

más enfocadas en el cierre de los casos que en sus consecuencias sustantivas, alertan sobre la 

necesidad de mejorar la capacidad de los actores judiciales para actuar como comunidades reflexivas 

que puedan ponderar celeridad con efectividad. 

Adicionalmente, los resultados presentados en esta investigación dan cuenta del uso de espacios de 

discrecionalidad en contextos de justicia negociada. Si bien se evidencia una diferencia significativa 

en el acceso a este mecanismos en distintos tribunales de justicia, los resultados sugieren los 

componentes de justicia negociada inherentes a las salidas tempranas al proceso penal (al menos en 

América Latina y el Caribe) al exigir la confluencia de los intereses de quienes representan a tres 

organismos autónomos (fiscales, defensores públicos y jueces), genera incentivos para focalizar y 

restringir su uso solo en infractores con bajo riesgo de reincidencia. Si bien en el contexto chileno 

esto genera un contrapeso deseable frente a la ausencia de una adecuada capacidad de supervisión de 

casos de mayor complejidad, uno de los principales desafíos futuros para potenciar el rol político-

criminal de las salidas tempranas al proceso penal es precisamente el fomentar mecanismos de 

monitoreo que permitan ampliar su uso a infractores de mayor nivel de riesgo. El acompañamiento 

intensivo de este perfil de infractores, mayormente ausente en la actualidad, es clave para favorecer 

procesos de desistimiento del delito en momentos iniciales de trayectorias delictivas de quienes 

cometen delitos por primera vez.  

Por otra parte, esta investigación ha permitido no solo aplicar enfoques teóricos previos a un campo 

relativamente inexplorado como el de las salidas tempranas al proceso penal, sino que también ha 

permitido levantar discusiones teóricas en aspectos tales como la mayor fuerza que tendrían vínculos 

comunitarios que generan los actores judiciales que participan de grupos de trabajo reflexivos y como 

ello genera consecuencias para el ejercicio de la discrecionalidad, o al delimitar los conceptos de 
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estandarización, automatización y burocratización que se ofreció a partir de la literatura sobre 

gerencia pública y la observación de la gestión cotidiana de los tribunales. Pero también ha ofrecido 

un aporte desde una perspectiva metodológica, avanzando en una comprensión de la administración 

de justicia desde un enfoque etnográfico. Con ello, se busca profundizar en la comprensión de cómo 

se construye la justicia desde las prácticas e interacciones cotidianas de sus protagonistas, ofreciendo 

explicaciones relevantes para explicar regularidades estadísticas levantadas mediante enfoques 

cuantitativos. 

Finalmente, si bien varias discusiones generadas por esta investigación tienen carácter global, muchos 

de los problemas relevados en la implementación de las salidas tempranas al proceso penal en Chile, 

como la falta de reflexividad de los actores judiciales para acordar la suspensión del proceso o la baja 

capacidad para supervisar su cumplimiento, probablemente se estén reproduciendo en otros países de 

Latinoamérica y el Caribe, dadas las similitudes en sus contextos sociales y políticos. Esto hace que 

la replicabilidad de estudios similares a los desarrollados en los capítulos de esta investigación pueda 

cobrar especial pertinencia a nivel regional en los próximos años, especialmente con miras a realizar 

una evaluación conjunta y comparada de uno de los procesos de reformas a la justicia más importantes 

y globales de la época contemporánea, a ya casi 30 años desde su implementación. 
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APÉNDICE 

 

Anexo 1.1. Listado de audiencias observados. 

Jurisdicción Id del 

bloque de 

audiencia 

Tipo de audiencia Modalidad Audiencias 

presenciadas 

en el bloque 

Centro de 

justicia de 

Santiago 

(a)  

a_01 Audiencia inicial (control de detención) Virtual 23 

a_02 Audiencia inicial (control de detención) Virtual 28 

a_03 Audiencia inicial (control de detención) Presencial 18 

a_04 
Audiencia programada (formalizaciones y 

seguimientos) 

Virtual 19 

Juzgado de 

Garantía de 

San 

Bernardo 

(b)  

b_01 Audiencia inicial (control de detención) Virtual 25 

b_02 Audiencia inicial (control de detención) Virtual 20 

b_03 Audiencia inicial (control de detención) Presencial 29 

b_04 
Audiencia programada (formalizaciones y 

seguimientos) 

Virtual 24 

Juzgado de 

Garantía de 

Iquique 

(c)  

c_01 Audiencia inicial (control de detención) Virtual 13 

c_02 Audiencia inicial (control de detención) Presencial 20 

c_03 Audiencia inicial (control de detención) Presencial 17 

c_04 
Audiencia programada (formalizaciones y 

seguimientos) 

Virtual 17 

Juzgado de 

Garantía de 

Concepción 

(d)  

d_01 Audiencia inicial (control de detención) Virtual 19 

d_02 Audiencia inicial (control de detención) Presencial 25 

d_03 Audiencia inicial (control de detención) Presencial 21 

d_04 
Audiencia programada (formalizaciones y 

seguimientos) 

Virtual 16 
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Anexo 1.2. Instrumento de observación de audiencias judiciales  

CASO (RIT) 
 

Fecha  HR. 

INICIO 
 

HR. 

TERMINO 
- 

Información que pregunta el tribunal a los imputados 

Nombre SI 

RUT o Cedula SI 

Domicilio SI 

Teléfono SI 

Mail SI 
 

Observaciones:  

 

PREPARACIÓN DE LA AUDIENCIA 

Levantar antes del inicio de la audiencia (o completar al final, si no es posible) 

TIPO DE DEFENSOR (PÚBLICO O PARTICULAR)  

Se aprecia que defensor e imputado pudieron hablar en 

privado previamente (n / porque) 

 

Se aprecia que el defensor tuvo acceso previo a la carpeta de 

investigación (n / porque) 

 

Se aprecia que el defensor pudo hablar con el fiscal sobre el 

caso fuera de audio (n / porque) 

 

PRESENCIA DE VÍCTIMAS EN LA SALA (S/N)  

Victima conoce previamente al imputado (n/RIT)  

Víctima interviene activamente en audiencia 

(RIT + activa / RIT + pasiva / no) 

 

COMPARECENCIA DE QUERELLANTE  

(RIT + activa / RIT + pasiva / no) 

 

 

CARACTERÍSTICAS DE LOS IMPUTADOS 

Levantar durante la individualización del imputado y sus antecedentes 

 Imputado 1 Imputado 2 Imputado 3 

Genero (h / m / otro)    

Rango de edad (década)    

Color de la piel (1 al 10 oscureciendo)    

Nacionalidad     

Indígena (no / sí)    

Capacidades diferentes (no/cual)    

Problemas para comunicarse (no/cual)    

Comuna de domicilio    

Nivel de seguridad al ingreso (1 al 5)    

Acompañantes en el público (# / n)    

Salud física (1 al 5)    

Salud mental (1 al 5)    

Influencia de sustancias (1 al 5)    

Ocupación (1 al 5)    

Presentación al tribunal (detenido / en libertad)    

Casos vigentes (# / n)    

Antecedentes penales (# / n)    

Comportamiento en la audiencia  

(respetuoso / indiferente / desafiante) 

   

Otros 
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CONTROL DE LA LEGALIDAD DE LA DETENCIÓN 

Registrar durante control de la detención 

Policía que detiene  

Conoce motivos de la detención 

(si / no / no pregunta) 

 

Policía informa derechos al 

imputado  

(todos / algunos / no informa) 

 

 

Observaciones:  

 

 

Alegatos de 

ilegalidad de la 

detención 

(duración en seg.) 

Fiscal - 

Defensor - 

Juez - 
 

Declaración de legalidad (s / n) LEGAL 
 

Observaciones:  

 

 

Otros Observaciones:  

 

FORMULACIÓN DE CARGOS 

Registrar durante formalización o requerimiento del fiscal 

Formaliza o requiere  

Fecha  

Hora  

Descripción general de los hechos  

Cargos  

Comuna hechos  

Armas (todos / algunos / no)  

Quienes 

intervienen 

Fiscal  

Defensor  

Juez  
 

Observaciones: 

  

 

SALIDAS ALTERNATIVAS 

Registrar solo si son solicitadas 

¿Respecto de cuantos imputados se 

solicitan o discuten? 

 

Rol de cada actor 

(propone, explica, 

acepta, rebate) 

Fiscal  

Defensor  

Juez  

Querellant

e 

 

Víctima  
 

 

Plazo y condición 

 

 

Consenso (si / no) 

 Términos de la negociación (solo si no hay consenso): 

 

 

 

Explicación de las salidas 

alternativas (Quien y que se explica) 

 

Resultado (otorgan / niegan)  Condición  
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Otros 

 

 

Observación 

 

 

TERMINO DE LA AUDIENCIA 

Registrar al concluir la audiencia 

Caso suspendido o continua    

Medidas cautelares    

Plazo de investigación   

Observaciones: 
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Anexo 1.3. Pauta de entrevista semiestructurada  

Objetivos de la entrevista 

a. Reconstruir el proceso de gestión o tramitación de casos penales que dan lugar a una SCP 

b. Indagar en las prácticas que fiscales/defensores/jueces llevan a cabo durante dicho proceso 

c. Recoger las percepciones de fiscales/defensores/jueces sobre la utilidad que les presta la SCP 

y los riesgos que esta pudiera conllevar 

 

1. Caracterización del actor (fiscal/defensor/juez) 

• Indique su nombre, roles que ha ejercido en el sistema penal, periodos de tiempo, roles y 

especialidades 

• Indagar en su carga actual de trabajo promedio (casos vigentes, casos que debe tramitar en 

ACD/APROG, duración estimada de cada clase de bloque de audiencia) 

• Indagar en rotación de actores judiciales en el Juzgado de Garantía en que trabaja actualmente  

 

2. Prácticas durante la gestión o tramitación de los casos 

Solicitar focalizar en periodo no telemático y contraste con tramitación telemática, de ser necesario. 

 

2.1 Prácticas en audiencia de control de detención (ACD) (delitos flagrantes) 

• Preparación de la ACD 

- Asignación del turno y de los casos 

- Estudio de las carpetas de investigación (estrategias, tiempo destinado, priorización) 

- Preparación de la ACD y decisión sobre la respuesta requerida (fiscales) / escenarios 

probables (defensores) 

• Asignación de la Suspensión Condicional del Procedimiento 

- Indagar en cómo se determina en qué casos ofrecerla o no (fiscales) / pedirla o rechazarla 

(defensores)? 

- Indagar en situaciones predefinidas en que generalmente 

o Se ofrece a la defensa / se niega a la petición de la defensa (fiscal) 

o Se opone a la solicitud del fiscal / se pide al fiscal (DPP) 

- ¿Qué fundamenta estas decisiones en esos escenarios? (Ej número y clase de cargos, 

contactos previos sin condena por justicia penal) (culpabilidad, peligros de reiteración, 

limitaciones prácticas y recuperabilidad) (empleabilidad, vinculación a institucionalidad) 

- Indagar en qué momento se toma esta decisión 
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• Contenido y plazo de la SCP (como determinarla, cuando determinarla) 

- Indagar en cómo se determina y negocia su contenido  

- En que escenarios su utilizan plazos mayores a 1 año. 

 

2.2 Prácticas en audiencias programadas (delitos no flagrantes o no terminados en ACD) 

• Estudio del caso y preparación de la audiencia 

• Asignación de la Suspensión condicional del procedimiento 

- Indagar en similitudes o diferencias con la ACD en la determinación de los casos en los que 

ofrecerla o no (fiscalía) / pedirla o rechazarla (DPP)? 

- ¿Cómo se materializa dicha solicitud? (¿solo se pide audiencia? ¿Se conversa previamente 

con la contraparte?) 

• Contenido y plazo de la SCP (como determinarla, cuando determinarla) 

- En que escenarios su utilizan plazos mayores a 1 año. 

- Indagar en qué situaciones se ofrecen SCP como salidas tardías 

 

2.3 Prácticas posteriores a la asignación de una SCP 

• Supervisión de las condiciones 

- Quien y como se supervisan 

- Apoyo en la supervisión (indagar si existe apoyo del nivel regional o nacional para ello) 

- Relación con otros órganos que deben ejecutar o supervisar la SCP (para cada tipo de SCP, 

indagar en órganos y mecanismos de rendición de cuentas) 

• Ejecución de las condiciones 

- Como se da cumplimiento a distintas clases de condiciones (control, restauración, 

intervención/tratamiento) 

• Nuevos contactos de personas beneficiadas con SCP 

- En tu experiencia ¿en qué escenarios (clase de delitos, infractores, territorios) es más común 

pesquisar un caso con SCP vigente? 

- Como se procede en cuando hay SCP en casos flagrantes y no flagrantes 

- Como se suelen valorar SCP muy antiguas para calificar la oferta de una nueva SC 

 

3. Percepciones de los operadores sobre la gestión de la suspensión condicional del 

procedimiento 

• Comunidad de trabajo en la gestión de casos 
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- Indagar en incorporación de actores nuevos u ocasionales y como afecta proceso previamente 

conversados 

- Indagar en cómo operan los consensos/conflictos en materias previamente indagadas 

• Cambios en el tiempo o los territorios del uso de la SCP 

- Indagar en cambios de las políticas nacionales sobre uso SCP y como perciben que ha 

afectado sus prácticas en el tiempo 

- Indagar si se perciben diferencias en el uso de SCP en distintos JG o en distintas regiones 

(solo si operador tiene experiencia en distintas regiones del país) 

  



174 
 

Anexo 1.4. Modelo de consentimiento informado 

Consentimiento Informado 

Mi nombre es Ulda Omar Figueroa, soy investigador del Centro de Estudios Justicia y Sociedad, 

asociado al Instituto de Sociología de UC y actualmente llevó a cabo en el marco de mi investigación 

doctoral el estudio denominado “funcionamiento de las salidas alternativas al proceso penal”  

El objetivo de este estudio es analizar distintos aspectos sobre la gestión que hacen los actores del 

sistema penal sobre la suspensión condicional del procedimiento. Una de las fuentes de información 

de este estudio es la realización de entrevistas a fiscales, defensores y jueces penales. Ud ha sido 

invitado a participar en calidad de entrevistado a este estudio por ejercer actualmente alguno de estos 

roles. 

Contenido de la entrevista. Se sostendrá una conversación de alrededor de 1 hora de duración para 

indagar:  

• En las actividades y prácticas que los operadores del sistema penal (fiscales, jueces y 

defensores penales) llevan a cabo en el marco de la discusión, acuerdo y ejecución de la suspensión 

condicional del procedimiento como respuesta del sistema de justicia penal.  

• En los beneficios y/o riesgos que se atribuyen a su uso, especialmente en cómo se percibe 

que distintas clases de condiciones podrían incidir en la probabilidad de que sus beneficiarios reiteren 

su comportamiento delictual. 

Riesgos de la actividad y protección de datos personales. Esta entrevista no genera riesgos para 

usted. La información obtenida se mantendrá bajo estricta confidencialidad, conservada únicamente 

por el investigador a cargo del estudio, y se anonimizarán los datos de identificación personal en 

eventuales informes que contengan referencias a ideas contenidas en esta entrevista. 

¿Es obligación participar? Usted NO está obligado(a) de ninguna manera a participar en este 

estudio. Si acepta participar, puede dejar de hacerlo en cualquier momento, sin consecuencias 

negativas para usted. 

¿Qué uso se va a dar a la información que se entregue? El contenido de la entrevista será usado 

para la elaboración de mi tesis doctoral, la cual tendrá como producto la publicación de tres artículos 

en revistas académicas. También es posible que la información recogida sea comunicada en 

conferencias u otras actividades similares. Cualquier uso que se haga de ella tendrá fines 

exclusivamente académicos. En todos los casos siempre se mantendrá estricto anonimato de las 

fuentes de información. 

¿A quién puede contactar para saber más de este estudio o si le surgen dudas?  Si tiene cualquier 

pregunta acerca de esta investigación, puede contactar a la supervisora de mi trabajo de tesis doctoral, 

la académica Pilar Larroulet, al correo plarroul@uc.cl o escribir directamente al comité de ética de la 

Pontificia Universidad Católica de Chile. 

 

 

 

 

mailto:plarroul@uc.cl
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Anexo 2.1. Listado desagregado de delitos por categoría de delito 

Delitos contra la propiedad 

1. Robo por sorpresa 

2. Robo en bienes nacionales 

3. Receptación * 

4. Robo en lugar no habitado 

5. Robo con intimidación 

6. Robo con violencia 

7. Hurto falta* 

8. Hurto simple de menos de media UTM * 

9. Hurto simple sobre 40 UTM 

10. Hurto agravado 

11. Robo en lugar habitado 

 

Delitos de lesiones y amenazas 

12. Lesiones graves 

13. Lesiones menos graves * 

14. Lesiones leves * 

15. Maltrato habitual 

16. Amenazas condicionales 

17. Amenazas simples * 

18. Amenazas de atentados contra personas y propiedad 

 

Delitos de transito 

19. Conducción en estado de ebriedad hasta lesiones leves 

20. Conducción en estado de ebriedad sin daños o con daños * 

21. Conducción bajo la influencia del alcohol hasta lesiones leves 

22. Conducción sin licencia de conducir 

23. Falsificación de licencia de conducir 

 

Delitos de daños y desórdenes públicos 

24. Daños simples * 

25. Daños falta 

26. Maltrato de obra a carabineros 

27. Amenazas a carabineros 

28. Desórdenes públicos * 

29. Desordenes en espectáculos públicos 

 

Delitos de porte de armas 

30. Porte de arma cortante o punzante * 

31. Porte ilegal de arma de fuego, municiones u otras sujetas a control 

32. Posesión, tenencia o porte de armas  

 

Fraudes 

33. Estafas 

34. Falsificación de instrumento privado 

 
 

 En su conjunto concentran el 54,3% de las causas registradas 
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35. Falsificación de instrumento público 

36. Malversación de caudales públicos 

37. Fraude al fisco 

38. Apropiación indebida 

39. Uso fraudulento de tarjetas o medios de pago 

 

Delitos sexuales 

40. Violación de persona menor de 14 años  

41. Violación de persona mayor de 14 años  

42. Abuso sexual de persona menor de 14 con contacto corporal 

43. Abuso sexual de persona mayor de 14 y menor de 18 años con contacto corporal 

44. Abuso sexual de persona mayor de 18 años con contacto corporal 

45. Abuso sexual sin contacto corporal 
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Anexo 3.1. Correlación entre variables de nivel individual analizadas 

 
Decisión 

final del 

proceso 

Tipo de 

delito 

Pena 

probable 

Ilegalidad 

de la 

detención 

Contactos 

previos 

Pluralidad 

de cargos 

Edad 

del 

acusado 

Sexo del 

acusado 

Nacionalidad 

del acusado 

Defensor 

privado 

Víctima 

no 

conocida 

Querellante Parentesco  

              

Decisión final del proceso 1 
            

Tipo de delito 0,0463 1 
           

Pena probable -0,1016 -0,1731 1 
          

Ilegalidad de la detención -0,0202 -0,0493 0,023 1 
         

Contactos previos -0,1791 -0,1834 0,0274 0,0178 1 
        

Pluralidad de cargos -0,0644 -0,0745 0,1526 0,0146 0,0524 1 
       

Edad del acusado -0,0676 0,1305 -0,1049 -0,0321 -0,1484 -0,0663 1 
      

Sexo del acusado -0,0112 0,0334 -0,1016 -0,0197 -0,1003 -0,0339 0,1892 1 
     

Nacionalidad del acusado 0,0057 -0,0429 0,145 0,0028 -0,0137 0,0322 0,0399 0,0501 1 
    

Defensor privado -0,0765 -0,0667 0,2514 -0,0031 -0,0326 0,1586 0,026 -0,0393 0,0275 1 
   

Víctima no conocida 0,0997 -0,3253 0,1092 0,0437 0,0318 -0,0161 -0,0894 -0,0873 0,0536 0,027 1 
  

Querellante -0,0008 -0,0196 -0,0001 -0,0001 0,009 0,0009 -0,0032 -0,007 0,0063 0,0071 0,0159 1 
 

Parentesco víctima - acusado 0,0452 0,3294 -0,1144 -0,0198 -0,0334 0,0095 0,0466 -0,0397 -0,0018 -0,0429 -0,2314 -0,0093 1 
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Anexo 3.2. Correlación entre variables de nivel contextual analizadas 

 
Decisión final 

del proceso 

Proporción 

de casos  

en prisión 

preventiva 

Tribunal 

ubicado  

en comuna no 

urbana 

Pobreza 

multidimensional 

en el territorio del 

tribunal 

Proporción de casos  

con acusados extranjeros 

Ingreso diario  

(carga de trabajo) 

       

Decisión final del proceso 1      

Proporción de casos  

en prisión preventiva 
0,0676 1     

Tribunal ubicado  

en comuna no urbana 
-0,0561 -0,3628 1    

Pobreza multidimensional 

en el territorio del tribunal 
-0,0202 -0,0493 0,023 1   

Proporción de casos  

con acusados extranjeros 
0,0164 0,6204 -0,0062 0,0663 1  

Ingreso diario  

(carga de trabajo) 
0,0606 0,3574 -0,4594 -0,4011 0,0718 1 
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